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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade Lara.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Las actas de las sesiones 45ª y 46ª, ordinarias, en 19 y 20 de agosto del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Treinta de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, al proyecto de ley que regula el lobby (boletín N° 3.407-07).



Con los nueve siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que protege a los cetáceos e introduce modificaciones a la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura (boletín N° 5.936-12).



2.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (boletín N° 3.436-07).



3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima (boletín Nº 2.949-05).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza la construcción de bienes urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y salud (boletín Nº 4.304-14).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros (boletín N° 5.849-15).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (boletín N° 3.562-06).



8.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 2002 (boletín N° 4.542-10).



9.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (boletín N° 4.716-07).



Con los once siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT), elaborado en Washington el 19 de junio de 1970, enmendado el 28 de septiembre de 1979, modificado el 3 de febrero de 1984 y el 3 de octubre de 2001, y su reglamento anexo” (boletín N° 4.964-10).


2.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena (boletín N° 5.324-07).



3.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, sobre pueblos indígenas (boletín N° 4.069-07).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (boletín N° 4.234-03).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (boletín Nº 3.975-13).



6.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (boletín         N° 5.012-03).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (boletín N° 4.398-11).



8.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (boletín N° 5.719-14).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín Nº 3.588-08).



10.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



11.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletín N° 5.522-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el número veintidós hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea nueva Circunscripción Senatorial y Dirección Regional del Servicio Electoral de Arica y Parinacota (boletín N° 5.432-06).



Con el siguiente señala la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (boletín N° 3.962-07).



Con los siete restantes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (boletín N° 5.083-04).



2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (boletín N° 3.875-11).



3.- Proyecto que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (boletín N° 5.172-09).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07).



5.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, que interpreta el artículo 93 del Código Penal, excluyendo de la extinción de la responsabilidad penal, por amnistía, indulto o prescripción a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes (boletín N° 5.918-07).



6.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, adoptado en San Salvador el 17 de noviembre de 1988 y suscrito por Chile el 5 de junio de 2001 (boletín N° 4.087-10).



7.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios para eximir, a las viviendas sociales o subsidiadas de hasta 750 unidades de fomento, del costo de conexión a la red de agua potable y alcantarillado y para facilitar la construcción de viviendas sociales, simplificando el procedimiento de ampliación de territorios operacionales de servicios sanitarios (boletines N°s. 5.502-14 y 5.571-14, refundidos).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha tomado conocimiento que el Senado ha rechazado el proyecto que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (boletín N° 5.363-03) y remite la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse (Véase en los Anexos, documento 1).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que incrementa transitoriamente un incentivo tributario a la inversión en activo fijo de la micro, pequeña y mediana empresa (boletín N° 5.734-26).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con los cuatro siguientes señala que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que otorga nacionalidad chilena por gracia al sacerdote de nacionalidad irlandesa John Joseph Reilly (boletín N° 5.668-17) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



2.- Proyecto de ley que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (boletín N° 3.994-02) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional y a la de Hacienda, en su caso.



3.- Proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones en lo relativo a concesiones de radio difusión sonora (boletín N° 5.980-15) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



4.- Proyecto que perfecciona la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (boletín N° 5.023-07) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer respecto del proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Pérez Varela, que modifica el Código Procesal Penal en materia de interposición de la querella y de formalización de la investigación (boletín N° 5.959-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia dictada respecto del proyecto de ley que establece una excepción a la inhabilidad contemplada en el artículo 54, letra b), de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, con el objeto de permitir el ingreso de parientes y familiares al Servicio Exterior (boletín Nº 4.313-06).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo remite copia autorizada del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 2.332 del Código Civil y del artículo 40, inciso segundo, de la ley N° 19.733.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el tercero envía copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada en contra del artículo 230, inciso primero, del Código Procesal Penal.



--Se toma conocimiento.



Tres del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:



Con el primero da respuesta a dos oficios enviados en nombre del Senador señor Espina, al primero de los cuales adhirieron los Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Orpis, Pérez Varela y Vásquez, relativos a información complementaria sobre la nómina de las villas y poblaciones del país que al 26 de enero de 2007 presentaban altos niveles de delitos graves, tráfico y microtráfico de drogas.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre de los Senadores señores Espina, Allamand, García, Orpis, Pérez Varela y Romero, referido a las bandas o pandillas delictuales que operan en el país.



Con el tercero responde un oficio remitido en nombre de los Senadores señores Espina, Allamand, García, Kuschel, Larraín, Orpis, Pérez Varela y Romero, acerca de las cifras de detenidos que quedan en libertad en la audiencia de control de detención y de condenados que no cumplen su pena de cárcel.



Del señor Fiscal Nacional subrogante del Ministerio Público, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, relativo a agricultores de las comunas de Ercilla, Collipulli y Victoria que han sido víctimas de delitos de abigeato y asaltos.



Tres del señor Ministro del Interior:



Con el primero da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Naranjo, referido a los casos en que hay escolta asignada a parlamentarios.



Con el segundo responde un acuerdo adoptado por la Cámara Alta a proposición de los Senadores señores Horvath y Zaldívar, con el que se propuso medidas especiales para los trabajadores de plantas pesqueras que han quedado cesantes a raíz del cierre de empresas en la Región de Aisén (boletín N° S 1.076-12).



Con el tercero da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, al cual adhirió el Senador señor Kuschel, referido al financiamiento del Cuerpo de Socorro Andino.



Dos del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Con el primero contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Bianchi, Ávila, Espina, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Barra, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de una política de pago en moneda euro a los funcionarios diplomáticos que se desempeñan en la Zona Euro, y el inicio de un proceso de compra de inmuebles para las representaciones diplomáticas en el exterior (boletín N° S 1.087-12).



Con el segundo da respuesta a un acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores Navarro, Ávila, Núñez y Vásquez, por medio del cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República la suscripción del Convenio 187 de la Organización Internacional del Trabajo (boletín N° S 991-12).



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a los daños en el camino que une Chaitén con Caleta Gonzalo.



Del señor Ministro de Hacienda, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, referido a la posibilidad de rebajar el IVA al pan.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la adopción de medidas de solución a los problemas de los trabajadores afectados por el cierre de la planta de la empresa “Salmones Antártica”.



De la señora Ministra de Educación, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, sobre los programas de reparación y mantenimiento de la Escuela Francisco Coloane, de Puerto Sur, Isla de Santa María.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, en relación con el “Proyecto de Pavimentación Asfáltica en el sector El Roble-Quilacahuín-Las Juntas, comuna de San Pablo”, presentado por el Comité Pro-Asfalto, Ruta U-170.



Con el segundo da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Larraín, respecto del estado de avance del “Proyecto de Ampliación del Servicio de Agua Potable Rural, Semillero hacia Caracoles”.



Dos de la señora Ministra de Salud:



Con el primero contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Allamand, al cual adhirieron los Senadores señores Kuschel y Navarro, referido a la contaminación del aire en Valdivia y en Osorno.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, sobre la situación que afecta a don Luis Carlos Gallegos.



Dos de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con el primero responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relacionado con el vertimiento de sustancias tóxicas ocurrido en Ventanas.



Con el segundo contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Allamand, referido a la contaminación del agua potable en la localidad de Quilacahuín.



Del señor Subsecretario de Pesca, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la situación que afecta a la Asociación Gremial de Organizaciones de Pescadores Artesanales (AGO).



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Allamand, relativo al vertimiento de aguas servidas no tratadas en el lago Panguipulli.



Del señor Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, respecto del pago del impuesto territorial por las empresas forestales de las Regiones Octava, Novena y Décima.



De la señora Directora Nacional subrogante del Instituto Nacional de Deportes, con el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, tocante a requerimientos de la Región de Aisén en materia de deporte.



Del señor Director de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, sobre evaluación de los Programas de Atención a Víctimas de Delitos.



De la señora Directora Nacional de Planeamiento del Ministerio de Obras Públicas, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Kuschel, respecto de la eventual suspensión de proyectos de esa Cartera contemplados para la Décima Región y del atraso en la ejecución de diversas obras en esa zona.



Del señor Fiscal Regional subrogante del Ministerio Público de la Región de La Araucanía, con el que contesta un oficio cursado en nombre de los Senadores señores Espina y García, relativo a información sobre delitos en las comunas de Curacautín, Lautaro, Victoria, Traiguén, Angol y Collipulli.



De la señora Secretaria Ministerial de Educación subrogante de la Región de Antofagasta, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, acerca de la situación producida entre un profesor y una alumna en el Instituto Superior de Comercio “Jerardo Muñoz Campos”, de Antofagasta.



De la señora Directora del Servicio de Salud Osorno, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Allamand, sobre los problemas existentes en el Hospital de Quilacahuín.



Del señor Director subrogante del Servicio de Salud Ñuble, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, referido a las condiciones de traslado de desechos orgánicos provenientes de las plantas de tratamiento de aguas servidas de propiedad de ESSBIO S.A.



Del señor Jefe de la División de Planificación y Presupuesto del Ministerio de Educación, mediante el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Allamand, respecto del proyecto “Reposición Internado y Escuela Antilhue, Los Lagos”.



Informe sobre la participación del Senador señor Coloma en la sesión 251 del Comité Ejecutivo de la Unión Interparlamentaria, celebrada el 20 de junio de 2008, en Ginebra, Suiza.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que protege a los cetáceos e introduce modificaciones a la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura (boletín N° 5.936-12) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede, por gracia, la nacionalidad chilena a la madre Domnina García de Prado (boletín N° 5.728-17) (Véase en los Anexos, documento 7). 



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley sobre contrato especial de los tripulantes de vuelo y tripulantes auxiliares de aeronaves comerciales de pasajeros y carga (boletín N° 5.820-13) (Véase en los Anexos, documento 8).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín Nº 4.832-07) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Ávila y Ominami, con la que inician un proyecto de ley que prohíbe el uso de bolsas plásticas no biodegradables (boletín N° 6.046-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Del Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley que impide el acceso a los beneficios que indica a las personas condenadas por conductas terroristas o contra la seguridad interior del Estado (boletín N° 6.062-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Naranjo y Ominami, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que implemente medidas legales tendientes a reabrir la Comisión de Prisión Política y Tortura y a ampliar su ámbito de cobertura o crear una nueva, para que puedan ser calificados los detenidos desaparecidos y ejecutados políticos que no se encuentren reconocidos por la Comisión de Verdad y Reconciliación (boletín N° S 1.104-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



De los Senadores señores Naranjo y Ominami, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se estudie la posibilidad de efectuar las modificaciones legales que permitan que las mujeres convivientes sean reconocidas como cargas de un trabajador y puedan tener acceso a los beneficios que otorga el FONASA (boletín N° S 1.105-12) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Comunicación



De la Comisión de Relaciones Exteriores, por medio de la cual informa que acordó acceder a la solicitud de formar el Grupo de Amistad Chile-Pakistán.



--Se toma conocimiento, y se invita a los señores Senadores que deseen integrar dicho Grupo a inscribirse en la Secretaría de la mencionada Comisión antes del miércoles 10 del mes en curso.
Permiso constitucional



El Senador señor Girardi solicita autorización para ausentarse del país a partir del 3 de septiembre del año en curso.



--Se accede.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath, Girardi, Muñoz Aburto y Prokurica, que prohíbe la caza de cetáceos en las aguas sometidas a la jurisdicción nacional y establece medidas de protección que indica (boletín Nº 5.572-12) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Queda para tabla.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que penaliza las conductas constitutivas de genocidio, hasta las 18:30 de hoy.



2.- Establecer un nuevo plazo para presentar indicaciones a los proyectos de ley sobre comercio ilegal y composición nutricional de los alimentos y su publicidad, hasta el lunes 8 de septiembre, a las 12.



3.- Poner en el segundo lugar de la tabla de hoy el proyecto de ley que prohíbe la caza de cetáceos en las aguas sometidas a la jurisdicción nacional y establece medidas de protección que indica.



4.- Por último, disponer que la Redacción de Sesiones registre el debate del proyecto de Ley de Presupuestos para que se elabore la versión definitiva que formará parte del informe final que irá a las Salas del Senado y de la Cámara de Diputados.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Agricultura, solicito recabar la autorización de la Sala para que el proyecto de ley que establece normas sobre importación de mercancías al país, referido fundamentalmente a la banda de precio del trigo, sea discutido en general y en particular a la vez. 



De hecho, ya en la Comisión lo hemos estudiado en general, pero deseamos -para llegar a acuerdos que faciliten su despacho-, que se nos permita debatirlo, en el primer informe, en general y en particular a la vez.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado



--Acordado.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, yo entendí que en la reunión de Comités habíamos llegado al acuerdo de solicitar al Ejecutivo que le retirara la “discusión inmediata” al proyecto de ley que establece, en teoría, una nueva Circunscripción Senatorial y Dirección Regional del Servicio Electoral de Arica y Parinacota.



Tal como conversamos en dicha reunión, la idea era pedirle al Ejecutivo -si no se entendió así, lo hago ahora- que le retirara esa urgencia, por cuanto la iniciativa había sido devuelta a la Comisión de Constitución -según explicaron sus miembros- para que emitiera opinión respecto de su constitucionalidad y de si estaba contemplado en la Carta que cuando se instaurara una nueva Región ello llevaba implícita la decisión de crear también una circunscripción senatorial.



Este asunto lo debatimos largamente acá durante varias sesiones y hubo un claro rechazo a la iniciativa. Por ello, se resolvió devolverla a la Comisión no solo para que elaborara un informe, sino también para que hiciera una evaluación política de cómo se iba a tratar la configuración de nuevas circunscripciones o la conformación de este Honorable Senado.



No quiero repetir el debate acá. Pero me parece absurdo poner “discusión inmediata” al proyecto, en circunstancias de que la Comisión de Constitución todavía no ha evacuado ningún informe y está trabajando en él.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Habría que hacer la gestión para que el Gobierno retirara la urgencia, Su Señoría. 



Me comprometo a ello.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, entendí que ya habíamos acordado en reunión de Comités solicitarle al Ejecutivo que retirara la urgencia. 



Por eso, le pido que se lo planteemos ahora como Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Entiendo que ese fue el acuerdo. Y para que sea institucional, le vamos a encomendar al señor Secretario que haga la gestión.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Educación, que presido, solicito que recabe el asentimiento de la Sala para discutir en general y en particular el proyecto que establece la Ley General de Educación, a fin de agilizar su trámite y permitir que el Senado lo debata en noviembre próximo. 



Es un acuerdo unánime del mencionado órgano técnico. Por lo tanto, deseo que la Sala autorice que la Comisión, luego de votarlo en general, comience inmediatamente su discusión en particular.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se autorizará a la Comisión de Educación para que discuta en general y en particular el proyecto, en el primer informe.



--Acordado.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que en esta sesión estábamos convocados a ver en el primer lugar de la tabla el proyecto de ley del Ejecutivo, anunciado por la Presidenta Bachelet en su discurso del 21 de mayo, que declara santuario ballenero las 200 millas de zona económica exclusiva, protege a los cetáceos e introduce modificaciones a la ley 18.892, General de Pesca y Acuicultura. 



No comprendo cuál fue la razón para cambiar de lugar este proyecto. Entiendo que debemos votarlo en general. Y, según una encuesta de opinión pública, el 99,9 por ciento de la población quiere que se apruebe la iniciativa en comento. 



No pude llegar a la reunión de Comités pues asumí otro compromiso. Sé que hubo un acuerdo unánime para cambiarlo de ubicación, pero yo pediría que se lo mantuviera en el primer lugar de la tabla y así votarlo en general hoy porque tiene “suma” urgencia. 



Al señor Secretario se le entendió que, según los acuerdos de Comités, se cambiaba el orden.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No, señor Senador, en absoluto. Lo que se acordó es agregar otra iniciativa al proyecto principal. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ocurre que sobre la materia hay un proyecto: el que figura en el primer lugar de la tabla, que es del Ejecutivo. Entiendo que ese es el que tiene urgencia y, por tanto, se debe discutir. Existen varias mociones al respecto tanto en la Cámara como en el Senado. Pero nuestro Reglamento aún no contempla un procedimiento para fusionar proyectos; no existe esa facultad. 



Yo creo que es importante que legislemos bien. Se puede reconocer en el informe que hay otras iniciativas que persiguen el mismo propósito, pero no podemos tratar dos proyectos sobre la misma materia. 



En consecuencia, pido que tratemos el texto que tiene urgencia, de acuerdo con lo establecido en la tabla.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Le voy a conceder la palabra al Senador señor Horvath, quien fundó la necesidad de hacer un solo debate y verlos en conjunto.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, ante todo, en lo que a forma se refiere, debo destacar que para Chile existe la urgencia internacional de llegar con esta ley en proyecto tramitada a la próxima reunión sobre protección de las ballenas que se realizará en los Estados Unidos de América.



Es un objetivo formal al que no le vamos a poner ningún pie en el camino. Eso está clarísimo. 



En tal sentido, les pediría a los señores Senadores que intervinieron que no hablen de “varios proyectos”, así como en el aire. Son iniciativas que vienen del año 2007: están trabajadas; sobre ellas hubo reuniones con las organizaciones correspondientes -ya lo veremos cuando entremos en el detalle-, y, asimismo, abordan aspectos distintos que es bueno considerar.



La idea es que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura apruebe los dos proyectos e introduzca vía indicaciones los originados en mociones.



Además, en la sesión pasada, por unanimidad, aprobamos las dos iniciativas: la que figura en el primer lugar de la tabla y la que los Comités acordaron tratar en segundo término. Y nos encontramos en situación de analizar todas las indicaciones que ya nos han llegado, no solo de organizaciones no gubernamentales, sino también de la propia Cancillería, que se nos acercó para expresarnos su propósito de introducir algunas enmiendas.



Lo perfecto es enemigo de lo bueno, señor Presidente. Pero la verdad es que en este caso estamos en condiciones de calzar las dos cosas. 



En síntesis, comprometemos la aprobación general del proyecto y la apertura de un plazo breve para tratar las indicaciones que ya recibimos. De ese modo, la próxima semana la Sala se encontrará en condiciones de despacharlo en particular; la Cámara de Diputados, también. Por lo tanto, durante la semana venidera el Gobierno podrá promulgar esta iniciativa como ley de la república, pero con un trámite completo, con la participación de este Senado, más la consideración de las indicaciones y observaciones a que me he referido. 



No hay ninguna falla ni dificultad alguna en tal sentido.

El señor LETELIER.- Es un problema reglamentario.



Solicito que se pronuncie al respecto el señor Secretario. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Le pido al señor Secretario dilucidar la situación. Si no, habiendo razones tan atendibles en un sentido y otro, recabaremos el pronunciamiento de la Sala. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La situación es la siguiente, señores Senadores.



En el primer lugar de la tabla aparece el proyecto de la Cámara de Diputados que protege a los cetáceos y modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Los Comités acordaron tratar en segundo término la iniciativa, en primer trámite constitucional, que prohíbe la caza de cetáceos en las aguas sometidas a la jurisdicción nacional y establece diversas medidas protectivas. 



Ahora bien, no es posible tratarlos en forma simultánea, lisa y llanamente, porque se hallan en distintos trámites constitucionales. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En consecuencia, deberemos abocarnos al análisis del primer proyecto.

V. ORDEN DEL DÍA

PROTECCIÓN A CETÁCEOS Y ENMIENDA DE

LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, iniciado en mensaje y en segundo trámite constitucional, que protege a los cetáceos e introduce enmiendas a la Ley General de Pesca y Acuicultura, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5936-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 45ª, en 19 de agosto de 2008.


Informe de Comisión:


I. Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 47ª, en 2 de septiembre de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la “suma” urgencia.



El objetivo principal de la iniciativa es cumplir las obligaciones internacionales asumidas por el Estado de Chile en beneficio y protección de las especies cetáceas, como, asimismo, asegurar su uso no letal, declarándose zona libre de caza de cetáceos las aguas interiores, el mar territorial, la zona económica exclusiva de la república y las áreas adyacentes a esta última sobre las cuales exista o pueda llegar a existir jurisdicción nacional. 



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura aprobó este proyecto en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Ávila, Bianchi y Horvath.



El texto pertinente se consigna en el primer informe.



Los artículos 1°, 2° y 6°, número 2, son de quórum calificado, por lo que deben ser aprobados con 20 votos favorables. 



Finalmente -y esto tal vez absuelva la consulta que se formuló antes de comenzar el tratamiento de la iniciativa-, la Comisión deja testimonio en su informe de haber analizado los contenidos de cuatro distintas mociones, de diversos señores Senadores, referidas a materias similares a las del proyecto que ocupa en este momento a la Corporación, las que en el debate particular podrán incorporarse como indicaciones o subsumirse en el texto que se propondrá en el segundo informe. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, Chile fue un país ballenero -actividad y costumbre ya presentes en nuestros pueblos originarios- donde se capturaba a los cetáceos varados -fundamentalmente a la ballena-, que se aprovechaban íntegramente para alimentación o para usar su aceite como combustible. El país pasó a otra etapa, donde se utilizaron el petróleo o sus derivados. Y hoy día nos encontramos en los albores de otra fase, caracterizada por las energías renovables no convencionales. 


Si a lo anterior se suman la mayor conciencia sobre los ecosistemas marinos y la posibilidad real de hacer investigación científica no letal de aquellas especies, entramos en un período totalmente nuevo en nuestra relación con el mar y sus diversos seres vivos.



Nuestra nación, en sus aguas jurisdiccionales, en las áreas donde tenemos influencia, posee sobre 50 por ciento de las especies de cetáceos conocidas a nivel mundial. 



Como lo señala el mensaje, Chile avanzó con cierta velocidad en la línea de la protección.



El año 1977 dictó el decreto supremo por el cual prohibió la caza de delfines y toninas. En 1984 suspendió la caza de ballenas. Y el año 1995, mediante decreto exento, determinó una veda extractiva por 30 años, que es la que tenemos vigente.



O sea, hoy en nuestro país, en toda su porción oceánica, se hallan prohibidas la caza y la captura de cetáceos.



Como las cosas se pueden deshacer del mismo modo en que se hacen, lo importante es darle rango de ley al mencionado decreto. 



Desde fines de 2007 se generó una serie de iniciativas en este sentido. Se eligió a Chile sede de la 60ª. Reunión de la Comisión Ballenera Internacional (se realizó durante el año en curso), lo cual fue despertando, gracias a la acción de grupos ciudadanos, una conciencia creciente, en la línea de proteger las especies y prohibir su caza.



El Centro de Conservación Cetácea, Ecoceanos, el Centro Ballena Azul, universidades, organizaciones internacionales (por ejemplo, Greenpeace) y los propios pescadores artesanales siguen la misma dirección.



Nuestra actividad legislativa también ha ido a la par. 



En 1991, la Ley de Pesca y Acuicultura, por indicación parlamentaria, estableció los parques y las reservas marinas. 



Después, con fondos del Banco Mundial, se creó el Proyecto GEF Marino, que ha permitido establecer áreas marinas costeras protegidas de uso múltiple. Tenemos actualmente tres: Isla Grande de Atacama, en la Región del mismo nombre; Lafken Mapu Lahual, en la Región de Los Lagos, y Francisco Coloane, en la Región de Magallanes. Están por constituirse dos adicionales: una que comprende la Región de Aisén y la de Los Lagos, en torno al golfo del Corcovado -quizá se amplíe aún más-, y otra específicamente en la Undécima Región. 



A partir del año 2003 se estableció, fundamentalmente por el Centro de Conservación Cetácea, la Red de Avistamiento de Mamíferos Marinos de Chile. Lo señalado ha ido ampliando las conciencias por valorar y proteger los ecosistemas y la ballena como especie símbolo.



La Ley General de Pesca y Acuicultura, primero, y la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente, después, le dan responsabilidad a nuestro país en el mar presencial, cuestión no menor para todas las especies vivas en el litoral y en nuestro mar. 



Hay Regiones que han ido avanzando, mediante el instrumento de zonificación del borde costero, en procura de armonizar las distintas actividades que se realizan o potencialmente es factible realizar para llegar a acuerdos, los que, desde luego, consideran la conservación.



Con estos antecedentes se gestan los dos proyectos que trataremos en esta sesión. 



La iniciativa que nos ocupa ahora tuvo origen en un mensaje enviado al Parlamento en junio de este año, en respuesta al compromiso que la Presidenta de la República contrajo con la ciudadanía, en su Mensaje del 21 de mayo último, de declarar monumento natural la ballena y los cetáceos que la acompañan y, de alguna manera, sustentar una legislación en la misma línea.



La ley en proyecto tiene puntos importantes en lo relativo a la existencia y funcionamiento de centros de rehabilitación.



Existen cuestiones adicionales que conviene incorporar en ella.



Por ejemplo, es necesario consignar en las Leyes de Navegación y de Pesca precauciones mínimas para evitar colisiones con los cetáceos. Hay que regular la forma de avistamiento de las especies; al respecto, debe llenarse un vacío en cuanto al avistamiento aéreo, el que puede ser altamente nocivo en el mar presencial. Con la declaración de las ballenas como monumento natural, han de preverse sanciones especiales para quienes trasgredan las normas del caso.



Sondeos de opinión indican que más del 97 por ciento de la ciudadanía aprueba la protección a las ballenas.



Cabe puntualizar que en esta materia no solo se halla envuelta una cuestión de respeto a la vida, sino también la existencia de una serie de actividades que se sostienen en el tiempo, como ocurre con el turismo. Hay regiones del Cono sur americano que viven gran parte del año gracias a la posibilidad de proteger y avistar sanamente a las ballenas. Tal es el caso de Puerto Madryn -más cercano a la Patagonia chilena-, en el Océano Atlántico.



En consecuencia, también por la vía del resguardo y respeto a esos cetáceos se abre una fuente económica relevante para el país, si bien es lejos más significativa la conciencia con respecto a la protección de su vida.



Por todas esas razones, proponemos que se apruebe la idea de legislar y se abra un plazo mínimo para presentar indicaciones, en forma de incorporar una larga lista de observaciones menores y lograr que esta iniciativa sea promulgada como ley antes de que Chile deba sustentar internacionalmente la posición en comento, sobre la cual ha logrado acuerdo con muchos países latinoamericanos y además con Nueva Zelandia, Australia y otras naciones que ya están dejando en minoría a los pocos países balleneros que quedan en el mundo, como Japón, Islandia y Noruega.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, las actividades de observación de cetáceos están aumentando de manera exponencial y las autoridades no tienen potestad ni cuentan con un instrumento adecuado para regularlas.



Incorporar indicaciones al proyecto de ley en debate podría demorar su aprobación de manera lamentable. Y hay urgencia en acelerar al máximo el despacho de esta iniciativa.



La Ley de Bosque Nativo, precisamente por las sucesivas enmiendas e indicaciones de que fue objeto, demoró más de 14 años en ser tramitada en este Parlamento. Mientras tanto, las actividades forestales no reguladas continuaron destruyendo nuestra biodiversidad terrestre y acuática.



Chile es el segundo país con la mayor tasa de crecimiento en el avistamiento de cetáceos. En la Región de Magallanes, de una embarcación en 2003, se ha pasado a cinco. Esto, pese a que el sector es un área marina protegida.



El registro de avistamiento de cetáceos se encuentra funcionando desde hace más de cinco años de manera eficiente. Garantiza hasta el momento el acceso de los diversos actores interesados a través de la Red de Avistamiento de Mamíferos Marinos de Chile, del Centro de Conservación Cetácea y de la Red de Avistamiento de la Armada de Chile.



El proyecto de ley en discusión incluye los aspectos esenciales para que las autoridades pertinentes elaboren los reglamentos y planes de acción necesarios a los efectos de asegurar la conservación de los cetáceos y el desarrollo sustentable de las comunidades costeras en Regiones.



La necesidad de legislar urgentemente sobre el particular cuenta con un absoluto consenso ciudadano. Una reciente encuesta Adimark señala que el 99 por ciento de los chilenos considera fundamental la dictación de leyes en esta materia.



La iniciativa que nos ocupa tiene el apoyo del Gobierno, de la Armada de Chile, de la Cámara de Diputados, y es altamente valorada por los científicos, por los conservacionistas y, en general, por la comunidad internacional.



Chile, como Sus Señorías saben, es representante del bloque de países conservacionistas de América Latina denominado “Grupo de Buenos Aires”. Podría llegar a la próxima Reunión de la Comisión Ballenera Internacional, que se celebrará en Estados Unidos el 15 de septiembre venidero, con el Santuario de Ballenas en sus aguas jurisdiccionales convertido en realidad.



Ahora bien, es plausible el planteamiento que ha expuesto el Honorable señor Horvath en cuanto a analizar conjuntamente los dos proyectos. Pero, particularmente, me suscita dudas acerca del tiempo que pueda implicar abordarlos bajo esa modalidad.



El señor Senador también menciona que sería de gran interés tener ya dictada una ley cuando se celebre la mencionada Reunión de Estados Unidos. Pero si, además de dar un tratamiento conjunto a ambos proyectos, se está abriendo la posibilidad de presentar indicaciones, entonces aquella expectativa se derrumba automáticamente.



Considero innecesario generar un espacio para formular indicaciones, porque ambas iniciativas contienen lo fundamental.



Yo insisto en que pocas veces se registra un consenso más amplio en torno de una materia que está siendo objeto de tramitación en el Congreso.



Después del avistamiento de ballenas, quizás la condena al Transantiago sea lo único que más o menos pueda equipararse en adhesión ciudadana. De cualquier forma, ¡son cetáceos terrestres los que circulan por nuestra metrópolis, y su avistamiento ya se hace fatigoso para la gente, debido a que ya no despiertan curiosidad alguna…!



Para concluir, señor Presidente, solicito a mis Honorables colegas que se hagan eco del sentimiento generalizado de la ciudadanía, atiendan a la premura que en general existe de contar con una ley apropiada sobre la materia y lleven a cabo todo lo necesario para que el proyecto sea objeto de un tratamiento lo más acelerado posible.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, por cierto, nos anima el espíritu de que Chile lidere, no solo en el papel, sino también en los hechos y el contexto internacional, el respeto por los cetáceos y su protección, y de que asuma tal condición no únicamente por sus 4 mil 500 kilómetros de costa, sino asimismo porque más de 50 por ciento de esas especies se hallan representadas en el hábitat que encuentran en la jurisdicción nacional. Lo anterior determina para nuestro país una obligación especial, diferente del resto del mundo, por cuanto, además de poseer 43 especies que conforman dicho porcentaje, es de naturaleza marítima.



Claramente, la población de ballenas sigue disminuyendo en forma drástica. Chile debe asumir una posición más franca, directa, crítica, en contra de las naciones que insisten en la captura con fines científicos -entre comillas-, como Japón, Islandia y Noruega. Echo de menos una actitud más enérgica. Nuestra Cancillería critica a otros países por motivos políticos, se rasgan vestiduras; pero a la hora de defender a las ballenas, cuando vamos a contar con una ley de reconocimiento explícito que afianza la posición chilena, espero que esa delicadeza cambie y que, en definitiva, en los foros internacionales nos constituyamos en abiertos detractores de los Estados a que hago referencia.



He presentado un proyecto que establece que Chile no solo debe resguardar su territorio, sino que también puede juzgar a personas que violen la ley e ingresen a la jurisdicción nacional. Es decir, se consagra el principio de la extraterritorialidad con relación a quienes cometan un delito incluso fuera de dicho ámbito.



A mi juicio, debemos tener mucho cuidado en esta materia, porque si el país declara monumento natural a las ballenas y permite la recalada de buques que se dedican a capturarlas fuera de las 200 millas, caerá en cierto grado de inconsecuencia.



Por eso, el texto del Gobierno me parece ajustado. Sin embargo, debo señalar que otras propuestas asimismo pretendían, por cierto, que la ley funcionara.



La iniciativa en análisis dispone que la Subsecretaría de Pesca tendrá la obligación de fijar un procedimiento para el rescate de una especie amenazada. Además, se establecen centros de rehabilitación especial en caso de decomiso o captura de ejemplares. La pregunta que surge es de dónde provendrá el dinero para tal efecto. Considero que, asociado con la aprobación del texto en debate, el proyecto de Ley de Presupuestos para el próximo año debería contemplar los fondos necesarios, ya que la Subsecretaría es débil -más bien, de “baquelita”- y no cuida los recursos de que disponemos. Así, ha permitido depredar el jurel, la sardina, la anchoveta, la merluza. O sea, carece de una política de pesca. Por lo tanto, si se le asignan nuevas responsabilidades, deseo que también se le otorguen nuevos medios. En tal sentido, no cabe sino confiar en que se va a cumplir la palabra empeñada por la Presidenta y en que dicho organismo podrá hacer efectiva, sobre la base del supuesto que señalo, la ley en proyecto.



Del mismo modo, se establecen sanciones para quienes provoquen la muerte de una especie cetácea o la dañen, y también se imponen condiciones a naves y aeronaves.



Se requerirá una política de educación muy fuerte, a través de la Armada y la Subsecretaría de Pesca.



He conversado sobre el tema en análisis con el Senador señor Horvath, con quien somos autores de otros proyectos en la materia.



Creo que aprobar ahora el texto que nos ocupa permitirá a Chile concurrir, a nivel internacional, señalando claramente su compromiso, lo que es un paso positivo. Pero también quiero que se manifieste la voluntad del Ejecutivo en orden a que el resto de las iniciativas en este ámbito pueden mejorar aquella que se acoge. No hay otra salida, si queremos cumplir con los compromisos internacionales y, a su vez, ampliar el debate sobre financiamiento, creación de institucionalidad y mejoramientos en aspectos que la ley no contemple, aunque sea un gran avance.



Me pronunciaré a favor de la normativa en debate, señor Presidente. Sin embargo, deseo señalar expresamente al Ejecutivo la necesidad, en primer término, de generar las fuentes de financiamiento necesarias en el proyecto de Ley de Presupuestos para el próximo año, a fin de que Chile se ponga al día de manera inmediata, y, en segundo lugar, de que las dos iniciativas sobre la materia, incluida aquella de la cual soy autor, junto con los Senadores señores Girardi y Horvath, sean discutidas y votadas a la brevedad por el Congreso, en particular por esta Corporación.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, solo deseo formular un par de comentarios para complementar algunos de los juicios emitidos por algunos señores Senadores y para referirme tanto al proyecto en examen como a aquel que se tratará a continuación.



En verdad, existen ciertos hitos a la vez políticos y legislativos en los países, y tengo la impresión de que la legislación que estamos impulsando en el día de hoy reviste precisamente tal carácter. No es menor el que de alguna forma el texto que nos ocupa suponga explícitamente una obligación que hasta ahora no hemos asumido pero que dice relación a nuestra propia identidad. Si una nación con un mar como el de Chile, en el cual habita -como se señala en los antecedentes- casi la mitad de los cetáceos conocidos, no contrae un compromiso explícito de protección y conservación, en definitiva estará en deuda consigo misma. Según se ha mencionado, el ciclo de reproducción de los cetáceos es particularmente lento, por lo que la subsistencia de sus poblaciones, en muchos casos, es muy sensible a todo tipo de caza.



Como recordó el Senador señor Horvath, en Chile de alguna manera hemos “girado” de posición, ya que hemos dejado atrás la actividad ballenera que nos caracterizó en determinado período. Pero ello no ocurre en otras naciones. Hoy existe un grupo importante y poderoso de países balleneros, entre los cuales destacan Japón, Noruega, Islandia -por citar solo tres-, y corresponde que nos distingamos y establezcamos una clara diferenciación entre nuestra conducta y la que los caracteriza.



Mi Honorable colega consignó, en cuanto al punto de vista normativo, que desde 1995 aplicamos una veda extractiva, pero únicamente por treinta años, y no solo respecto de cetáceos, sino también de otros animales.



En general, el proyecto posibilita la adopción de un compromiso definitivo e indefinido que nos permite ir mucho más lejos que la actual generación.



Asimismo, creo importante dar cuenta de que en estos cuerpos legales se avanza verdaderamente en normar las actividades de avistamiento, las cuales son sin duda relevantes tanto desde el punto de vista del estudio como de la preservación de las especies. Ello hace factible la sensibilización de todos los que participan en ellas. Y, considerando que tales acciones se están incrementando, resulta necesario que exista un cuerpo normativo que de alguna forma las reglamente.



En el mismo sentido, indudablemente significa un aporte el que se consagre la figura del rescate de ejemplares -e incluso, su posterior devolución al medio natural- cuando se encuentren en situaciones de amenaza.



Finalmente, dos breves reflexiones.



Primero, deseo sumarme a lo expuesto por los Senadores señores Horvath y Navarro en términos de la importancia de avanzar en una institucionalidad más funcional al objetivo que se persigue.



Asimismo, desde el punto de vista de los recursos, no se saca nada con aprobar estos cuerpos normativos si, en definitiva, no existen los fondos requeridos para implementarlos.



Segundo, también resultaría bastante significativo que el Ejecutivo pudiera ir avanzando desde ya en la preparación de todos los reglamentos asociados a estos proyectos. Se trata de no repetir lo ocurrido, por ejemplo, con la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, la cual, a catorce años de su dictación, aún carece de muchas normas sobre emisión y calidad que precisamente son necesarias para ponerla en práctica. 



No pocas veces ocurre que se avanza legislativamente, pero con posterioridad se entra en un rezago desde el punto de vista reglamentario. Ello, en la práctica, de alguna manera obstaculiza la expedita aplicación y vigencia de la ley.



En razón de lo anterior, anuncio que voy a aprobar el proyecto que nos ocupa y también el que se verá a continuación.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, cuando la Presidenta Michelle Bachelet, en concordancia con su anuncio del 21 de mayo recién pasado, firmó hace un par de meses, en Quintay -la misma localidad donde se realizaron las últimas actividades de caza de cetáceos en la parte central del país-, el proyecto de ley en debate con el objeto de declarar unilateralmente como santuario ballenero las doscientas millas de zona económica exclusiva, hizo una afirmación política y moral de tremenda trascendencia.



Se dijo, primero, que escuchó a los ciudadanos. Algunas encuestas indican que más de 99 por ciento de los chilenos quieren que se prohíban la caza, captura, tenencia y maltrato de cetáceos en el territorio nacional. Estimo que se atendió, entonces, al clamor de los millones de compatriotas que mantienen una visión clarísima en la materia.



Segundo, se manifestó ante la comunidad internacional una posición -confrontacional, diría yo; otros la calificarán de forma distinta- de rechazo y condena a la actitud de Japón, Noruega, Islandia y otros países que practican en forma abusiva e indiscriminada el asesinato de cetáceos, bajo la excusa de una investigación científica que no es tal, pues se persiguen fines comerciales de la peor calidad. 



Dos elementos, entonces, han llevado al proyecto de ley en análisis. Y si hoy lo consideramos es porque algunas organizaciones no gubernamentales lo han venido proponiendo y promoviendo con insistencia a las autoridades. El centro de estudios sobre cetáceos Ecoceanos, entre muchas otras entidades, ha desarrollado una difusión en ese aspecto. Y me parece que hoy día debemos sentirnos enormemente agradecidos de cómo la sociedad civil coopera en el desenvolvimiento de ideas de mayor humanidad en Chile.



Señor Presidente, más allá de que al texto se le puedan agregar muchas cosas; más allá de que con la normativa en estudio no se agota la discusión acerca de la creación de un santuario; más allá de que mañana se puedan contemplar otras normas sobre temas complementarios, como el establecimiento de zonas marinas protegidas o de vías de tránsito marítimo, a fin de evitar la invasión de actividades comerciales en lugares de reproducción o tránsito de cetáceos; más allá de lo justo que es abrir un debate en el futuro -y espero que no muy lejano- sobre las artes de pesca y cómo algunas de ellas, especialmente la de arrastre, pueden entrar en colisión con una definición nacional de cuidado y protección de las especies de que se trata, el proyecto que nos ocupa reviste una tremenda importancia.



Para tal efecto, solo deseo destacar que en las 200 millas de zona económica exclusiva se prohíbe “dar muerte, cazar, capturar, acosar, tener, poseer, transportar, desembarcar, elaborar o realizar cualquier proceso de transformación, así como la comercialización o almacenamiento de cualquier especie de cetáceo que habite o surque las aguas marítimas de jurisdicción nacional”.



Según diversos científicos, se han clasificado 43 especies de cetáceos en nuestras aguas, lo cual representa cerca de 50 por ciento de la población total en el planeta. Por ello, me parece que lo que se desea hacer constituye una afirmación de soberanía de tremenda relevancia.



Mi única reflexión complementaria a la iniciativa, si debiera formularse algún matiz -y sin perjuicio de que el Gobierno haya declarado monumento natural a las ballenas, situación con otras repercusiones y alcances-, dice relación a la importancia de sacar de la Ley General de Pesca y Acuicultura la defensa de los cetáceos o la creación de santuarios.



Durante mucho tiempo se ha querido asimilar el caso de esas especies al contenido de dicho cuerpo legal. Y el proyecto en estudio aún mantiene parte de ese resabio. Hasta ahora, la veda establecida era “de pesca”. En el fondo, ello importa hacerse parte de la misma mentalidad a la que han recurrido los japoneses para justificar la caza, en virtud de la cual tratan a un cetáceo como un pez más, desconociendo su calidad de mamífero, con otra historia, otra conformación, otro rol en los ecosistemas.



El proyecto en discusión incluye en la Ley General de Pesca un aspecto que el Senador que habla hubiera preferido que se encontrase, en lo particular, en una normativa distinta, relacionado con la protección, rescate, rehabilitación, reinserción y observación de mamíferos, por cuanto cree que lo anterior no es propio de dicho cuerpo legal. En verdad, es algo con valor en sí mismo y que debería formar parte de una ley autónoma.



Tampoco debe hallarse en el citado ordenamiento lo que se plantea en cuanto a la actividad de observación de cetáceos. Cabe preguntarse para qué se incorpora ese punto, el cual podría corresponder, en cambio, a la actividad económica de turismo de avistamiento o más bien a la categoría de investigación científica, en circunstancias de que la Ley General de Pesca se orienta eminentemente a la explotación racional de recursos.



A mi juicio, el proyecto, que presenta una tremenda fortaleza, exhibe la debilidad de contemplar dentro del texto legal mencionado esos dos temas, los cuales poseen valor en sí mismos y deberían ser objeto de una ley general que habría que debatir.



Por ello, para la historia fidedigna de la ley, simplemente quiero dejar constancia de que en el futuro se debe revisar dónde se sitúa la normativa pertinente. La rehabilitación y el avistamiento de cetáceos no tienen que ver -repito- con la Ley General de Pesca y Acuicultura, sino con la visión humana respecto de otros seres con los cuales convivimos en el planeta y un ordenamiento legal relativo al nivel de desarrollo de la civilización que queremos o de la que formamos parte.



Termino agradeciendo y reconociendo, en la voluntad de la Presidenta Bachelet, la tremenda visión de declarar unilateralmente las 200 millas de zona económica exclusiva como libre de caza de cetáceos. Ese pronunciamiento nos sitúa de una manera distinta dentro del contexto internacional.



Independientemente de que mi querido amigo el Senador señor Romero, quien es muy partidario de la afirmación de la soberanía nacional en otras materias, pueda exhibir a veces ciertas diferencias, imagino que va a entender que aquí está en juego una política de Estado. Y manifestamos nuestra gratitud de que sea la Presidenta Bachelet quien la encabece, porque estoy seguro de que dentro del 99,9 por ciento de los chilenos favorables a la medida figuran ciudadanos de todos los colores políticos; pero ha sido la Primera Mandataria, sobre todo, la que los ha entendido y sabido interpretarlos.



Votaremos con satisfacción a favor del proyecto. Todos los otros que lo complementen, bienvenidos sean, pero sin que distorsionen el objetivo principal, que es la declaración unilateral de la zona económica exclusiva chilena como santuario de ballenas, en una afirmación de soberanía y de humanidad de nuestra parte.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Los asistentes en las tribunas deben abstenerse de hacer manifestaciones.



Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, esta materia es particularmente interesante. A quienes conocemos bien la geografía de Chile no deja de impresionarnos el hecho de que contemos en nuestras costas, como ya se ha dicho, con más del 50 por ciento de las especies de cetáceos y con prácticamente todas las variedades de ballenas, incluida la más afectada por el cambio climático: la ballena azul.



De seguro pocos de los presentes saben que el lugar donde hay más cetáceos, donde las investigaciones científicas han avanzado en mayor medida no es, como algunos podrían pensar, en el extremo sur -es decir, al sur de Chiloé-, sino entre la Tercera y Cuarta Región, entre Atacama y Coquimbo. Ahí se encuentran cinco islas que son una verdadera maravilla, ya que reúnen a su alrededor -sumada la costa de la Isla Grande de Chiloé- casi todas las variedades de cetáceos existentes.



La Isla Grande de Chiloé y la zona que estoy mencionando (las cinco islas que se encuentran entre Coquimbo y Atacama) no son áreas marítimas costeras protegidas. Por tanto, a propósito de esta iniciativa de ley, debiéramos proponerle al Gobierno que las declare como tales, igual como lo hizo con tres zonas de nuestro país: una en Magallanes; otra en Bahía Mansa, Región de Los Lagos, y una tercera en Caldera, Atacama. Así debiera procederse con las cinco islas señaladas y con Chiloé, sobre todo en el golfo de Corcovado, donde se han avistado las principales especies de ballenas existentes en el planeta, en especial la ballena azul.



Si, a raíz del proyecto en análisis, pidiéramos al Ejecutivo que declare áreas protegidas a esas dos grandes zonas, estaríamos dando un paso muy importante en una tarea en la que al parecer tenemos unanimidad: proteger especies marítimas que constituyen el testimonio de lo que fue la historia geológica de nuestro planeta. No por otra razón al sur de Caldera se encuentran osamentas de especies marinas que ya no existen. Esa zona está protegida. Ahí se hallan restos de tiburones que han desaparecido como recurso marítimo. Pero también hay especies absolutamente desconocidas que han sido descubiertas recién en los últimos tiempos.



En segundo lugar, debiéramos aprovechar este debate para representarle al Gobierno nuestra oposición al hecho de que algunos países (Japón, Islandia, Noruega, entre otros) sigan cazando cetáceos de manera absolutamente arbitraria y a pesar de los convenios internacionales vigentes. 



En Chile se encuentran, además de la ballena azul ya mencionada, la ballena jorobada y la ballena franca, así como cetáceos dentados, que son muy escasos en otros mares, como los cachalotes, los delfines, las marsopas, las toninas y las orcas. Todos quienes hemos visitado el sur de nuestro país nos alegramos de ver las toninas y la manera como estas se relacionan con el ser humano.



En consecuencia, estamos frente a un proyecto de ley que avanza en línea con lo que está tratando de hacer la Humanidad: asumir la protección de estas especies, que se encuentran seriamente amenazadas.



Finalmente, resulta muy importante tener presente que, según lo que he leído en los últimos tiempos, el cambio climático -uno de los temas que debiéramos discutir en forma más detenida en algún instante en el Senado- está afectando gravemente la subsistencia de los cetáceos. Ello, porque ha elevado la temperatura de los mares; ha hecho desaparecer una significativa cantidad de especies con las cuales ellos se alimentan, y ha disminuido la cantidad de kril, que sigue siendo una de las reservas de alimentos más espectaculares del mundo. El kril seguramente se convertirá, cuando no tengamos posibilidad de alimentar a los millones de habitantes del planeta, en uno de los recursos a los cuales tendremos que echar mano. Sin embargo, está disminuyendo de manera bastante preocupante en las zonas antárticas. 



En concreto, los cetáceos se encuentran en vías de extinción, dado que el cambio climático -al cual nosotros contribuimos en buena medida- está afectando los mares en donde viven.



Porque me parece que la iniciativa avanza en el sentido de lo que todos los chilenos quieren, vamos a dar nuestro voto favorable a ella.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, ciertamente esta es una política de Estado. Siempre ha sido tal cuando legislamos respecto de la soberanía terrestre o marítima. En este caso, Chile ha sido pionero, pues es uno de los pocos países que han avanzado en la conservación de las especies.



El Acuerdo de Galápagos constituye uno de nuestros logros en materia de protección de las especies pelágicas, particularmente en las naciones del Pacífico Sur.



Toda la relación que existe entre Chile y su mar es prácticamente una hazaña o una aventura de pioneros. Fuimos los primeros que hicimos ver la necesidad de las 200 millas. Fuimos los primeros en señalar que esas 200 millas tenían que ser de zona económica exclusiva. Fuimos los primeros en proteger las especies pelágicas. Y hoy día no podíamos sino ser la vanguardia en una materia que de verdad concita el mayor de los respaldos, no solamente en el Senado sino -yo diría- en todo el país.



Las ballenas pertenecen a nuestro mar. No sé si las condiciones de frío o de temperatura posibilitan que podamos verlas desde Atacama, como señalaba el Senador señor Núñez, o desde la isla Damas hasta el extremo sur. Personalmente he podido comprobar en la bahía Ana Pink cómo ballenas de distintas especies se encuentran siempre presentes, como mostrando una suerte de soberanía en el mar.



En ese sentido, señor Presidente, más allá de lo que significa el proyecto en términos de protección, yo creo que su simbolismo, además de ser real, expresa una voluntad de ser del pueblo chileno en esta materia. Y eso es algo que a todos nos debe alegrar. 



El Honorable señor Horvath y otros señores Senadores han sido pioneros en un asunto que, sin duda, concita el respaldo y el entusiasmo de todos los que estamos en esta Sala. Por eso, creo que la iniciativa va a ser aprobada por unanimidad.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, no cabe duda de que este proyecto constituye un avance, pero, como decía el Senador señor Núñez, hay algunas reflexiones adicionales que hacer. 



Hemos sido testigos de cómo una especie de mamífero inofensivo -el más grande de todos-, a título de nada, sin mediar ninguna necesidad imperiosa, ha sido puesta en riesgo de extinción por las prácticas humanas depredadoras. A pesar de que estos cetáceos tienen niveles de protección importantes, se han buscado subterfugios para cazarlos a través de lo que Japón y Noruega denominaron “pesca científica”, en virtud de la cual matan cerca de 1.200 ejemplares por año.



Pero eso es parte del problema. 



Lo más grave -lo señaló también el Senador señor Núñez- es el calentamiento global, del que los seres humanos somos los principales responsables. El aumento de 5 grados de temperatura en el planeta no solo afectará el kril que necesitan comer las ballenas, sino que también va a eliminar el plancton y otros organismos de los mares que resultan fundamentales para la mantención de la vida, para la mantención del CO2, para la mantención de la temperatura, para la mantención del oxígeno. Esas algas son las grandes generadoras del sulfuro de dimetilo, principal productor de nubes en el planeta y, por tanto, resultan esenciales para la preservación de la vida.



Entonces, ello debiera llamarnos a una reflexión más profunda: la especie humana, de la cual somos parte, con apenas cinco millones de años sobre el planeta -unos recién llegados prácticamente-, está amenazando la vida en general.



Lamentablemente, en parte importante del mundo y en países como el nuestro, este no es un tema de análisis, sino un no tema, pese a ser el asunto más relevante de política-civilización en la gran mayoría de los congresos y en los debates públicos gubernamentales de numerosas naciones.



Deploro que en Chile este todavía sea un no tema.



En segundo lugar, los avances logrados en esta materia que vale la pena destacar son producto de la movilización ciudadana, de organizaciones no gubernamentales, de investigadores, de universidades, de centros de estudio, de jóvenes y de distintos actores que se han asociado para poner de relieve este punto y reaccionar frente a un cambio cultural y éticamente inaceptable.



Valoro que el Senado, encabezado por el Honorable señor Horvath y otros colegas, haya presentado en diciembre de 2007 -antes que el Ejecutivo, que lo hizo en mayo o junio de este año- un proyecto de ley que busca precisamente proteger a los cetáceos y dar una señal en este sentido.



También aplaudo que la iniciativa establezca el delito ambiental. Por primera vez se consagra una sanción penal para quien viole o dañe el patrimonio natural, como son los cetáceos, situación que debiera extenderse a otros perjuicios ambientales que se producen en el país.



La legislación sobre esta clase de delito se encuentra muy globalizada. Pero en Chile ha sido muy difícil establecer una penalidad para quien afecte el medioambiente con consecuencias irreparables, con daño para la vida. Nosotros debiéramos aprovechar este impulso y la disposición del Ejecutivo para pedir que este instrumento se aplique en otro tipo de conflictos ambientales.



Por otra parte, quiero hacer la siguiente reflexión: no sería bueno -y ojalá ello no ocurra- que esta campaña de protección a la ballena se convirtiera en un “lavado de cara”, en una simple política “cosmética”. 



En el papel, resulta fácil proteger a ese mamífero. Pero uno espera coherencia en esta materia. Se está disponiendo que se considere a la ballena monumento de la naturaleza. Sin embargo, observamos cómo todos los monumentos naturales terrestres son violados y brutalmente intervenidos sin que nuestras autoridades hagan algo para impedirlo.



De hecho, los parques nacionales, que tienen un rango de protección mayor que el de los monumentos naturales -como el alerce y otras especies-, también son dañados. Y no vemos a las autoridades defendiéndolos; más bien, las vemos asistiendo a una absoluta legitimación y validación de la intervención de áreas silvestres protegidas, resguardadas  incluso por tratados internacionales.



Por lo tanto, quisiera ver coherencia en esta materia. 



La práctica que estamos llevando a cabo respecto de las ballenas y de los cetáceos en general, que me parece fundamental, debe extenderse con igual fuerza y entusiasmo a la defensa de nuestro patrimonio natural. Sería lamentable que esta iniciativa no fuera sino una nueva pirotecnia y una manera fácil de decir “Lo estamos haciendo”, cuando en realidad así estaremos haciendo poco.



Votaré a favor del proyecto, pero espero que lo aprobado aquí se haga extensivo a otros ámbitos.



La salmonicultura, por ejemplo, se está trasladando a la Duodécima Región, que es un patrimonio natural maravilloso. Dicha actividad en la Región de Los Lagos, por carecer de resguardos ecológicos y ambientales, ya está poniendo en riesgo la existencia de un patrimonio natural sano.



Me parece lamentable que tales empresas se trasladen a otras Regiones sin cambiar sus procedimientos y dejando en una situación absolutamente caótica la zona donde se encontraban, y que, en vez de aprovechar la crisis como un elemento de cambio para mejorar las políticas ambientales y las prácticas existentes, resuelvan el problema solo por la vía de buscar nuevos parajes naturales impolutos para dejarlos polutos y absolutamente deteriorados.



Tampoco hemos tenido coraje para enfrentar esta situación.



Por otro lado, con el tema de la dioxina, hemos visto las consecuencias que se generan cuando un país compromete su patrimonio natural y ecológico, su imagen. Ello tiene que ver con nuestras prácticas antrópicas de contaminación, que causan daño no solo a la salud sino también a un potencial de desarrollo inmenso: a Chile como potencia alimentaria.



En realidad, no quisiera que en la salmonicultura pasara lo mismo con la aplicación de antibióticos. Lo digo con palabras muy claras: hemos sido informados de que se agregan antibióticos preventivos a los alimentos, lo que constituye un crimen no solo contra los seres humanos, sino además contra el medioambiente. Ello, asimismo, daña la imagen país, porque, si Chile vuelve a ser cuestionado -como sucedió en el caso de la dioxina-, ahora por el uso de antibióticos, hormonas o plaguicidas, considerando que no tenemos un aseguramiento de calidad para ningún alimento que ingrese al mercado interno desde el extranjero, el escenario se tornará muy complejo. 



Por lo tanto, espero que el avance que estamos realizando en materia de cetáceos no sea -insisto- una “política cosmética” y que haya coherencia para reafirmar una voluntad real de defender nuestro patrimonio natural en todo el territorio, a pesar de lo conflictivo que pueda ser en el corto plazo. En el mediano plazo, una política ambiental sustentable y una imagen país seria y responsable en este ámbito pueden ser la mejor y mayor inversión que Chile haga a futuro.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (30 votos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



--(Aplausos en las tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.



Honorable señor Horvath, como usted ha encabezado el tratamiento de este asunto, ¿le parece bien el 15 de septiembre?

El señor HORVATH.- Señor Presidente, precisamente porque hemos avanzado mucho en nuestro trabajo, propongo fijar el lunes 8, a las 12, con el objeto de debatir en particular la iniciativa en la Sala la próxima semana. Así la ley podrá ser promulgada antes del 15 de septiembre.



Ese es el compromiso nuestro.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 8 de septiembre, a las 12.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, solicito que el proyecto que está en el tercer lugar de la tabla, sobre contrato especial de los tripulantes de vuelo y tripulantes auxiliares de aeronaves comerciales de pasajeros y carga, que fue acogido por unanimidad en la Comisión de Trabajo, se apruebe en la misma forma, sin debate, y que se abra el espacio para presentar indicaciones.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Cuando lleguemos a esa iniciativa lo veremos. De lo contrario, tendríamos que alterar el orden de la tabla.



Hay acuerdo unánime.



Corresponde ocuparse a continuación en el proyecto que prohíbe la caza de cetáceos. 



No hay problema en ver también el proyecto que mencionó el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, si existe acuerdo en aprobarlo sin debate, como acotan algunos señores Senadores y alcanzamos a despachar la iniciativa sobre los cetáceos para ver la manera de fusionarla con la del Ejecutivo, no tendría inconveniente en aceptar lo planteado por Su Señoría.

PROHIBICIÓN DE CAZA DE CETÁCEOS EN AGUAS DE JURISDICCIÓN NACIONAL
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde discutir el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath, Girardi, Muñoz Aburto y Prokurica, que prohíbe la caza de cetáceos en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5572-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Horvath, Girardi, Muñoz Aburto y Prokurica).

En primer trámite, sesión 76aª, en 18 de diciembre de 2007.


Informe de Comisión:


I. Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 47ª, en 2 de septiembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es prohibir la caza de la ballena y adoptar medidas de protección para evitar colisiones con naves en aguas jurisdiccionales; establecer un registro de avistamientos, y tipificar y sancionar su caza y otras contravenciones.



La Comisión lo discutió solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Ávila, Bianchi y Horvath.



El texto pertinente se transcribe en el informe que Sus Señorías tienen en su poder.



Cabe tener presente que el artículo 1° tiene el carácter de norma de quórum calificado, por lo que requiere para su aprobación del voto conforme de 20 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, si hay acuerdo de la Sala, podría aprobarse con la misma votación anterior.



La idea es fusionar estas iniciativas por la vía de la indicación.



Si se presentaran demasiadas indicaciones -y para que Sus Señorías estén tranquilos-, podríamos aprobar la del Ejecutivo, y seguir después con un paso más razonable.



Con eso hay garantías de aprobar el proyecto que Chile requiere presentar a nivel internacional.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vázquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, no tengo inconveniente en que el proyecto se apruebe con la misma votación anterior. No obstante, debo advertir que no emití preferencia.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Lo mismo plantearon los Senadores señores Kuschel y Arancibia.



Entonces, en atención a Sus Señorías, se procederá a votar.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor), y se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 15 de septiembre, a las 12.


Votaron afirmativamente la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar
NACIONALIDAD CHILENA POR ESPECIAL GRACIA A MADRE DOMNINA GARCÍA DE PRADO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a la madre Domnina García de Prado, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5728-17) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 27ª, en 17 de junio de 2008.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, sesión 47ª, en 2 de septiembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto tuvo su origen en una moción de diversos señores Diputados, y su propósito es conceder la nacionalidad chilena a la religiosa española Domnina García de Prado, quien creó, en 1978, en la ciudad de Molina, Séptima Región, la Casa Hogar de Molina, que atiende en la actualidad a más de 200 enfermos terminales.



La Comisión tomó conocimiento de la importante labor de la madre García de Prado, destinada a aliviar la pobreza y sufrimiento de muchos de nuestros compatriotas y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chadwick, Kuschel y Naranjo, aprobó la iniciativa en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estoy de acuerdo en aprobar la iniciativa sin debate. Es algo evidente.



Pero entiendo  que hubo acuerdo en discutir antes el proyecto sobre contrato especial de los tripulantes de vuelo y tripulantes auxiliares de aeronaves comerciales de pasajeros y carga, conforme a lo que se solicitó.



Entonces, si vamos a aprobar sin debate este proyecto, solicito que antes del término del Orden del Día podamos despachar también el que mencioné.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, antes de votar quiero formular una consulta.



No conozco a la persona a la que se quiere conceder la nacionalidad chilena, por especial gracia. Seguramente tiene los méritos de haber realizado una gran contribución al país.



Si la memoria no me falla, parece que en algún momento acordamos establecer cierto tipo de reglamentación o de criterios para conceder tal beneficio a personalidades que hubieran hecho contribuciones al país muy notables, específicas y únicas.



Recuerdo que quedamos en estudiar criterios para ello -de eso me acuerdo exactamente-, y restituir así la categoría de muy especial a la facultad del Senado en esta materia, y no se concediera ese honor a todos los extranjeros que hayan realizado aportes a Chile. Ese fue el origen de esta figura. Cito como ejemplos a Domeyko o Andrés Bello, por nombrar personajes de la historia.



Entonces, quiero que se precise el punto. Si no hubo acuerdo en el sentido que señalo, propongo que se encargue a algún organismo de la Corporación el estudio de esta cuestión y que haga una propuesta al respecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, deseo responder la consulta formulada por el Senador señor Gazmuri.



En mi calidad de Presidente de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, puedo informar que durante el debate del proyecto tuvimos en vista precisamente ese acuerdo del Senado y, por consiguiente, las pautas establecidas para los efectos de evaluar la concesión de la nacionalidad chilena por especial gracia. Estas se transcriben en el informe y dicen relación, fundamentalmente, a personas que hayan tenido una actuación notable y destacada que trascienda el ámbito propio de su función o misión.



En este caso, la hermana Domnina García de Prado ha desarrollado una obra social de gran envergadura, que se realiza en cinco o más Regiones del país: la atención de enfermos terminales de los sectores más desposeídos. 



Esa labor esencial que lleva a cabo en Chile desde hace más de 30 años, con su solo esfuerzo, consiste en ayudar a bien morir quizás a los más pobres de entre los pobres, porque se trata de personas abandonadas que padecen una dolencia incurable. 



La Comisión estimó que la expuesta es una razón importante para otorgar la nacionalidad chilena, por especial gracia, a alguien que se dedica a una actividad realmente muy notable.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Le voy a conceder la palabra al señor Secretario, quien tiene el antecedente requerido.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Frente a la consulta del Senador señor Gazmuri, hago presente que para el otorgamiento de la nacionalidad chilena, por especial gracia, el Senado aprobó una pauta -concordada con la Cámara de Diputados- que consta de los siguientes puntos:



“a.- La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.



“b.- Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.



“c.- Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado a la República.



“d.- Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquel que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.



“e.- A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.



“f.- Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.”.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- De acuerdo con la información entregada por el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, está claro que esas exigencias fueron debidamente ponderadas. Y lo propio es que sea en ella donde se verifique su cumplimiento, por cuanto, cualquiera que fuere el caso, más allá de la persona a quien hoy día se propone otorgar el beneficio, implicaría un desmerecimiento plantearlo en la Sala.



Lo lógico es que, como lo ha hecho ahora la Comisión, en cada caso se ponderen allí los antecedentes, conforme a las pautas acordadas para conceder la especial gracia de nacionalización por ley.



En ese entendido, si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.
CONTRATO ESPECIAL DE TRIPULANTES DE VUELO Y TRIPULANTES AUXILIARES DE AERONAVES COMERCIALES.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre contrato especial de los tripulantes de vuelo y tripulantes auxiliares de aeronaves comerciales de pasajeros y carga, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5820-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 13ª, en 16 de abril de 2008.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 47ª, en 2 de septiembre de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- 
La iniciativa, iniciada en mensaje, tiene como propósito principal dotar de un estatuto laboral especial a los tripulantes de vuelo y tripulantes auxiliares que se desempeñen en el ámbito de la aeronáutica comercial de pasajeros y de carga, respetando las normas sobre condiciones de seguridad propias de la navegación aérea.



La Comisión discutió el proyecto solamente en general y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto y Novoa.



El texto figura en la parte pertinente del informe.



Cabe destacar que la Comisión informante recibió en audiencia tanto a representantes de diversas líneas aéreas cuanto a sus trabajadores, quienes expusieron sus puntos de vista acerca de la iniciativa. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, había solicitado que, en atención a que el proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión, se acogiera en la misma forma en el Hemiciclo y se fijara plazo para formular indicaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en la línea de lo señalado por el Senador señor Muñoz Aburto, como Presidente de la Comisión de Trabajo y Previsión Social no veo inconveniente alguno en que se proceda de esa manera.



Se trata de un cuerpo legal particularmente importante, que aborda una actividad compleja. Y ha concitado alto grado de consenso tanto en la Comisión como en los distintos actores, de modo que se podría aprobar por unanimidad y fijar el plazo necesario para presentar indicaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la idea de legislar y, dadas las próximas festividades, se establecerá un plazo razonable para presentar indicaciones.



--Se aprueba en general el proyecto y se fija plazo para formular indicaciones hasta el 6 de octubre, a las 12.

)----------(
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Acaba de llegar a la Mesa un proyecto de acuerdo, suscrito por los Senadores señores Gazmuri y Núñez, cuyo objetivo es solicitar al Senado que se sume a la preocupación expresada por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile ante los hechos recientemente denunciados por el Presidente de Paraguay, señor Fernando Lugo, y hacer un llamado a las naciones de la región, y muy especialmente a las del MERCOSUR, a mantener su comprometido apoyo y solidaridad para con la democracia de ese país (boletín Nº S 1106-12) (Véase en los Anexos, documento 15).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

)----------(

El señor GAZMURI.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, los dos últimos proyectos de ley se aprobaron hoy por unanimidad.



Al respecto, propongo a la Mesa que, en general, se registren las votaciones, a fin de cumplir con el acuerdo que adoptamos en el sentido de hacer públicas todas las que se efectúen tanto en Comisiones como en Sala. 



Por lo demás, así lo establece la ley. Y eso significa que, para los efectos de la información a la ciudadanía y la transparencia del funcionamiento de la Corporación, debemos dejar constancia de cómo se pronuncian los Senadores que participan en las votaciones, aunque haya unanimidad.



Repito: sugiero que eliminemos la costumbre de votar sin registrar el pronunciamiento individual de cada uno, ya que pugna con lo que nosotros mismos establecimos en la ley. 

El señor LARRAÍN.- Sí.

El señor GÓMEZ.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Entiendo que queda esa constancia.

El señor ÁVILA.- Claro, mediante la lista de asistencia.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En esa lista figuran los Senadores presentes. Y si el resultado es unánime, queda clarísimo quiénes votan.

El señor GAZMURI.- Pero la asistencia se registra a la llegada; después, algunos se van; luego, vuelven; en fin.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Para mayor transparencia, si es necesario, respecto de cada proyecto que se apruebe en forma unánime, quedará registro de los señores Senadores que voten.



Eso es lo lógico.
El señor LARRAÍN.- Está bien que así se proceda.

El señor ORPIS.- Sí.

MODIFICACIÓN DE DIVERSOS CUERPOS LEGALES

EN MATERIA DE ORDEN PÚBLICO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4832-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 84ª, en 16 de enero de 2007.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 47ª, en 2 de septiembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es fortalecer las instituciones encargadas del orden público, dotándolas de las facultades indispensables para el cumplimiento de sus funciones de resguardo de la seguridad y tranquilidad públicas, compatibilizando, además, el libre ejercicio del derecho de reunión y la debida protección de los derechos de terceros.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, de conformidad con la autorización otorgada por la Sala en sesión de 15 de enero del año en curso, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto).



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión aprobó el articulado de la iniciativa con la unanimidad antes señalada, con excepción de la modificación al artículo 26 de la Ley de Seguridad del Estado, referida a los derechos que la ley confiere a las víctimas, que contó con los votos a favor de los Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto, y los votos en contra de los Honorables señores Espina y Larraín.



El texto del proyecto de ley que la Comisión informante propone a la Sala se transcribe en la parte pertinente del primer informe.



Por último, cabe señalar que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento durante la discusión particular de esta iniciativa tuvo a la vista la moción del Senador señor Bianchi                      -correspondiente al boletín Nº 4.885-7-, relativa al delito de daño por pinturas o rayados en la propiedad pública o privada, y resolvió considerar sus proposiciones en los artículos 5º y 6º del proyecto en discusión, procediendo, en consecuencia, a solicitar que se archive la moción antes señalada.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general.



Ofrezco la palabra.

El señor GAZMURI.- ¿Estamos en discusión general?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde debatir la idea de legislar.

El señor GÓMEZ.- Según entiendo, debería hacerse en general y particular a la vez.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  No, señor Senador.



Se autorizó a la Comisión para discutir el proyecto en general y particular durante el trámite del primer informe, lo cual no obsta que pueda haber un segundo informe. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ofrezco la palabra.

El señor GÓMEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente,  tal como señaló el señor Secretario este proyecto de ley tiene por finalidad fortalecer las instituciones encargadas del orden público. 


 

La ley Nº 19.733 modificó la Ley de Seguridad del Estado y eliminó el listado de autoridades que al ser víctimas de un atentado se configura un delito contra la seguridad interior del Estado. 



El proyecto corrige este error, repone la lista original de autoridades y agrega otras nuevas (Fiscal Nacional del Ministerio Público, Director General de la Policía de Investigaciones, miembros del Tribunal Constitucional, Fiscales Regionales, Subsecretarios, Intendentes Regionales y Director General de Gendarmería de Chile).



Se modifica también el artículo 26 para corregir un error producido en la Ley Adecuatoria de la Reforma Procesal Penal, de modo que se aclara que si se comete un delito contra la seguridad interior del Estado en que un particular es directamente afectado, esa víctima tendrá acción penal para perseguir el delito común y la acción agravada por delito contra la seguridad del Estado solo podrá ser interpuesta por la autoridad política.



Debo ser claro, señor Presidente, y señalar que esta enmienda se aprobó por 3 votos contra 2. Por lo tanto, existe una diferencia de opinión en torno a ella.



Se modifica también el artículo 269 del Código Penal, agregando a la pena actual  (reclusión menor en su grado mínimo, esto es, de 61 a 540 días) una multa de 4 UTM, es decir, 144.400 pesos, aproximadamente.



Se establece también una agravación de la pena si el culpable actuó con su rostro cubierto o utilizando cualquier medio destinado a ocultar su identidad. La pena privativa de libertad agravada asciende a reclusión menor en su grado mínimo a medio (61 días a 3 años) y multa de 4 a 8 UTM, o sea, de 144.000 a 288.000 pesos.



En los desórdenes públicos hay quienes se valen de distintos medios con el fin de ocultar su identidad, razón por la cual se generan sanciones diferenciadas para aquellos casos.



Asimismo, se crea un sistema especial de cumplimiento alternativo de la pena que permitirá conmutarla por trabajos en beneficio de la comunidad. La propuesta otorga al tribunal la facultad para decretarlos, con acuerdo del condenado, la primera y la segunda vez que se comete el delito, siempre y cuando este no tenga prontuario anterior. 



La lógica de la proposición supone que el condenado por primera vez por este ilícito tendrá acceso al régimen general de la ley Nº 18.216, que le permite optar a la remisión condicional de la pena, según lo disponen los artículos 3º y 4º de dicho cuerpo legal. Este, naturalmente, elegirá dicho beneficio.



Sin embargo, quien sea condenado por segunda vez, o tenga prontuario anterior, solo podrá acceder a la medida alternativa de reclusión nocturna, que establecen los artículos 7º y 8º de la normativa antes citada, caso en que se produce un incentivo natural para que solicite la conmutación de la pena por trabajos en beneficio de la comunidad.



Finalmente, quien es condenado por tercera vez queda fuera del sistema de cumplimiento alternativo que ofrece la iniciativa y deberá ser sometido al régimen normal, que según la cuantía de las penas anteriores corresponderá a la reclusión nocturna o al cumplimiento efectivo de la sanción.



Todas estas normas, señor Presidente, han sido analizadas en función de que reiteradamente se producen estos delitos y no hay sanción. Por lo tanto, se han buscado fórmulas para que quienes los cometan en varias oportunidades -como hemos señalado- reciban la pena correspondiente.



Se aprueba también una norma interpretativa de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional, que establece que el Intendente de Santiago tendrá las mismas atribuciones que el Gobernador en las demás regiones. Esto se debe a que no existe un Gobernador de la provincia de Santiago y hay ciertas facultades que en la ley solo las tiene este funcionario.



También se consagra la obligación de los convocantes a una manifestación de cumplir con las medidas de seguridad ordenadas por la autoridad.



Se establece que los organizadores y convocantes a una manifestación pública deberán acatar las medidas que la autoridad disponga en cumplimiento a las disposiciones generales de la policía. Si tales medidas no se cumplen, los organizadores y convocantes serán solidariamente responsables de las indemnizaciones que deban enterarse por los daños causados durante la manifestación.



Aquí se nos presentaron una serie de dificultades en relación con aquellas manifestaciones de las que nadie se hace responsable, pero la ley fijó criterios claros al respecto.



En cuanto a la responsabilidad de los causantes de daños en una manifestación, se estipula que estos responderán civil y penalmente según las reglas generales, y será aplicable, en este último caso, el sistema especial de cumplimiento alternativo de la pena, que permitirá conmutarla por trabajos en beneficio de la comunidad, lo cual ya fue explicado.



De otro lado, se modifica el tipo penal de daños.



Se enmienda el Código Penal en cuanto a instaurar como figura calificada del delito de daños la circunstancia de que hayan sido provocados con ocasión de una manifestación callejera. Esta figura queda amparada bajo la gradación de penalidad de los daños calificados que establecen los artículos 485 y 486 del Código Penal, que es la siguiente: 



a) Si los daños son superiores a cuarenta unidades tributarias mensuales (más de 1.444.000 pesos) la pena será reclusión menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años) y multa de 11 a 15 unidades tributarias mensuales (entre 397.000 y 541.000 pesos, aproximadamente), pena que se impondrá en su grado máximo si el autor obró “a rostro cubierto o utilizando cualquier medio destinado a ocultar su identidad”. 



b) Si los daños se hallan comprendidos entre 4 y 40 unidades tributarias mensuales (entre 144.000 y 1.444.000 pesos) la pena a aplicar será la de reclusión menor en sus grados mínimo a medio (60 días a 3 años) y multa de 6 a 10 unidades tributarias mensuales (entre 216.000 y 361.000 pesos, aproximadamente), sanción que se impondrá en su grado máximo si el autor obró “a rostro cubierto o utilizando cualquier medio destinado a ocultar su identidad”. 



c) Si el daño ocasionado en estas circunstancias es menor a cuatro y mayor a media unidad tributaria mensual, la pena será reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de 5 unidades tributarias mensuales.



El señor Secretario ya hizo presente que la moción del Senador señor Bianchi fue subsumida en el proyecto en análisis, puesto que en este se encuentra considerada la idea matriz de aquella.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- A fin de que no existan problemas con el quórum, se abrirá la votación.



En votación general.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el Honorable señor Bianchi, quien preside la Comisión de Constitución, realizó una síntesis bastante completa. No obstante, quiero formular algunas observaciones.



En primer lugar, no me parece pertinente que la moción de Su Señoría sea archivada y que no se dé por incorporada al proyecto. Creo que lo que corresponde es que aquella forme parte de la iniciativa en debate.

El señor ÁVILA.- Se habló de “subsumida”.

El señor ESPINA.- Escuché al señor Secretario. Dijo: “En consecuencia, archívese la moción del Senador señor Bianchi”.

El señor ÁVILA.- Que se archiven “las hojas”.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, simplemente deseo dejar constancia de que lo que considero correcto es que esa moción sea parte del proyecto en análisis, más allá de la forma reglamentaria, legal. Porque después, en la historia fidedigna de la ley, figurará una iniciativa presentada por el Gobierno y la moción de un parlamentario, que se originó con anterioridad a la del Ejecutivo, quedará archivada para todos los efectos estadísticos y publicitarios.



Por lo tanto, lo que corresponde -no estoy defendiendo un proyecto de mi autoría, sino del Honorable señor Bianchi- es que, para los antecedentes que quedan registrados, este aparezca con una moción aprobada. Eso es lo correcto. Y pienso que todos los señores Senadores opinan igual.



En tal virtud, solo transmito a la Mesa que se vean los procedimientos para que ello se pueda concretar. Si no, me parecería extraordinariamente injusto.



En caso contrario, pediría que el proyecto volviera a la Comisión; que la moción del Senador señor Bianchi se votara y aprobara separadamente, y que la iniciativa del Gobierno fuese desglosada y se votara  después.



Estimo que, si Su Señoría fue el autor intelectual de la iniciativa, merece que se le reconozca y que en los antecedentes que quedan registrados figure con ella aprobada.



En segundo lugar, solicitaré plazo para formular indicaciones. Porque existe un tema bastante técnico: hay personas que concurren a manifestaciones públicas,  que es una garantía constitucional -el derecho a reunión-, pero que, abusando de este, cometen de modo permanente actos de violencia, desmanes, destruyen bienes de propiedad pública y privada, y, al final, no ocurre absolutamente nada con ellas. 


Hay quienes han participado en diez, doce, quince actos públicos, donde destrozan locales comerciales de personas que nada tienen que ver con la protesta -ni a favor ni en contra-, derriban paraderos, dañan bienes de propiedad pública y privada, y nadie responde por ello. Nadie defiende a la gente decente, a veces modesta, de zonas populares, a las que les causan deterioros gigantescos.



Se trata de una materia que intentamos resolver de la mejor forma posible, manteniendo una norma de equilibrio. La idea es que se vaya recibiendo de manera gradual una sanción mayor.



Sin embargo, quiero solicitar que en la Comisión se invite a los fiscales, a los jueces de garantía, a la Defensoría, a fin de saber si los preceptos que estamos creando funcionarán bien o no en la práctica. Creo que eso nos falta. Y para ello se necesita la opinión de quienes aplican el Derecho y las normas.



Por eso se establece una gradualidad: en la primera oportunidad se le remite la pena; en la segunda, hace trabajos en beneficio de la comunidad; en la tercera, ya debe cumplir parte de la pena, y así va creciendo la sanción. Ello, en defensa de las víctimas de actos de vandalismo.



Existe otro punto que considero muy delicado. Mediante la norma se inhibe a los particulares entablar acciones a través de la Ley sobre Seguridad del Estado, salvo cuando sean víctimas directas y personales.



Por ejemplo, se elimina la posibilidad de que alguien que no se sienta víctima porque no es personalmente ofendido denuncie -hoy lo permite la ley-, si el Gobierno no lo quiere hacer, a los que prestan ayuda a una potencia extranjera con el fin de desconocer el principio de autodeterminación del pueblo chileno; o a los que por cualquiera de los fines delictuosos señalados en la Ley sobre Seguridad del Estado se coloquen en Chile al servicio de una potencia extranjera; o a quienes se reúnan, concierten o faciliten reuniones destinadas a proponer el derrocamiento de un Gobierno constituido; o a los que inciten, induzcan, financien o ayuden a la organización de milicias privadas, grupos de combate u otras organizaciones semejantes.



Si bien es cierto que la regla general es que un Gobierno actúe en esos casos, no lo es menos que, frente a cualquiera de esos hechos, pudiera no hacerlo. El Estado de Chile queda en la más absoluta indefensión, y un particular no puede recurrir a los tribunales y solicitar que se aplique la Ley de Seguridad del Estado.



¿Por qué se priva de ello al particular? ¿Por qué se le impide que actúe si él cree que un Gobierno determinado está amparando una conducta sediciosa o que no está defendiendo los intereses del Estado de Chile con la debida diligencia? ¿Cuál es la razón para ello? ¿Cuál es el temor de que los ciudadanos en Chile actúen ante conductas que puedan ser gravemente atentatorias contra la seguridad interior del Estado? 


Dicha materia queda entregada exclusivamente al Gobierno de turno y, en segundo lugar, a la víctima cuando es personalmente afectada      -va a ser imposible probarlo- y siempre y cuando se configure un delito común.



¿Qué tiene que ver este cambio con la razón del proyecto en análisis, que forma parte del acuerdo político legislativo suscrito por parlamentarios de Gobierno y Oposición, los presidentes de los Partidos y la Presidenta Bachelet? ¿Por qué se quita esta atribución?



En mi concepto, no constituye un tema menor desprender a la sociedad chilena y a los ciudadanos de nuestro país de ese derecho. Mañana alguien podría estar creando una milicia, una organización para atentar contra la democracia, y el Gobierno de turno puede decidir no actuar, por ser coincidente con sus intereses, por ejemplo, de querer perpetuarse en el poder. Y resulta que ante hechos de esa naturaleza todas las posibilidades de acción se las entregamos exclusivamente el Gobierno de turno. Me parece que ello implica quitar una herramienta de defensa a la democracia sin explicación ni justificación algunas.



Por otra parte, también estimo de mucha relevancia analizar con mayor detalle las normas que hemos dictado respecto a las sanciones contra quienes organizan concentraciones. Recordemos que el derecho de reunión es una garantía constitucional. Y nosotros establecemos sanciones que me parecen bien construidas para quienes no responden frente a los compromisos asumidos ante la autoridad.



En síntesis, pienso que se trata de un proyecto bien orientado. Es parte del acuerdo político legislativo y, por lo tanto, hay que avanzar y aprobar la idea de legislar. Pero debe volver a Comisión, por las razones mencionadas anteriormente. Es preciso invitar a los fiscales, a los jueces, a quienes en la práctica aplican estas normas. Y, por supuesto, en el segundo informe plantearemos las diferencias que tenemos acerca de algunas disposiciones como las que he señalado, que me parecen importantes.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, votaré en contra de la idea de legislar.



En primer término, por el origen del proyecto. No desconozco el acuerdo general alcanzado entre el Gobierno y la Oposición. Sin embargo, la iniciativa, incluso lo señala el mensaje, nace de un incidente particular, cuando se arrojó una bomba molotov contra el Palacio de La Moneda.



Legislar frente a hechos determinados, puntuales, específicos, en general no es un muy buen consejo en materia de seguridad pública, de seguridad interior del Estado.



En segundo lugar, porque se trata de un proyecto bastante heterogéneo, referido a materias muy distintas y donde hay imprecisiones y fallas, como las especificadas -y estoy de acuerdo en ese aspecto- por el Senador señor Espina, y otras cuestiones que requerirían, a mi juicio, un análisis particular y mayor.



Tal es el caso de la modificación a la ley Nº 12. 927 con el propósito de incorporar a un conjunto de autoridades dentro de la norma que sanciona las conductas tipificadas como atentados contra la seguridad interior del Estado.



Entiendo que el problema es técnico, en el sentido de que, mediante una modificación sustantiva -no recuerdo si la última-, se eliminaron de la Ley de Seguridad del Estado delitos de opinión e información -entre comillas- relacionados con autoridades del Estado (difamación, injuria, calumnia), las que, por cierto, también fueron suprimidas de dicho cuerpo legal.



En primer término, no me parece tan evidente que se deba legislar de manera especial para establecer los -entre comillas- atentados contra personeros públicos como delitos específicos contra la seguridad del Estado.



En segundo lugar, cualquier enumeración taxativa genera problemas: ¿Por qué, si ponemos a los intendentes, no colocamos también a los gobernadores, dado que en 50 provincias del país la máxima autoridad, incluso responsable del orden público, son estos últimos? Y si incorporáramos al intendente y al gobernador, ¿por qué no al seremi?



Entonces, argumentando por la vía del absurdo, podríamos llegar a establecer delitos específicos contra ciertas autoridades del Estado no obstante existir legislación general al respecto.

El señor LARRAÍN.- ¡En Santiago no hay gobernador!

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, se introducen mediante este proyecto de ley algunas figuras aberrantes.



No me parece pertinente, por ejemplo, la idea de que los organizadores de reuniones o manifestaciones públicas sean solidariamente responsables de los daños que puedan provocar quienes participen en ellas.



Los delitos contra la propiedad son siempre individuales. No pueden ser corresponsables quienes llaman a una manifestación, salvo que se les entreguen funciones policiales. El orden público es responsabilidad de las policías, no de los organizadores de manifestaciones públicas. Estos tienen que realizarlas de acuerdo a la ley. ¿O les vamos a dar los medios para garantizar el orden público? ¿Los vamos a paramilitarizar? Hacerlo sería completamente absurdo. 



La disposición pertinente, sobre todo, es aberrante, está hecha muy a la rápida.



Y así sucesivamente.



Por tanto, anuncio mi voto contrario a la idea de legislar.



Si la Sala aprueba en general la iniciativa, formularemos indicaciones a cada artículo específico.



En la línea gruesa, el proyecto no me parece oportuno ni suficientemente estudiado; en mi concepto, introduce figuras francamente atentatorias contra derechos y libertades públicas esenciales.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, constato que he alcanzado con el Senador señor Gazmuri un punto de coincidencia del que me congratulo enormemente, pues me pone nostálgico de épocas pretéritas.



La verdad es que este tipo de legislación espasmódica me provoca un rechazo automático.



Frente a un incidente que genere conmoción pública, siempre estarán prontos a intervenir los legisladores “Marmicoc”, ya sea para los homenajes o para reprimir.



Vamos llenándonos de una fronda legislativa que apunta de modo sistemático a restringir las libertades y a sancionar conductas que nadie se ocupa de estudiar más profundamente para descubrir su naturaleza.



Creemos resolver las situaciones de conflicto solo mediante instrumentos punitivos. Pero la sociedad es mucho más compleja.



Detrás de todo eso que sancionamos con proyectos como el que hoy discutimos hay razones que el sistema actual no se ocupa de analizar.



Yo insisto hasta la majadería: una tarea esencial de los poderes públicos, si de verdad están por la paz social, es solucionar todo lo concerniente a las desigualdades existentes en Chile.



No veo legislación alguna que apunte en forma efectiva a atacar ese mal ya endémico de la institucionalidad que nos rige.



Empero, siempre nos encontraremos prestos a dotar al Estado de los instrumentos que permitan reprimir conductas que tienen naturaleza social.



Al igual que el Honorable señor Gazmuri, anuncio mi voto en contra, porque este tipo de legislación apunta a aliviar la conciencia de algunos. Sin embargo, lo cierto es que no resuelve para nada los problemas de fondo que se hallan presentes en nuestra sociedad sin que se les brinde la atención correspondiente.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no pensaba hablar, pero las intervenciones que he oído recién me obligan a hacerlo.



Tanto el planteamiento del Presidente de la Comisión de Constitución, Honorable señor Gómez, como la intervención del Senador señor Espina me interpretan plenamente: ambos, en cuanto al sentido del proyecto, y el colega Espina, específicamente, respecto a las inquietudes que nos llevaron a votar contra una de las disposiciones del proyecto, que esperamos dejar resuelta durante la discusión particular.



Sin embargo, hay ciertos comentarios que, por su ligereza, no puedo dejar pasar.



Aquí se ha dicho que esta es una legislación estilo “Marmicoc”.



No considero que la Presidenta de la República sea una legisladora tipo “Marmicoc”. De modo que lamento discrepar de quien la calificó como una legisladora que actúa con tales ligereza y superficialidad, porque no creo que así sea.



En seguida, se ha sostenido que esta iniciativa no tuvo suficiente estudio, que es improvisada.



Deseo enfatizar que hubo muchas sesiones de trabajo. De manera inusual, este proyecto se vio una y otra vez en la Comisión de Constitución. Se realizaron más de 10 reuniones de estudio. En medio de todo ello, existió un acuerdo político entre el Gobierno y la Oposición, que esta tomó y reformuló; y el Ejecutivo presentó indicaciones nuevas para ajustar la iniciativa a la conversación y a la discusión habidas. Y, sobre, el particular, pedimos informes especializados -no lo hacemos habitualmente- para realizar mejor nuestro trabajo, porque se trata de un asunto bastante complejo, que toca distintas normativas -la Ley de Seguridad del Estado, el Código Penal, la Ley de Violencia en los Estadios, en fin- que requieren una mirada completa sobre una materia que es difícil de regular.



Entonces, cuando escucho comentarios como el de que aquí se está haciendo un picoteo porque se le dan atribuciones a un intendente, en circunstancias de que ello ocurre debido a que en la Región Metropolitana no existe gobernador y, por lo tanto, hay un vacío legal que se está llenando, me parece que la improvisación no ha corrido por parte de la Comisión.



Voto que sí, señor Presidente, reiterando que aquí se han hecho afirmaciones injustificadas acerca de una cuestión que es delicada y debatible, pero no por las razones aducidas en esta Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, lamento tener que intervenir, pero no puedo dejar de hacerlo luego de escuchar palabras tales como “aberrante”, “Marmicoc”.



Considero necesario ser un poco más cuidadoso con lo que se dice, sobre todo porque el proyecto en análisis es bastante complejo.



Uno puede estar de acuerdo o en desacuerdo con las normas propuestas. Sin embargo, para opinar sobre ellas se requiere saber claramente cómo fueron discutidas.



El decreto supremo N° 1.086, del Ministerio del Interior, establece una serie de requisitos para llevar a cabo las manifestaciones públicas.



La iniciativa agregaba un precepto a la Ley sobre Violencia en los Estadios. No obstante, por la forma como venía planteado y redactado, en la Comisión de Constitución estimamos más conveniente discutirlo a propósito de la normativa atinente al deporte.



De otro lado, para el caso de reuniones públicas en que los infractores fueran jóvenes inducidos a cometer hechos violentos, se trató de que las sanciones aplicadas no implicaran cárcel ni una mancha en los antecedentes, sino castigo con trabajos comunitarios u otros mecanismos que los disuadieran de incurrir nuevamente en ese tipo de conductas.



Ahora, cada cual puede decir en esta Sala lo que quiera. Pero cabe recordar que el proyecto que nos ocupa fue iniciado por mensaje. Y todos sabemos que los mensajes son firmados por la Presidenta de la República. El de esta oportunidad lleva además la firma del Ministro del Interior.



Por lo tanto, no se trata de una iniciativa que se le ocurrió a la Comisión de Constitución. Llegó a este órgano técnico, donde con posterioridad se logró un acuerdo político en torno de ella.



Uno puede concordar o no con sus normas. Pero no considero apropiado descalificar el trabajo realizado por dicha Comisión sobre una cuestión bastante compleja.



Por ejemplo, en el ámbito de la seguridad interior, algunos pensamos que en ciertas materias debe accionar el Estado, que en este caso es el que tiene la potestad. Otros opinan lo contrario.



En general, señor Presidente, discutimos harto el proyecto. Aquí, en la Sala, cada cual puede expresar lo que quiera acerca de él. Pero me parece -y por eso pedí la palabra- que hay que ser un poco más cuidadoso con lo que se dice.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ayer tuve ocasión de visitar la Cárcel Pública de Santiago, la denominada “Penitenciaría”, que llegó a contar con 6 mil 500 reos, procesados y condenados. Hubo gran alivio cuando se sacaron 2 mil 500 para desplazarlos a los nuevos penales concesionados. Tras poco más de un año, ya tiene 6 mil 700. Con la reforma procesal penal, los presos han aumentado en Chile en más de 23 mil. 



Cada vez que discutimos proyectos que buscan perseguir delitos, la recomendación es más carabineros, más penas, más cárcel; en definitiva, una acción solamente punitiva. Siento que esa es una fórmula fracasada; las cárceles se siguen llenando y los delitos continúan. 



Quiero advertir que no voy a aprobar ninguna iniciativa sobre la materia hasta que efectuemos un debate serio y profundo acerca de la crisis penitenciaria, de la inexistencia de una política al respecto y, particularmente, de la nula acción e inversión en rehabilitación y reinserción.



Creo que un aspecto relevante es no castigar todas las acciones ilegales con cárcel, con reclusión. Sin embargo, aquí falta una discusión más de fondo en cuanto a la orientación del castigo por hechos que constituyen delitos, que por cierto no pueden quedar impunes, pero que no necesariamente deben ser sancionados con privación de libertad. 



La ley N° 20.084, Ley Penal Juvenil, introdujo un elemento importante en tal sentido: los trabajos comunitarios. Sin embargo, los jueces no los están aplicando. Y la verdad es que el CONACE efectúa un pago permanente, a granel, a los centros de rehabilitación, pero los tribunales no envían a los jóvenes a ellos. Es un lío grave, porque, en definitiva, se paga por un trabajo que no se está realizando.



Yo, mediante oficios, he solicitado informes para saber cuál es la real situación existente, porque nada sacamos con disponer en la ley que los trabajos se realizarán sin afectar la jornada laboral o de estudio si los jueces no los toman en consideración y el Estado gasta recursos sin que se cumpla el objetivo perseguido.



Pienso que establecer reclusión menor en su grado mínimo para sujetos primerizos en cuanto al ingreso a una cárcel nos plantea un desafío bastante complejo. 



De otra parte, el proyecto estatuye que los organizadores y los convocantes a una reunión o manifestación pública responderán solidariamente por los daños que causen los participantes, a menos que hayan adoptado todas las medidas razonables para evitarlos.



Pero la verdad es que tales medidas, dependiendo del gobierno de turno, pueden ser incumplibles. Entonces, es factible que por esa vía se afecte el derecho de reunión.



En una democracia, el que los ciudadanos, de manera libre y sin portar armas -como lo manda la Constitución-,  puedan reunirse las veces que quieran, sin solicitar autorización, es un derecho sagrado.



Ahora, si a raíz de ello se cometen hechos delictuales, los responsables deben ser sancionados y reprimidos a través de la intervención de Carabineros.



Por consiguiente, no me parece adecuado disponer de modo expreso que los convocantes serán solidariamente responsables de los daños provocados.



Respecto de muchas actividades que relacionan a empresarios con trabajadores hemos votado por que la responsabilidad de aquellos sea subsidiaria, no solidaria. Pero aquí a los organizadores se los hace responder solidariamente, a fin de que sea posible ejercer acción inmediata contra ellos, aunque no sean los responsables. Por esta vía, claramente, se inhibe el derecho que toda organización o todo ciudadano tiene para convocar o autoconvocarse, con razón o sin ella; no juzgo el motivo.



Señor Presidente, el Ejecutivo y la Comisión de Constitución expresaron el propósito que se persigue con la iniciativa en estudio. Y tiendo a coincidir con el Senador Espina en cuanto a que, si un sujeto reiteradamente causa daño a la propiedad pública y privada y registra diez, quince detenciones, nos hallamos frente a una situación compleja que hay que enfrentar.



Con todo, es del caso señalar que, en las detenciones, muchas veces no existe posibilidad de comprobar procesalmente si un individuo participó o no en un hecho delictual o si lo está haciendo por primera vez. 



Por eso, el proyecto no me gusta, pues sigue la vía punitiva y no la preventiva, y se hace cargo de una tendencia exasperante en materia penal, reconociendo la necesidad de aplicar mano dura.



Al respecto, a veces la crítica es fácil. Se dice que hay mano blanda contra los delincuentes y se pide mano dura. Pero esta no está resultando, porque solo significa llenar las cárceles y no ha resuelto el problema de fondo.



Por esa razón, señor Presidente, el proyecto no es -repito- de mi agrado. Y, como entiendo que se halla en primer trámite legislativo,…

El señor GÓMEZ.- Así es.

El señor NAVARRO.-…por lo cual podrá ser objeto de indicaciones, me voy a abstener, para hacer una evaluación más profunda de sus normas y tratar de incorporar los elementos que he indicado durante mi intervención.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor GAZMURI.- Quiero fundamentar el mío, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¡Pero si ya lo hizo, Su Señoría!

El señor GAZMURI.- Pedí la palabra para intervenir.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La votación se hallaba abierta, señor Senador. Y usted fue el segundo en emitir un pronunciamiento.

El señor GAZMURI.- Se ofreció la palabra, señor Presidente. No se dijo que era para fundamentar el voto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Expresé claramente que se abría la votación, Su Señoría. Y, por lo tanto, ya se fundó el voto. Eso no puedo alterarlo.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, quería formular una observación a raíz del debate habido. Creo que tengo todo el derecho de hacerlo. En cualquier discusión general existen momentos para las intervenciones y momentos para fundamentar el voto. Eso es evidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Luego de la intervención del Honorable señor Gómez en la discusión general, abrí la votación. Y los señores Senadores dispusieron de cinco minutos para fundar su posición.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (17 votos contra 3 y una abstención) y se fija como plazo para presentar indicaciones el lunes 6 de octubre, a las 12.


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Espina, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Ávila, Gazmuri y Navarro.



Se abstuvo el señor Naranjo.

El señor GAZMURI.- Manifiesto mi protesta, señor Presidente, porque ha sido vulnerado mi derecho reglamentario.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede hacerlo, señor Senador.

El señor GAZMURI.- Deseo que quede registrada formalmente mi protesta por haberse vulnerado mi derecho reglamentario a intervenir en general y a fundar mi voto, señor Presidente. Usted no me ha permitido ejercerlo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- He actuado con entera ecuanimidad respecto de todos los señores Senadores. Lamento que Su Señoría no haya estado atento cuando se abrió la votación.

El señor GAZMURI.- Lo estuve, señor Presidente. Su Señoría no cumplió con su deber en esta oportunidad.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se dejará la constancia que usted solicita, señor Senador.



A continuación corresponde entrar al Tiempo de Votaciones. Pero no hay quórum para tomar acuerdos.



Se tocarán los timbres por cinco minutos.

El señor NAVARRO.- Por esta vía se anula la hora de Incidentes, señor Presidente, ya que después se levantará la sesión. 



Será preciso estudiar una modificación del Reglamento.

El señor NARANJO.- ¡Se necesitará partir con la hora de Incidentes para que pueda intervenir Su Señoría…!

El señor NAVARRO.- Es un derecho que les corresponde a todos los Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Han transcurrido los cinco minutos que establece el Reglamento y no hay quórum en la Sala.

El señor ORPIS.- ¿Eso significa dar por terminada la sesión?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Así es.



En todo caso, se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro de Justicia, referente a PROBLEMAS EN CENTRO DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD DE CHOLCHOL (NOVENA REGIÓN). A la señora Ministra de Agricultura, sobre CREACIÓN DE FONDO DE TIERRAS PARA PEQUEÑOS AGRICULTORES. A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, solicitándole SOLUCIÓN A CONTAMINACIÓN EN VALLES DE HUELEHUICO Y MANZANARES, COMUNA DE RENAICO.



Del señor GIRARDI:



Al Servicio Agrícola y Ganadero, requiriéndole información sobre DETECCIÓN DE DIOXINA EN CARNE DE CERDO Y EMPRESAS INVOLUCRADAS.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Economía y al señor Comandante en Jefe de la Armada, para exponerles PLANTEAMIENTOS DE PESCADORES ARTESANALES DE AISÉN. Al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de solicitar OBRAS EN SENO GALA (UNDÉCIMA REGIÓN). A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole resolver PROBLEMA DE COMITÉS DE VIVIENDA DE UNDÉCIMA REGIÓN PARA ACCESO A SUBSIDIOS DE AMPLIACIÓN HABITACIONAL. Y al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitándoles APORTE A MUNICIPALIDAD DE LAS GUAITECAS PARA OPERACIÓN DE RED DE ELECTRICIDAD.



Del señor NARANJO:



Al señor Ministro de Defensa, para CONSULTA SOBRE COMPATIBILIDAD ENTRE CARGOS DE JEFE DE URGENCIA DE CLÍNICA LAS CONDES Y DE HOSPITAL DE LA FACH.

Del señor RUIZ-ESQUIDE:


Al señor Ministro del Interior, a fin de pedir INFORME SOBRE AVANCE DE PLAN ARAUCO Y RECURSOS PARA CONSTRUCCIÓN DE HOSPITAL DE CAÑETE. 
)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:44.










Manuel Ocaña Vergara,










  Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 7º DE LA LEY Nº 18.525, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE IMPORTACIÓN DE MERCANCIAS AL PAÍS, EN MATERIA DE SALVAGUARDIAS

(5363-03)
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La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha tomado conocimiento del rechazo del proyecto de ley que modifica el artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias, boletín Nº 5.363-03.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:


-Don Ramón Barros Montero

-Don Pablo Galilea Carrillo


-Don Marco Antonio Núñez Lozano


-Don José Pérez Arriagada


-Doña Eduardo Saffirio Suárez

****


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1.098/SEC/08, 20 de agosto de 2008.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE OTORGA NACIONALIDAD CHILENA POR GRACIA AL SACERDOTE DE NACIONALIDAD IRLANDESA JOHN JOSEPH REILLY

(5668-17)





Con motivo de la Moción e Informe que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote irlandés Padre John Joseph Reilly, L.C.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODERNIZA EL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

(3994-02)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DE LA ORGANIZACIÓN DE LA DEFENSA NACIONAL

PÁRRAFO 1º

DEL MINISTERIO


Artículo 1º.- El Estado tiene el deber de resguardar la seguridad exterior del país y dar protección a su población.


El Presidente de la República tiene autoridad en todo cuanto tiene por objeto la seguridad externa de la República, de acuerdo con la Constitución y las leyes.


Para los efectos de ejercer dicha autoridad y conducir la defensa nacional, el Presidente de la República dispone de la colaboración directa e inmediata del Ministro de Defensa Nacional, en los términos establecidos por la Constitución y las leyes.


Al Presidente de la República le corresponde disponer de las fuerzas de aire, mar y tierra, organizarlas y distribuirlas de acuerdo con las necesidades de la seguridad nacional. Las referidas fuerzas son instituciones obedientes, no deliberantes, profesionales, jerarquizadas, disciplinadas y dependientes del Ministerio de Defensa Nacional.


En caso de guerra, el Presidente de la República asumirá la jefatura suprema de las Fuerzas Armadas, en los términos y formas establecidos en la Constitución y las leyes. En caso de crisis, la conducción de las fuerzas asignadas a las operaciones será de responsabilidad del Jefe del Estado Mayor Conjunto.


En caso de guerra exterior el Presidente de la República ordenará el empleo de los medios militares. En caso de crisis internacional que afecte la seguridad exterior del país, el Presidente de la República dispondrá la activación de los planes de la defensa nacional respectivos.


Artículo 2°.- Las Fuerzas Armadas dependen del Ministerio de Defensa Nacional, según lo dispuesto en el artículo 101 de la Constitución Política de la República y en el artículo 1º de la Ley 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.


Artículo 3º.- El Ministerio de Defensa Nacional es el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración de la Defensa Nacional.


Corresponderá al Ministerio:


a) Proponer y evaluar la política de defensa, la política militar y las planificaciones primaria y secundaria de la Defensa Nacional.


b) Estudiar, proponer y evaluar las políticas y normas aplicables a los órganos que integran el sector defensa y velar por su cumplimiento.


c) Estudiar las necesidades financieras y presupuestarias del sector y proponer el anteproyecto de presupuesto anual.


d) Asignar y administrar los recursos que corresponda en conformidad a la ley.


e) Fiscalizar las actividades del sector defensa y velar por una eficiente administración en los organismos que lo componen.


f) Informar al Congreso Nacional sobre la decisión de compra de sistemas de armas.


Artículo 4º.- La organización del Ministerio de Defensa Nacional será la siguiente:


1) El Ministro de Defensa Nacional.


2) La Subsecretaría de Defensa.


3) La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


4) El Estado Mayor Conjunto.


Artículo 5º.- El Ministro de Defensa Nacional, en su calidad de colaborador directo e inmediato del Presidente de la República, tiene la responsabilidad de la conducción del Ministerio, en conformidad con las políticas e instrucciones que aquél imparta. Tendrá, además, todas las atribuciones que le confieren la Constitución y las leyes.


Al Ministro de Defensa Nacional le corresponderá especialmente:


a) Proponer, para el conocimiento y la aprobación del Presidente de la República, la política de defensa nacional, la política militar y las restantes políticas públicas sectoriales, así como la documentación de la planificación primaria de la defensa nacional.


b) Aprobar, en conformidad con las instrucciones que el Presidente de la República imparta al efecto, la planificación secundaria de la Defensa Nacional.


c) Colaborar con el Presidente de la República en la conducción de la defensa nacional en situación de guerra externa o crisis internacional que afecte la seguridad exterior de la República.


d) Colaborar con el Presidente de la República en el ejercicio de la jefatura suprema de las Fuerzas Armadas y en el de las restantes atribuciones especiales en materias de defensa y seguridad exterior que establece el artículo 32 de la Constitución Política de la República.


e) Proponer para la resolución del Presidente de la República los objetivos estratégicos propios de la función de las Fuerzas Armadas y sus prioridades.


f) Considerar y valorar, en conformidad con la legislación vigente, las necesidades de personal, de bienes y de servicios que los organismos del Ministerio o que dependan de él requieren satisfacer para dar cumplimiento a sus misiones.


g) Proponer para la aprobación del Presidente de la República los proyectos de adquisición e inversión de material de guerra, cuando corresponda.


h) Asumir, cuando el Presidente de la República lo disponga, la coordinación de la labor de los distintos Ministerios en materias necesarias para la Defensa Nacional.


i) Aprobar la doctrina y reglamentación conjuntas, propuestas por el Estado Mayor Conjunto.


Artículo 6°.-  Para efectos del desempeño de sus funciones de conducción del Ministerio, el Ministro contará con un gabinete encargado, entre otras, de las siguientes tareas: desempeñar funciones de secretaría y apoyo administrativo; coordinar la agenda del Ministro; prestar asesoría jurídica al Ministro; prestar asesoría de prensa y comunicaciones al Ministro, y efectuar las tareas de control y auditoría interna del Ministerio.


Tanto el Jefe de Gabinete como los asesores que sean parte del mismo, serán funcionarios de exclusiva confianza del Ministro. El Jefe de Gabinete mantendrá relaciones de servicio directas con los restantes organismos del Ministerio.


Artículo 7°.-  Para las funciones de enlace permanente entre el Ministro y las Fuerzas Armadas, y con el objeto de proveer sus necesidades de ayudantía militar y de llevar a cabo las tareas de seguridad y protocolo del Ministerio, existirá una Ayudantía Militar del Ministro. Estará integrada por un Oficial Superior o Jefe de cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas, quienes se desempeñarán como ayudantes del Ministro. El Jefe de la Ayudantía Militar del Ministro será el oficial más antiguo de entre ellos.


Artículo 8º.- En caso de ausencia o inhabilidad, el Ministro de Defensa Nacional será subrogado por el Subsecretario de Defensa, y en caso de ausencia o inhabilidad de éste, por el Subsecretario para las Fuerzas Armadas.


Artículo 9°.- El Presidente de la República mantendrá en todo momento su relación directa de autoridad con los Comandantes en Jefe de cada una de las instituciones armadas y con el Jefe del Estado Mayor Conjunto, a través del Ministro de Defensa Nacional.

PARRAFO 2°

DE LA JUNTA DE COMANDANTES EN JEFE


Artículo 10.- La Junta de Comandantes en Jefe será el órgano asesor del Ministro de Defensa Nacional en materias comunes de las Fuerzas Armadas relativas al desarrollo y empleo de los medios militares.


La Junta de Comandantes en Jefe asesorará al Ministro de Defensa Nacional respecto de las siguientes materias:


a) Sobre la planificación primaria y secundaria de la Defensa Nacional y respecto de la doctrina y reglamentación conjunta.


b) Sobre la creación o activación de comandos, fuerzas u otros órganos de maniobra, reparticiones o unidades de naturaleza conjunta.


c) Sobre la asignación de medios terrestres, navales, aéreos o conjuntos a las operaciones que se lleven a cabo en situaciones de guerra externa o crisis internacional que afecte la seguridad exterior, así como sobre la asignación de medios a misiones de paz.


d) Sobre las adquisiciones institucionales, comunes y conjuntas de material de guerra.


e) Sobre otras materias de carácter común o conjunto que el Ministro estime conveniente someter a su consideración.


Artículo 11.- La Junta de Comandantes en Jefe será presidida por el Ministro de Defensa Nacional y estará integrada por los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, y por el Jefe del Estado Mayor Conjunto. El subjefe del Estado Mayor Conjunto actuará como Secretario de la Junta de Comandantes en Jefe. Sus sesiones serán convocadas por el Ministro de Defensa Nacional.


Artículo 12.- La Junta de Comandantes en Jefe podrá constituir y convocar comités u otros organismos de asesoría, según lo estime conveniente, en tareas temporales y con la finalidad de dar tratamiento a los asuntos que disponga la convocatoria del Ministro.


Artículo 13.- El funcionamiento de la Junta de Comandantes en Jefe será materia de un Reglamento.

TÍTULO II

DE LAS SUBSECRETARÍAS DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

PÁRRAFO 1º

DE LA SUBSECRETARÍA DE DEFENSA


Artículo 14.- La Subsecretaría de Defensa es el órgano de colaboración del Ministro en asuntos de política de defensa y su jefe superior será el Subsecretario de Defensa.


La organización de la Subsecretaría y la de sus divisiones estará compuesta en sus distintos niveles jerárquicos por funcionarios civiles y militares.


Artículo 15.- A la Subsecretaría de Defensa le corresponderá:


a) Sugerir al Ministro la política de Defensa Nacional y la política militar, y encargarse de su actualización y explicitación periódicas.


b) Efectuar el análisis político y estratégico para la elaboración, actualización y proposición al Ministro de la apreciación de los riesgos y amenazas para el país en el ámbito de su seguridad exterior.


c) Sugerir al Ministro la planificación primaria de la Defensa Nacional y su actualización periódica, así como verificar por la correspondencia de la planificación secundaria con aquélla.


d) Requerir de las autoridades correspondientes la información necesaria para el cumplimiento de sus fines.


e) Convocar y asegurar la participación de los distintos sectores del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo, así como por la debida integración del Estado Mayor Conjunto y de las instituciones armadas en los mismos.


f) Coordinar, en conformidad con las instrucciones del Ministro, la acción internacional de los organismos del sector defensa, entendiendo por tal el conjunto de los que dependen del Ministerio o se vinculan con el Gobierno a través del mismo.


g) Proponer al Ministro la agenda de asuntos internacionales de la defensa y las políticas y orientaciones para las actividades sobre cooperación internacional en materias de seguridad y defensa del Ministerio, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores.


h) Proponer al Estado Mayor Conjunto orientaciones para las actividades de los Agregados de Defensa, y por intermedio de éste, recabar de ellos informaciones o la realización de gestiones dentro del ámbito de las competencias de la Subsecretaría.


i) Proponer al Ministro las políticas y orientaciones para el desempeño de las funciones que le competen al Ministerio de Defensa Nacional en materias de desarme, no proliferación, verificación y control internacional de armamentos, participación de medios militares chilenos en misiones de paz, y derecho internacional humanitario y de los conflictos armados.


j) Proponer al Ministro las orientaciones para las adquisiciones de las Fuerzas Armadas, incluyendo aquéllas para sistemas de armas y otros equipos.


k) Evaluar los proyectos de adquisición e inversión presentados por los organismos del sector defensa, sin perjuicio de las facultades que las leyes otorgan a los Comandantes en Jefe o a otras autoridades del Estado en esta materia.


l) En coordinación con los organismos competentes del Estado, proponer al Ministro y coordinar las políticas sectoriales para el desarrollo científico, tecnológico e industrial de la Defensa Nacional, y evaluar los proyectos de desarrollo e inversión que de ellas se deriven.

m) Concurrir a la formulación del anteproyecto de presupuesto del Ministerio de Defensa Nacional y a la evaluación del mismo.


n) Proponer al Ministro el anteproyecto de presupuesto anual de la Subsecretaría.


Artículo 16.- La Subsecretaría de Defensa contará con tres divisiones para el desempeño de las funciones a las que se refiere el artículo anterior.


Artículo 17.- La Academia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos  dependerá del Ministerio de Defensa Nacional, a través de la Subsecretaría de Defensa.


Artículo 18.- En caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Defensa, éste será subrogado por el Subsecretario para las Fuerzas Armadas, y en ausencia de este, por el Jefe de División de la Subsecretaría que corresponda según el orden de precedencia que establezca el Reglamento complementario del Ministerio.

PÁRRAFO 2º

DE LA SUBSECRETARÍA PARA LAS FUERZAS ARMADAS


Artículo 19.- La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas es el órgano de colaboración del Ministro en aquellas materias que dicen relación con la formulación de políticas y la gestión de los asuntos y procesos administrativos que el Ministerio de Defensa Nacional y las Fuerzas Armadas requieran para el cumplimiento de sus funciones.


Artículo 20.- A la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas le corresponderá: 


a) Realizar la gestión de los asuntos de naturaleza administrativa y la tramitación de la documentación respectiva proveniente de las Fuerzas Armadas o de los organismos del sector que corresponda.


b) Proponer al Ministro y coordinar políticas sectoriales para el personal de la Defensa Nacional en materias que sean de su competencia, incluyendo lo relativo a la carrera profesional, el término de la misma, y los aspectos relativos a régimen previsional y de seguridad social de dicho personal, sin perjuicio de las facultades que las leyes otorgan a los Comandantes en Jefe o a otras instituciones del Estado en este  ámbito.


c) Elaborar los decretos, resoluciones, órdenes ministeriales y oficios relativos a nombramientos, ascensos, retiros, renuncias, destinaciones, comisiones de servicio al extranjero y, en general, todos aquellos actos administrativos orientados a la resolución sobre solicitudes, beneficios u otros asuntos que deban tramitarse por la Subsecretaría, y que interesen al personal de las Fuerzas Armadas en servicio activo, a las personas en situación de retiro de las mismas, y a sus familias.


d) Proponer al Ministro y evaluar la política sectorial sobre reclutamiento.


e) Desempeñar todas las funciones administrativas que corresponda llevar a cabo al Ministerio en relación con asuntos de índole territorial, medioambiental, de responsabilidad social o de colaboración al desarrollo que sean de competencia del Ministerio o sus organismos dependientes, así como proponer las orientaciones gubernamentales para las políticas institucionales sobre la materia.


f) Proponer al Ministro la programación financiera y presupuestaria de largo plazo de los recursos del sector.


g) Formular y evaluar, en coordinación con el Subsecretario de Defensa, el anteproyecto de presupuesto del Ministerio de Defensa Nacional, incluyendo los anteproyectos de presupuesto de las instituciones armadas propuestos por sus Comandantes en Jefe.


h) Coordinar y supervisar la ejecución del presupuesto asignado al Ministerio y asesorar al Ministro en aquellos asuntos que tengan relación con la aplicación de las normas y planes para la elaboración y ejecución presupuestaria del Ministerio y de sus instituciones dependientes.


i) Estudiar el financiamiento de los proyectos de adquisición e inversión para las Fuerzas Armadas.


j) Dar cumplimiento a los actos que se derivan de la aplicación de los artículos 19 bis y 71 del decreto ley N°1263, de 1975.


k) Proponer al Ministro y evaluar las políticas de recursos humanos del Ministerio y de los organismos a que se refiere el artículo 4º de esta ley, y administrar su personal, sin perjuicio de lo que las normas militares pertinentes dispongan respecto al personal militar destinado en el Ministerio.


l) Adquirir y abastecer oportunamente a los órganos del Ministerio de los elementos y servicios básicos que requieran para el desempeño de sus funciones.


m) Proponer al Ministro e implementar la política de informática del Ministerio.


n) Administrar y mantener equipos, infraestructuras y bienes muebles e inmuebles del Ministerio.


Artículo 21.- El jefe superior de la Subsecretaría es el Subsecretario para las Fuerzas Armadas. En caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario será subrogado por el Subsecretario de Defensa y, en ausencia de éste, por el Jefe de División de la Subsecretaría que corresponda según el orden de precedencia que establezca el reglamento de esta ley.


Artículo 22.- La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas contará con cuatro divisiones y una Ayudantía Militar del Subsecretario para el desempeño de las funciones a las que se refiere el artículo 20.


Artículo 23.- La Ayudantía Militar del Subsecretario para las Fuerzas Armadas se encargará de las funciones de enlace con las Fuerzas Armadas. El cargo de Jefe de la Ayudantía Militar del Subsecretario corresponderá a un oficial superior de las Fuerzas Armadas, de manera rotativa entre las instituciones castrenses.


Artículo 24.- Los siguientes servicios u organismos dependerán o se relacionarán con el Ministro de Defensa Nacional, según corresponda, por medio de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, sin perjuicio de las dependencias orgánicas establecidas por ley:


a) Dirección General de Movilización Nacional.


b) Caja de Previsión de la Defensa Nacional.


c) Defensa Civil de Chile.

TÍTULO III

DEL ESTADO MAYOR CONJUNTO

DE SU FUNCIONAMIENTO Y ORGANIZACIÓN


Artículo 25.- El Estado Mayor Conjunto es el organismo de trabajo y asesoría permanente del Jefe de Estado Mayor Conjunto en materias que tengan relación con la preparación y empleo conjunto de las Fuerzas Armadas. 


Al Estado Mayor Conjunto le corresponderán las siguientes funciones:


a) Servir de órgano de asesoría y trabajo en la conducción estratégica para casos de guerra externa o crisis internacional que afecte a la seguridad exterior de la República.


b) Proponer al Ministro la planificación secundaria.


c) Asegurar la correspondencia, en materia de desarrollo y empleo de la fuerza, entre la planificación secundaria y la planificación institucional y operativa.


d) Proponer al Ministro la doctrina y reglamentación conjunta y asegurar que la documentación institucional respectiva corresponda con aquéllas.


e) Planificar, preparar, disponer y apoyar el entrenamiento conjunto de las Fuerzas Armadas.


f) Servir de órgano de asesoría y trabajo para la planificación y coordinación de las actividades de los medios chilenos que participen en misiones de paz.


g) Participar en la evaluación de los proyectos de adquisición e inversión de las Fuerzas Armadas.


h) Elaborar y proponer al Ministro los proyectos de adquisición e inversión conjuntos.


i) Proveer de inteligencia a la Subsecretaría de Defensa para efectos de la planificación primaria. Para todos los efectos de la ley Nº 19.974, se entenderá que la Dirección de Inteligencia de la Defensa, dependiente del Estado Mayor de la Defensa Nacional, mantendrá dicha condición y denominación en la estructura para el Estado Mayor Conjunto fijada en esta ley.


Artículo 26.- El Estado Mayor Conjunto estará a cargo de un Jefe de Estado Mayor y contará con una subjefatura.


La conducción de las fuerzas asignadas a las operaciones será conjunta y los órganos de maniobra en los que se organicen dichas fuerzas, sean conjuntos o no, estarán directamente subordinados al Jefe del Estado Mayor Conjunto.


El cargo de Jefe del Estado Mayor Conjunto lo desempeñará un Oficial General de las Fuerzas Armadas, especialista en Estado Mayor, designado por el Presidente de la República entre el conjunto de los que tengan el grado de General de División, Vicealmirante o General de Aviación y que, simultáneamente con su designación, será ascendido al grado de General de Ejército, Almirante o General del Aire, no siéndole aplicable las normas de los artículos 28 y 29 de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas. Gozará del sueldo y demás remuneraciones y beneficios económicos correspondientes a su grado, incluidas  las bonificaciones de alto mando y de mando y administración. El Jefe del Estado Mayor Conjunto dependerá directamente del Ministro, además, será su asesor directo en el desarrollo y empleo conjunto de la fuerza, durará cuatro años en el cargo y no podrá ser nombrado para un nuevo período ni ser designado Comandante en Jefe de su respectiva rama, no siéndole aplicable, por tanto, el artículo 46 de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.


El Jefe del Estado Mayor Conjunto podrá permanecer en servicio activo sin que le resulten aplicables los artículos 29, inciso primero, y 54, letra e), de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.


La Subjefatura del Estado Mayor Conjunto será desempeñada por un Oficial General de las Fuerzas Armadas, especialista en Estado Mayor, durará dos años en su cargo y subrogará al Jefe del Estado Mayor Conjunto en caso de ausencia o inhabilidad.


El Jefe y el Subjefe del Estado Mayor Conjunto pertenecerán a diferentes instituciones de las Fuerzas Armadas y serán designados por el Presidente de la República en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas. 


El Presidente de la República, mediante decreto fundado expedido a través del Ministerio de Defensa Nacional e informando previamente a la Cámara de Diputados y al Senado, podrá llamar a retiro al Jefe del Estado Mayor Conjunto antes de completar su período. 


El Estado Mayor Conjunto se organizará en conformidad a lo dispuesto en el reglamento establecido en el artículo 2° transitorio de esta ley.


Artículo 27.- El mando de las tropas y medios nacionales que participen en misiones de paz corresponderá al Jefe del Estado Mayor Conjunto, quien será la Autoridad Militar Nacional para tales efectos.


Artículo 28.- Las Agregadurías de Defensa dependerán, para efectos del desempeño de sus funciones, del Estado Mayor Conjunto.

TÍTULO IV

DEL PERSONAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL


Artículo 29.- El personal del Ministerio de Defensa Nacional estará conformado por los funcionarios que integren la planta ministerial, por los funcionarios a contrata y por el personal de las Fuerzas Armadas destinado a prestar servicios por sus Instituciones a requerimiento del Ministro.


Artículo 30.- El personal civil de planta y a contrata del Ministerio de Defensa Nacional estará afecto a las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, al régimen de remuneraciones del decreto ley Nº 249, de 1974,  y su legislación complementaria. En materia de previsión social y de salud, el personal civil de planta y a contrata se regirá por el decreto ley Nº 3.500, de 1980.


Artículo 31.- Las jefaturas de las divisiones en el Ministerio serán ejercidas por personal de exclusiva confianza del respectivo Ministro.


En caso que el nombramiento de un jefe de división recaiga sobre un militar, éste se hará en conformidad a lo dispuesto por el inciso primero del artículo 8º de la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.


Artículo 32.- El personal de las Fuerzas Armadas destinado a prestar servicios en el Ministerio de Defensa Nacional percibirá, exclusivamente, las remuneraciones que les correspondan como miembros de sus respectivas instituciones.


La calificación y otros asuntos de índole administrativa del personal militar destinado en las Subsecretarías, el Estado Mayor Conjunto y en la Ayudantía Militar del Ministro, serán tramitados en conformidad con las normas militares correspondientes.


La calificación del personal militar del Ministerio será siempre hecha por sus correspondientes superiores militares. La calificación del personal civil del Ministerio será siempre hecha por sus correspondientes superiores civiles.


Tanto el personal civil como el personal militar del Ministerio están sujetos a responsabilidad administrativa en conformidad a la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Con todo, los hechos que fundan la responsabilidad administrativa del personal militar del Ministerio no podrán a su vez fundar sanciones o responsabilidad de índole militar.

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 33.- La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas es la sucesora para todos los efectos legales, reglamentarios y contractuales de las Subsecretarías de Guerra, de Marina y de  Aviación y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional.


Le corresponderá hacerse cargo de los derechos y obligaciones de los que aquéllas fueran titulares y que existieren o se encontraren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta norma. Toda mención que se haga en leyes, reglamentos y otros instrumentos jurídicos respecto de las Subsecretarías de Guerra, de Marina y de Aviación, y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, se entenderá referida, a partir de esa fecha, a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas. Las facultades de la Subsecretaría de Marina relativas a las concesiones marítimas y acuícolas se entenderán también transferidas a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


De igual modo, el Estado Mayor Conjunto  es sucesor, para todos los efectos legales, reglamentarios y contractuales del Estado Mayor de la Defensa Nacional y le corresponderá hacerse cargo de los derechos y obligaciones de los que aquel organismo fuera titular y que existieren o se encontraren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta norma. Toda mención que se haga en leyes, reglamentos y otros instrumentos jurídicos respecto al Estado Mayor de la Defensa Nacional se entenderán referidos, a partir de esa fecha, al Estado Mayor Conjunto.


Artículo 34.- El Ministerio de Bienes Nacionales destinará al Ministerio de Defensa Nacional los bienes inmuebles que se hayan asignado a cualquier título a las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación, al Estado Mayor de la Defensa Nacional y a la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional.


El Ministerio de Defensa Nacional destinará estos bienes al cumplimiento de los fines específicos que le encomienda esta ley, los administrará a través de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas y los asignará a los organismos que componen el Ministerio, según corresponda al desempeño de sus funciones.


El Conservador de Bienes Raíces efectuará las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que procedan, las que estarán exentas del pago de derechos e impuestos.


Los bienes muebles, archivos y la documentación del Estado Mayor de la Defensa Nacional, en cualquiera de sus soportes, pasarán a la custodia y uso del Estado Mayor Conjunto de la Defensa Nacional. Del mismo modo, los bienes muebles, archivos y la documentación, en cualquiera de sus soportes, de las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación, y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional pasarán a la custodia y uso de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, la que los asignará para su uso a los organismos ministeriales que corresponda.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º.- Mientras no entren en vigencia las normas sobre dependencia de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, según lo dispuesto por la Constitución Política de la República, las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones y la Dirección de Previsión de Carabineros, continuarán bajo la dependencia del Ministerio de Defensa Nacional. Para tales efectos, formarán parte de su estructura orgánica y se regularán de conformidad con lo dispuesto en su propia legislación y en la reglamentación que se encontrare vigente a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 2°.- Un reglamento, que deberá ser dictado en un plazo no superior a un año desde la publicación de la presente ley, fijará las normas relativas a la organización y funcionamiento administrativo del Ministerio de Defensa Nacional, referidas a la ejecución de la misma.


Artículo 3°.- Derógase a partir de la fecha señalada por el Presidente de la República en conformidad al inciso final del artículo 6º transitorio, la ley Nº 7.144, que crea el Consejo Superior de la Defensa Nacional, y sus modificaciones.


Derógase la letra a) del artículo 62 de la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.


Derógase, también, toda norma que se contraponga a lo establecido en esta ley.


Artículo 4°.- Derógase a partir de la fecha señalada por el Presidente de la República en conformidad al inciso final del artículo 6º transitorio, la ley Nº 18.952, que creó la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 6º transitorio de esta ley.

Artículo 5°.- Derógase el decreto con fuerza de ley Nº 181, de 1960, que creó el Consejo Superior de Seguridad Nacional.


Artículo 6°.- Facúltese al Presidente de la República para fijar las plantas y escalafones de personal de las Subsecretarías del Ministerio de Defensa Nacional y del Estado Mayor Conjunto dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley suscritos por el Ministro de Defensa Nacional y el Ministro de Hacienda. Por esta delegación de facultades no podrá alterarse las normas de personal de las Subsecretarías de Carabineros y de Investigaciones.


En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada conformación y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a los cargos, el número de cargos para cada grado y planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Del mismo modo, el Presidente de la República dictará las normas para disponer el traspaso y encasillamiento del personal de planta y a contrata, en servicio a la fecha que éste determine, desde las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional a las nuevas plantas de personal que fije o bien, a plantas de personal transitorias y en extinción.


Respecto del personal referido en el inciso anterior, el Presidente de la República podrá dictar las normas modificatorias de naturaleza estatutaria,  y remuneratorias que sean necesarias para el adecuado encasillamiento y traspaso que disponga.


El Presidente de la República determinará las fechas de vigencia de las plantas de personal que fije y de los encasillamientos y traspasos del personal y las dotaciones máximas de personal de las Subsecretarías de Defensa y para las Fuerzas Armadas y del Estado Mayor Conjunto.


No obstante lo dispuesto en los incisos precedentes, el ejercicio de estas facultades se sujetará a las siguientes disposiciones:


a) No podrá significar un incremento de la suma del gasto en personal consultado por la Ley de Presupuestos del año de entrada en vigencia de esta ley para las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación y  la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional.


b) No podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerada como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado o encasillado.


c) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado o encasillado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Los funcionarios traspasados o encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Facúltase al Presidente de la República para establecer la fecha de supresión de las Subsecretarías  de Guerra, Marina y Aviación, del Consejo Superior de la Defensa Nacional y de la Dirección Administrativa del Ministerio de Defensa Nacional, y la consecuente data de inicio del funcionamiento de las Subsecretarías de Defensa y para las Fuerzas Armadas.

Artículo 7°.- Los funcionarios públicos del Ministerio que al momento de entrar en vigencia esta norma se encontraren afectos al régimen previsional y remuneracional de las Fuerzas Armadas, continuarán rigiéndose por éste para todos los efectos legales y reglamentarios.


El decreto con fuerza de ley a que alude la disposición transitoria anterior, considerará, sin embargo, entre sus disposiciones la posibilidad, oportunidad y procedimientos para que dicho personal pueda elegir entre mantenerse en el régimen a que se refiere el inciso anterior o traspasarse al que establece el artículo 30.


Artículo 8°.- La Subsecretaría para las Fuerzas Armadas es la sucesora para todos los efectos legales, reglamentarios y contractuales del Consejo Superior de la Defensa Nacional, y le corresponderá hacerse cargo de los derechos y obligaciones de los que aquel fuera titular y que existieren o se encontraren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta norma. Toda mención que se haga en leyes, reglamentos y otros instrumentos jurídicos respecto a dicho Consejo, se entenderá referida, a partir de esa fecha, a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


Los archivos y la documentación del Consejo Superior de la Defensa Nacional, en cualquiera de sus soportes, pasarán a la custodia de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


La cuenta a nombre del Consejo Superior de la Defensa Nacional denominada “Cuenta de Reserva N° 9.154 – Ley 13.196”, y sus cuentas o depósitos anexos, con los fondos y valores que a la fecha se encontraren en ellas, pasarán a ser administradas por la Subsecretaría en calidad de titular de las mismas.”.
***


Hago presente a V.E. que los artículos 4°, 6°, 7°, 10, 11, 16, 22, 23, 25, 26, 27 y 28 permanentes y artículo 3° transitorio del proyecto fueron aprobados en general con el voto a favor de 88 Diputados, de 118 en ejercicio.  En particular, los artículos 4°, 6°, 7°, 10, 11, 23, 25, 27 y 28 permanentes y artículo 3° transitorio fueron aprobados con el voto a favor de 91 Diputados, el artículo 16 lo fue por 83 votos y los artículos 22 y 26, por 93 votos, en todos los casos de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES EN LO RELATIVO A CONCESIONES DE RADIO DIFUSIÓN SONORA

(5980-15)




Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.-
Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones:

1)
Modifícase el artículo 13, de la siguiente forma:

A)
Agrégase en el inciso tercero, a continuación de su actual punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: 

“No obstante, si existiese respecto de la concesión vigente un procedimiento de cargo tramitado conforme con el artículo 36 A, iniciado por alguna infracción que pudiese ameritar la caducidad de la concesión, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 36, N° 4, el llamado a concurso se postergará hasta después de declarada la caducidad de la concesión por decreto supremo o de que haya quedado ejecutoriada la resolución del Ministro que no aplique dicha sanción.”.
B) Intercálase como inciso cuarto nuevo, el siguiente, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso quinto:

“A partir de ese momento, se procederá según el inciso precedente. En el caso que a la fecha de expiración del período de la concesión, no hubiese acontecido aún ninguna de las dos circunstancias señaladas, la concesión permanecerá vigente, según los siguientes casos:


a) Hasta la declaración de caducidad, o


b) Hasta que se resuelva definitivamente la solicitud de renovación respectiva, pero sólo en favor del concesionario que haya efectuado oportunamente, conforme con el período primitivo de vigencia, la solicitud a que se refiere el inciso primero del artículo 9° bis, o


c) Hasta que haya expirado el plazo para presentarse al concurso público convocado, sin que el concesionario que se encuentre en el caso contemplado en el número precedente efectúe tal presentación.”.
C) Agrégase el siguiente inciso final: 

“En el concurso público llamado en virtud del vencimiento del plazo de vigencia de una concesión, se fijará como zona de servicio máxima la de la concesión a renovar, salvo que el concesionario demuestre fundadamente la factibilidad de una zona mayor, presentando la solicitud correspondiente con una anticipación de a lo menos 270 días respecto de la fecha de dicho vencimiento.”.


2)
Modifícase el artículo 13 A, en el siguiente sentido: 



a)
Elimínase de su inciso primero la siguiente oración: 

“La solicitud deberá adjuntar un proyecto financiero, debidamente respaldado, destinado exclusivamente a la instalación, explotación y operación de la concesión a la que se postula.”.



b)
Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto , sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, décimo primero y décimo segundo a ser incisos tercero, cuarto, quinto , sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, décimo primero y duodécimo y décimo tercero, respectivamente:


“El proyecto técnico aludido en el inciso precedente no será exigible al actual titular de una concesión que postule en el concurso público para renovarla. En este caso, bastará con adjuntar a la solicitud un anexo que contenga la declaración explícita de que se ratifican las especificaciones del proyecto técnico que sustentó la concesión original y sus renovaciones y modificaciones anteriores al concurso, si procediere. Con todo, la Subsecretaría pondrá, desde el día siguiente hábil al llamado a concurso público respectivo, tales antecedentes en su sitio web institucional, a fin de que cualquier interesado pueda emplearlos como base para la confección de su proyecto técnico.”.


3)
Agrégase en el inciso final del artículo 13 C, a continuación de su actual punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: 

“No se entenderá aplicable lo dispuesto en los incisos final del artículo 13 y segundo del artículo 13 A.”.


4)
Intercálase  el siguiente inciso tercero nuevo en el artículo 36 A, pasando los actuales incisos tercero y cuarto, a ser incisos cuarto y quinto: 

“En el caso previsto en el inciso tercero del artículo 13, el Ministro deberá resolver con la máxima celeridad y en todo caso, dentro del plazo máximo de 15 días desde que el procedimiento quede en estado de resolverse, salvo que se haya hecho constar en autos el hecho de haberse certificado la extinción de la concesión respectiva, de conformidad con el artículo 23.”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PERFECCIONA LA LEY Nº 20.084, QUE ESTABLECE UN SISTEMA DE RESPONSABILIDAD DE ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LEY PENAL

(5023-07)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal:


1) Reemplázase el inciso final del artículo 16 por el siguiente:

“El director del centro deberá rendir un informe bimensual al tribunal, por cualquier medio fidedigno, acerca del cumplimiento de las medidas a que se refieren las letras a) y b) y de la evolución que presenta el adolescente respecto de su aplicación. Sin perjuicio de lo anterior, el tribunal podrá requerir informes con una periodicidad menor a la señalada, expresando los fundamentos para ello.”.


2) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 17:

“El director del centro deberá rendir un informe bimensual al tribunal, por cualquier medio fidedigno, acerca del cumplimiento de cada uno de los objetivos establecidos en el inciso anterior y de la evolución y evaluación del menor en cada área de intervención. No obstante, el tribunal podrá requerir informes con una periodicidad menor a la señalada, expresando los fundamentos para ello.”.


3) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 36:


“Deberá dejarse constancia en el acta de la notificación practicada a los padres o a la persona que tenga al menor bajo su cuidado, como también de las razones que impidieron llevar a cabo la notificación. En todo caso, si fuere imposible practicar la notificación, su falta no impedirá la realización  de la audiencia.”.


4) Reemplázase el artículo 38 por el siguiente:


“Artículo 38.- Plazo para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido un máximo de seis meses desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal procederá a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior. Antes de cumplirse cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá requerir mediante solicitud fundada su ampliación hasta por dos veces, con un plazo máximo de dos meses en cada oportunidad.


En ningún caso la investigación podrá exceder de diez meses.”.

5) Intercálanse en el inciso segundo del artículo 53, entre las palabras “sanción,” y “examinará” los términos  “ previa notificación a la víctima o su representante,”.


6) Sustitúyese el inciso primero del artículo 56 por los dos siguientes:


“Artículo 56.- Cumplimiento de la mayoría de edad. En caso de que el imputado por una infracción a la ley penal cumpliere los dieciocho años de edad durante la tramitación del procedimiento, seguirá sujeto a las normas que esta ley establece en lo relativo al cumplimiento de las sanciones.


Respecto de los menores condenados se estará a las reglas establecidas en los incisos siguientes.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PROTEGE A CETÁCEOS E INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY Nº 18.892, GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA

(5936-12)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E., la señora Presidenta de la República, y con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus integrantes, el Jefe de la División Pesquera de la Subsecretaría de Pesca, señor Francisco Ponce; el Coordinador Nacional del Proyecto GEF Marino de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señor Roberto de Andrade; la Jefa de Gabinete de la Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señora Ximena Insunza; la Presidenta del Centro de Conservación Cetácea, señora Bárbara Galleti y los Asesores de ese Centro, señora Bárbara Fuenzalida y Cristián Pérez, y el Secretario General de la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile, señor Cosme Caracciolo.

I. OBJETIVOS DEL PROYECTO


Cumplir con las obligaciones internacionales asumidas por el Estado de Chile en beneficio y protección de las especies cetáceas y asegurar el uso no letal de ellas.

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los artículos 1°, 2°, 6°, N° 2 (nuevo artículo 135 bis, incisos segundo y tercero) de este proyecto , de aprobarse, deben serlo con rango de quórum calificado, de conformidad con el N° 23 del artículo 19 de la Constitución Política, pues establecen limitaciones y requisitos para la adquisición del dominio de ciertos bienes.

III. CUESTIÓN PREVIA


Prevenimos que con fecha 19 de agosto de 2008, la Sala de la Corporación dispuso que una moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Horvath, Muñoz Aburto y Prokurica (Boletín N° 5.572-12) radicada en la Comisión de Medio Ambiente, se remitiera a esta Comisión para que junto con el proyecto de ley en informe y otras tres mociones de los Honorables Senadores señores Girardi, Horvath y Navarro, fueran examinadas por la misma instancia por incidir en similares materias.


En sesión de fecha 20 de agosto de 2008, esta Comisión analizó el contenido de estos proyectos concluyendo en que efectivamente la idea matriz que los inspira es común a todos ellos y refleja la preocupación de sus autores por la merma que ha experimentado en el mundo la población de estos mamíferos marinos y el peligro de extinción, en algunos casos severo, que afecta a determinadas especies, situación que aconseja medidas de protección y sanciones para quienes incurran en conductas que las afecten y deterioren su entorno.


En relación con la situación procesal de estos proyectos, con distintos grados de avance pues el que estamos informando ya obtuvo su aprobación en la Honorable Cámara y se encuentra en segundo trámite constitucional en el Senado y los cuatro restantes iniciados en mociones en esta Corporación están recién en etapa de conocimiento, se acordó informar en general este proyecto de ley para que, en la discusión particular, las mociones restantes puedan incorporarse a él como indicaciones o subsumirse en o con otras en el texto que se propondrá en el segundo informe.


Hacemos constar que se encuentran a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de esta Comisión, los siguientes documentos:


1. Boletín de la Red de Avistamiento de Mamíferos Marinos de Chile.


2. Areas Marinas y Costeras Protegidas de Múltiples Usos. Alcances y Desafíos del Modelo de Gestión para la Conservación de la Biodiversidad Marina en Chile. Gobierno de Chile – Proyecto GEF Marino PNUD.


3. Boletines del Area Marina y Costera Protegida de Múltiples Usos de Lafken Mapu Lahual y de la Isla Grande de Atacama.


4. Conservación de la Biodiversidad de Importancia Mundial a lo largo de la Costa Chilena, Gobierno de Chile.


5. Guía Docente. Areas Marinas Costeras Protegidas de Múltiples Usos. Proyecto GEF Marino.

IV. ANTECEDENTES
4.1. De Derecho


- Constitución Política de la República, artículo 19, N° 23.


- Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


- Convenio para la Conservación de la Protección de la Flora, Fauna y Bellezas Escénicas Naturales de América, de 1940.


- Convenio sobre las Especies Migratorias de la Fauna Silvestre, de 1979.


- Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, de 1975.

4.2. De Hecho


El mensaje con que el Ejecutivo inició este proyecto en la Honorable Cámara aduce, fundamentalmente, que en Chile habitan cuarenta y tres especies de cetáceos que representan aproximadamente el 50% de las especies en el mundo, con lo que el país no sólo ostenta un valioso patrimonio sino, también, se hace responsable de su conservación.


Enumera a continuación algunas de esas especies distinguiendo entre ballenas de barba y cetáceos dentados. Entre las primeras señala a la ballena azul, la ballena jorobada y la ballena franca. A los segundos corresponden los cachalotes, los delfines, las marsopas, las toninas y las orcas.


Agrega que algunas poblaciones de ballenas han disminuido notoriamente, llegando en algunos casos a un porcentaje inferior al 10% de su contingente estimado. Cita a continuación ejemplos de especies en peligro de extinción como las del suborden Mysticeti, explicando que su ciclo de reproducción es lento, lo cual empeora su tendencia a la disminución. Esta se ha logrado revertir solamente merced a la moratoria que se ha extendido a nivel mundial.


No obstante su prohibición de caza, continúa, países como Japón, Islandia y Noruega han persistido en su captura con gran riesgo para la preservación y biodiversidad de este patrimonio universal.


En el mismo orden, el mensaje expresa que el cambio climático ha afectado a la población de krill, principal alimento de estas especies, atentando en contra de su adaptabilidad y supervivencia.


En el siguiente acápite el mensaje se ocupa de la situación de la ballena en Chile. A este efecto recuerda que en 1977, por decreto del Ministerio de Agricultura, se dispuso la prohibición de cazar delfines y toninas. Posteriormente, por decretos del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el último del año 2007, se estableció una veda extractiva por un plazo de 30 años.


Señala el mensaje, enseguida, que Chile es parte de la Conservación para la Protección de la Flora, Fauna y Bellezas Escénicas Naturales de América, de 1940, desde el año 1967; del Convenio sobre las Especies Migratorias de la Fauna Silvestre, de 1979, desde 1981 y, finalmente, de la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, desde 1975.


Expresa que el actual Gobierno tiene como política fortalecer las medidas de conservación de estas especies en todas las aguas jurisdiccionales y que la normativa nacional obliga a la protección por un período finito de ellas. Anuncia, también que en el año 2008, Chile será sede de la 60ª Reunión de la Comisión Ballenera Internacional, ocasión en que debe dar una contundente señal de su voluntad de proteger a los cetáceos en aguas nacionales o bajo su jurisdicción, promoviendo un uso no consuntivo de ellos. (La referida Convención tuvo lugar en abril de este año en Reñaca).


Se ocupa también el mensaje de destacar las iniciativas parlamentarias en pro de la preservación de este patrimonio, y al efecto cita la moción de los Senadores señores Girardi, Horvath, Muñoz Aburto y Prokurica (Boletín N° 5.572-12), que persigue como objetivos los de prohibir la caza de la ballena y adoptar medidas de protección para evitar colisiones con naves en aguas jurisdiccionales; establecer un registro de avistamientos, y tipificar y sancionar su caza y otras contravenciones.


Menciona, igualmente, una moción del Senador señor Navarro (Boletín N° 5.621-03) que modifica la Ley de Pesca introduciendo un nuevo delito y su penalidad para los que atenten en contra de estas especies. Hace notar que esta moción propone la aplicación del principio de extraterritorialidad, agregando un número al artículo 6° del Código Orgánico de Tribunales que habilita el juzgamiento en el territorio nacional del delito de caza de ballenas con independencia de la nacionalidad del hechor y del lugar de comisión del delito.


A continuación, el mensaje se refiere a dos mociones de los Senadores señor Horvath (Boletín N° 5.628-03) y señores Girardi, Horvath y Navarro (Boletín N° 5.744-03), que proponen declarar monumento natural a los cetáceos, y una moción de los Diputados señora Isasi y señores Accorsi, Escobar, García-Huidobro, Girardi, Mulet, Palma, Robles y Valenzuela, que tipifica como delito la caza y comercialización de las ballenas o de otras especies en extinción.


En el siguiente acápite, “Necesidad de Legislar”, el mensaje aborda la protección jurídica de los cetáceos.


Al efecto, manifiesta que valora y comparte el propósito que inspira las mociones citadas, en tanto evidencian el imperativo de una regulación proteccionista de estas especies vulnerables o en peligro de extinción, todo lo cual ha marcado su disposición a iniciar este proyecto de ley, que compendia las regulaciones que proponen estas iniciativas, y así se ha traducido, desde el campo de competencias del Ejecutivo, en actos administrativos que declaran que estas especies constituyen un monumento natural, prohibiendo indefinidamente su caza y captura.


Concluye el mensaje, en este acápite, señalando que la relación precedente amerita una ley que recoja los planteamientos de preservación y protección que describen estas iniciativas constituyendo un marco jurídico coherente que permita el uso no letal de este patrimonio natural, de manera que ninguna actividad económica, recreativa, cultural o de investigación justifique un atentado en su contra.

V. DESCRIPCIÓN Y CONTENIDO DEL PROYECTO


El artículo 1° del texto aprobado por la Honorable Cámara declara zona libre de caza de ballenas las aguas interiores, el mar territorial, la zona económica exclusiva y las áreas adyacentes a ésta donde exista o pueda existir jurisdicción nacional.


El artículo 2° de la iniciativa dispone diversas prohibiciones respecto de estos cetáceos en las aguas jurisdiccionales tales como darles muerte, capturarlos, acosarlos, desembarcarlos o incurrir en acciones de transformación, comercio o transporte.


El artículo 3° del texto de la Honorable Cámara dispone que para promover su protección y el uso no letal de ellos, la zona libre de caza tendrá los siguientes objetivos:


a) Potenciar y conservar la diversidad de la población cetácea.


b) Proteger las áreas en que estas especies desarrollen sus ciclos vitales, particularmente los lugares de cría, apareamiento, alimentación y rutas migratorias.


c) Desarrollo responsable y sostenible de las actividades de observación de cetáceos. 


A continuación, el artículo 4° señala que las medidas de protección de los cetáceos y su biodiversidad, estará a cargo de los organismos competentes en la materia.


El artículo 5° del texto de la Honorable Cámara expresa que las infracciones a las normas contenidas en este proyecto, serán sancionadas según las prescripciones de la Ley General de Pesca.


A su turno, el artículo 6°, dividido en dos numerales, modifica a la Ley General de Pesca, en los siguientes aspectos:


El número 1 incorpora al Título II (“De la Administración de las Pesquerías”) un nuevo Párrafo 4°, denominado “De la Protección, Rescate, Rehabilitación, Reinserción y Observación de Mamíferos, Reptiles y Aves Hidrobiológicas”, integrado, a su vez, por los artículos 13 A a 13 E.


El artículo 13 A impone a la Subsecretaría de Pesca la obligación de establecer un procedimiento para el rescate de una especie en evidente amenaza de daño físico o de muerte. Agrega que se entenderá por rescate el proceso dirigido a la protección de uno o más individuos enfrentados a una amenaza evidente de daño físico o de muerte, en la medida en que dicho estado sea producto de actividades antrópicas, contaminación del medio o de factores ambientales adversos, con el objeto de devolverlo a su medios natural cuando las condiciones lo permitan.


El artículo 13 B prescribe que las especies rescatadas según lo señalado en el artículo anterior o retenidas, incautadas, confiscadas o decomisadas por alguna autoridad fiscalizadora, deberán ser devueltas de inmediato a su hábitat natural. 


Enseguida, en su inciso segundo, en la hipótesis en que no puedan ser devueltos o a su medio en condiciones normales o en la duda en relación con el daño que su devolución pueda causar a otras especies, se enviarán a un centro de rehabilitación especial. Si la respectiva provincia no cuenta con estos centros o se trata de especies alóctonas, se podrán enviar a lugares autorizados para el cautiverio de animales, como zoológicos o centros de exhibición.


El inciso tercero de este nuevo artículo define los centros de rehabilitación como los establecimientos cuyo objeto es mantener temporalmente a las especies con fines de control sanitario o proporcionarles asistencia veterinaria para su recuperación o rehabilitación, con una evaluación periódica.


El siguiente inciso, el cuarto, previene que la rehabilitación debe respetar las características biológicas de la especies y su comportamiento, prohibiéndose la rehabilitación “ex situ” tratándose de cetáceos mayores.


El artículo 13 C que el proyecto incorpora a la Ley de Pesca, faculta a la Subsecretaría para dictar el procedimiento de reconocimiento de los centros de rehabilitación, los requisitos que deben cumplir, la clasificación de las actividades que se autoricen y el procedimiento de certificación periódica a que estarán sujetos. Agrega que el Servicio llevará un registro público y actualizado del funcionamiento de los centros.


El artículo 13 D dispone que la reinserción o liberación de las especies desde un centro de rehabilitación se hará en su hábitat natural, en la forma que determine el reglamento.


El siguiente precepto, el artículo 13 E, regula la observación o avistamiento de mamíferos, reptiles y aves hidrobiológicas en forma directa o desde un medio aéreo, terrestre, marítimo, lacustre o fluvial, para un contacto visual de éstos en su hábitat natural, con propósitos recreativos, de investigación o educativos.


En su inciso segundo, esta disposición previene que durante la observación se garantizará un comportamiento amistoso y de respeto a las características de la especie y la seguridad del observador. Prohíbe también el acoso o persecución del ejemplar o un contacto físico forzoso que implique mal trato, estrés o daño físico.


Finalmente, este artículo remite al reglamento los demás procedimientos de observación de estas especies.


El número 2 del artículo 6° incorpora a la Ley General de Pesca dos nuevos artículos 135 bis y 135 ter que sancionan, el primero, las conductas atentatorias en contra de las especies cetáceas, y determinadas obligaciones para la navegación y aeronavegación con fines de avistamiento.


El artículo 135 bis sanciona con presidio mayor en su grado mínimo (cinco años y un día a diez años) y comiso, y sin perjuicio de otras sanciones administrativas, la muerte, caza o captura de cetáceos; y presidio menor en su grado medio (quinientos cuarenta y un días a tres años) y comiso, la posesión, tenencia, transporte, desembarque, elaboración, transformación, almacenamiento o comercialización de ellas, vivas o muertas.


Enseguida, este precepto exime de responsabilidad penal el cautiverio, tenencia o transporte de ejemplares vivos con fines de investigación y rehabilitación, debidamente autorizados. Tampoco serán penalmente responsables los que ejecuten las mismas acciones con ejemplares muertos, partes de éstos o sus derivados, también autorizados.


El permiso sólo se otorgará a instituciones de educación, museos y centros de investigación.


El inciso final de este precepto exime de responsabilidad penal la muerte accidental de los cetáceos siempre que se acredite el cumplimiento de las normas de seguridad.


El artículo 135 ter impone a los tripulantes de naves y aeronaves, en aguas o espacio aéreo jurisdiccionales con fines de avistamiento y observación, la obligación de mantener un comportamiento amistoso y de respeto hacia estas especies, prohibiendo el acoso o persecución de ellos, en los términos del artículo 113 E, bajo apercibimiento de las sanciones del artículo 116 de la Ley de Pesca. (Multas de 3 a 300 unidades tributarias mensuales o su duplo en caso de reincidencia).

VI. DEBATE EN GENERAL


En sesión de día 20 de agosto pasado, la Comisión escuchó al Coordinador Nacional del Proyecto GEF Marino de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señor Roberto de Andrade, quien señaló que existe un compromiso del país por la conservación de la biodiversidad, el que se refleja en los acuerdos asumidos internacionalmente y las medidas que se están adoptando por el Gobierno internamente, entre las que se cuentan los que se señalan a continuación:


- Protocolo de la CPPS (1989): creación de una red de áreas protegidas

- LGPA: (creación de RM y Parques marinos 1991) 


- Ratificación convenio biodiversidad biológica (1994)


- Estrategia de conservación de la biodiversidad y su plan de acción. (2003). Creación de una red de AMCP


- Política Nacional de áreas protegidas (2005)


- Zona libre de caza de cetáceos; Rescate, rehabilitación de mamíferos, reptiles y aves hidrobiológicas;  tipificación del delito y otras obligaciones.

Expresó que el proyecto en debate posibilitará una red de áreas marinas protegidas de múltiples usos, como también el avistamiento de cetáceos de forma ordenada y sin provocar estrés a los ejemplares.


En seguida, anunció que se están realizando estudios para determinar otras áreas que serían réplicas de las tres establecidas por el Gobierno a través de GEF Marino (Isla Grande de Atacama, Lafken Mapu Lahual y Francisco Coloane), con el objeto de construir una representación de ecosistemas marinos relevantes. En ese sentido, precisó que se ha realizado una investigación estudio en las diferentes ecoregiones marinas del país por parte de la Corporación Nacional del Medioambiente (CONAMA), proponiendo que la gestión sea de múltiples usos con administración descentralizada.

- - -


Enseguida, la Comisión escuchó la exposición de la Presidenta del Centro de Conservación Cetácea, señora Bárbara Galletti, quien se refirió a los principales aspectos del proyecto, destacando que la protección de las ballenas, históricamente, ha estado ligada a tres pilares de gobernabilidad en nuestro país: independencia, soberanía y democracia, lo que ha permitido, a su juicio, que la sociedad civil juegue un rol fundamental en esta tarea, principalmente en la limitación de la captura de cetáceos en aguas chilenas por intereses foráneos.

Manifestó que el proyecto de ley en debate, conocido públicamente como “Santuario de Ballenas”, permitirá promover la conservación y utilización no letal de las especies cetáceas, prohibiendo la caza comercial y científica, así como la captura de animales con fines de entretenimiento o terapia, regulando también las actividades de avistamiento y protección de espacios claves para los ciclos de vida de estos mamíferos. En este sentido, expresó su preocupación por la urgencia en la aprobación de esta iniciativa, que permitirá el cumplimiento de los siguientes objetivos: 


a) Generar el marco jurídico necesario para garantizar la recuperación y conservación de especies en peligro; 


b) Promover el uso económico sustentable y no letal de los cetáceos en beneficio de comunidades costeras en regiones; 


c) Fomentar la cooperación en materia de investigación, conservación y uso no letal de los cetáceos a nivel internacional, y 


d) Sentar las bases para una política de conservación marina. 


A mayor abundamiento, señaló que según los datos que arrojó una encuesta elaborada por la empresa Adimark, encargada por el Centro de Conservación Cetácea, existe un absoluto consenso de la ciudadanía por crear un santuario de ballenas, ya que un 99% de las preferencias se mostró favorable a esta iniciativa. 


En lo que respecta al turismo por avistaje, destacó que este ha experimentado un aumento en los últimos 10 años en una tasa cercana al 11% anual, siendo Chile uno de los países con mayor crecimiento, por lo que el Santuario de Ballenas le permitirá al país posicionarse como destino emergente de esta clase de turismo. En este sentido, indicó que Chile ya desarrolla este tipo de actividades en Magallanes y Punta de Choros y, circunstancialmente, en la Isla de Chiloé y Arica. A este respecto, dijo que el proyecto en estudio permitirá que las autoridades tengan potestad para regular este tipo de turismo, que actualmente se realiza sin reglamentos, por lo que reiteró la urgencia de aprobarlo en un breve plazo.

Por último, la señora Galletti manifestó que la creación del Santuario de Ballenas servirá de refugio para la recuperación de especies en peligro y promoverá la necesidad de conservar el hábitat marino en general, recordando los compromisos internacionales que Chile en materia ambiental.

- - -

VII. IDEA DE LEGISLAR Y ACUERDO


Atendidas las exposiciones precedentes y las explicaciones del mensaje y constatada, además, la circunstancia de que se han originado en el Senado las cinco mociones de que hemos dado cuenta en un párrafo precedente, todo lo cual acredita la preocupación de todos los sectores políticos por dictar un estatuto jurídico de protección de este patrimonio nacional, la unanimidad de los miembros presentes de esta Comisión, Honorables Senadores señores Avila, Bianchi y Horvath, acordó prestar su conformidad con este proyecto de ley y propone a la Sala del Senado su aprobación en general. Su texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Decláranse las aguas interiores, el mar territorial, la zona económica exclusiva de la República y las áreas adyacentes a esta última sobre las cuales exista o pueda llegar a existir jurisdicción nacional, de acuerdo con las leyes y tratados internacionales, como zona libre de caza de cetáceos sólo para los efectos previstos en esta ley.


Artículo 2°.- Se prohíbe dar muerte, cazar, capturar, acosar, tener, poseer, transportar, desembarcar, elaborar o realizar cualquier proceso de transformación, así como la comercialización o almacenamiento de cualquier especie de cetáceo que habite o surque las aguas marítimas de jurisdicción nacional.


Artículo 3°.- Con el fin de promover la protección y el uso no letal de los cetáceos, la zona libre de caza tendrá los siguientes objetivos:


a) Propender a la protección y conservación de las poblaciones de cetáceos y su biodiversidad.


b) Proteger espacios claves para el desarrollo de sus ciclos de vida enfatizando los lugares de cría, apareamiento, alimentación y rutas migratorias.


c) Procurar que las actividades en torno a la observación de cetáceos se realicen de manera responsable y sostenible.


Artículo 4°.- Los organismos competentes en la materia deberán adoptar e implementar las medidas y regulaciones necesarias para la protección de los cetáceos y su biodiversidad.  


Artículo 5°.- La infracción a estas normas será sancionada de conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 6°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en los siguientes términos:


1) Agrégase, en el Título II, el siguiente Párrafo 4°:

“Párrafo 4°

De la protección, rescate, rehabilitación, reinserción y observación de mamíferos, reptiles y aves hidrobiológicas


Artículo 13 A.- La Subsecretaría, mediante resolución, establecerá el procedimiento y características a las que deberá someterse el rescate de los individuos de una especie hidrobiológica que se encuentren en amenaza evidente e inminente de muerte o daño físico, o que se encuentren incapacitados para sobrevivir en su medio. 


Para estos efectos, se entenderá por rescate el proceso orientado a salvaguardar o a liberar a uno o más individuos, de una amenaza evidente o inminente de muerte o daño físico, cuando ello sea producto de efectos de actividades antrópicas, contaminación de su medio o factores ambientales adversos, y reinsertarlo a su medio natural cuando las condiciones lo permitan.


Artículo 13 B.- Los ejemplares que, siendo afectados por actividades antrópicas, contaminación de su medio o factores ambientales adversos, hayan sido rescatados conforme al procedimiento establecido de acuerdo con el artículo anterior, o que hayan sido retenidos, incautados, confiscados y,o decomisados por alguna autoridad fiscalizadora, deberán ser devueltos en forma inmediata al medio natural.


No obstante lo anterior, en caso que tales ejemplares no puedan ser devueltos al medio natural en condiciones que no menoscaben su supervivencia natural, o en caso que exista alta incertidumbre sobre si su incorporación al medio perjudicará a las poblaciones del sector en que serán devueltos, tales ejemplares deberán ser enviados en forma inmediata a un centro de rehabilitación de especies hidrobiológicas. En caso que no exista un centro de rehabilitación en la respectiva provincia, o que los ejemplares pertenezcan a especies o poblaciones alóctonas, dichos individuos podrán ser enviados a un establecimiento autorizado en que se mantengan especies en cautiverio, como zoológicos, centros de exhibición pública u otros.


Para estos efectos, se entenderá por centros de rehabilitación de especies hidrobiológicas los establecimientos destinados a mantener temporalmente a los ejemplares con el fin de efectuarles controles sanitarios y,o proporcionarles el tratamiento veterinario o asistencial apropiado para su recuperación y,o rehabilitación, según sea el caso. La permanencia de los ejemplares en dichos centros de rehabilitación deberá ser evaluada periódicamente por un profesional competente.


Las actividades de rehabilitación deberán respetar las características biológicas y de comportamiento de las distintas especies, en especial, no procederá la rehabilitación “ex situ” tratándose de cetáceos mayores.


Artículo 13 C.- Mediante resolución de la Subsecretaría, previo informe técnico del Servicio, se establecerá el procedimiento de reconocimiento oficial de los centros de rehabilitación autorizados a mantener ejemplares de acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior, los requisitos que deberán cumplir para efectos de dicho reconocimiento, la clasificación de acuerdo con el tipo de actividades que le sean autorizadas y el procedimiento de certificación al que deberán someterse periódicamente. El Registro de los centros de rehabilitación que llevará el Servicio deberá ser público y actualizado mediante evaluaciones periódicas que garanticen el cumplimiento de estándares sanitarios y medio ambientales.


Artículo 13 D.- La reinserción o liberación de los ejemplares mantenidos en un centro de rehabilitación deberá efectuarse en su hábitat natural. Un reglamento establecerá el procedimiento de reinserción, sus características y la calidad técnica que deberá poseer el personal que ejecute dicha actividad.


Artículo 13 E.- La observación de mamíferos, reptiles y aves hidrobiológicas consistente en el acercamiento voluntario a ejemplares de tales especies en forma directa o desde un medio de transporte aéreo, terrestre, marítimo, lacustre y,o fluvial, con la finalidad de propiciar un contacto visual con éstas en su hábitat  natural, con fines recreativos, de investigación y,o educativos, quedará sometida a las disposiciones del presente párrafo. 


En el desarrollo de las actividades de observación se deberá garantizar un comportamiento amistoso con los ejemplares así como el respeto a las características específicas de cada especie y la seguridad de los observadores. Se prohíbe la realización de cualquier acto de acoso y,o de persecución que altere la conducta de algún ejemplar, o que implique forzar el contacto físico con algún ejemplar ocasionando maltrato, estrés y,o daño físico al mismo.


Uno o más reglamentos establecerán los procedimientos y requisitos a que se someterá la observación de mamíferos, reptiles y aves hidrobiológicas.”.


2) Agréganse los siguientes artículos 135 bis y 135 ter:


“Artículo 135 bis.- El que dé muerte o realice actividades de caza o captura de un ejemplar de cualquier especie cetácea será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo y comiso, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondan de conformidad a la ley. Asimismo, el que tenga, posea, transporte, desembarque, elabore o efectúe cualquier proceso de transformación, así como comercialice o almacene estas especies vivas o muertas o parte de estas será sancionado con la pena de comiso y presidio menor en su grado medio, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondan de conformidad a la ley.


No tendrá responsabilidad penal el que con fines de investigación y rehabilitación, mantenga en cautiverio, posea o transporte ejemplares vivos, siempre que cuente con un permiso temporal y específico otorgado por la Subsecretaría o el Servicio, según corresponda.


Asimismo, no tendrá responsabilidad penal, el que tenga, posea o transporte ejemplares muertos, partes de estos o sus derivados, siempre que cuente con un permiso otorgado por el Servicio. Dicha autorización sólo podrá ser otorgada a instituciones de educación reconocidas por el Estado, museos y centros de investigación y conservación marina ubicados en el territorio nacional que tengan fines de docencia, investigación, depósito o exhibición.


No constituirá delito la muerte accidental de los ejemplares de cetáceos siempre que se acredite el cumplimiento de las normas de seguridad emanadas de las autoridades competentes y lo establecido en la ley.


Artículo 135 ter.- Las naves que circulen en aguas de jurisdicción nacional y las aeronaves que sobrevuelen el espacio aéreo bajo jurisdicción nacional que desarrollen actividades de avistamiento y observación deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 13 E. El incumplimiento de estas obligaciones será sancionado de conformidad a lo señalado en el artículo 116.


Lo anterior es sin perjuicio del cumplimiento de las normas sobre seguridad marítima y aérea, y sobre navegación y aeronavegación establecidas por la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante y por la Dirección General de Aeronáutica Civil, según corresponda.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 20 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Nelson Avila (Presidente Accidental), Carlos Bianchi y Antonio Horvath.


Sala de la Comisión, a 1 de septiembre de 2008.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, 
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONCEDE, POR ESPECIAL GRACIA, LA NACIONALIDAD CHILENA A LA MADRE DOMNINA GARCÍA DE PRADO

(5728-17)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, que otorga, por especial gracia, la nacionalidad chilena a la madre Domnina García de Prado.


La presente iniciativa, originada en Moción de los Honorables Diputados señores Sergio Correa de la Cerda, Rodrigo Alvarez Zenteno, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Enrique Jaramillo Becker, José Antonio Kast Rist, Pablo Lorenzini Basso, Osvaldo Palma Flores, Jorge Sabag Villalobos, Esteban Valenzuela Van Treek y Germán Verdugo Soto, fue aprobada en general y en particular por la Honorable Cámara de Diputados, en su sesión del 12 de junio pasado.


Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado en la sesión del 17 de junio de 2008, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -


Cabe dejar constancia que, a la sesión en que vuestra Comisión analizó la iniciativa en informe, asistió el Honorable Diputado señor Sergio Correa de la Cerda.

- - -


Vuestra Comisión, teniendo presente que la iniciativa consta de un artículo único, así como lo prescrito por el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó efectuar y proponer su discusión en general y particular a la vez.

- - -  

ANTECEDENTES GENERALES


1.- De Derecho: La nacionalidad por especial gracia se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, Nº 4°, dispone que son chilenos: “4º. Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 


2.- Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:


a.- La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.


b.- Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.


c.- Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado a la República.


d.- Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.


e.- A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.


f.- Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.


3.- La Moción que da origen al proyecto en informe, que contiene una relación de la vida y obra de la religiosa española Domnina García de Prado.


Expresa que Domnina García de Prado nació en León, España, el 5 de noviembre de 1927, siendo hija de Cecilio García y de Irene de Prado Tejerina, y la duodécima de catorce hermanos.

Señala que abrazó la vida religiosa el 2 de febrero de 1944 en las Siervas de Jesús de la Caridad en Bilbao, España, realizando sus votos perpetuos en agosto de 1951, en la ciudad de León.


Llega a Molina, Chile, después de dejar su congregación, para vivir la parábola del Buen Samaritano y dedicarse al cuidado de los más desprotegidos y necesitados. 


Por disposición del Obispo de entonces, Carlos González Cruchaga, su proyecto se bautizó con el nombre de Hermanas del Buen Samaritano, siendo dado a conocer a la comunidad en diciembre de 1978.


Agrega que, en la actualidad, son 47 las religiosas dedicadas a esta obra, que se encuentran distribuidas en cinco diócesis, con un permanente incremento derivado de nuevas vocaciones, que las atrae desde Chile, Latinoamérica y España.


Indica que la Casa Hogar de Molina atiende a más de 200 enfermos terminales, la mayor parte de los cuales provienen de los sectores más pobres de la Región y, agrega, constantemente acoge enfermos en situación de abandono.


Resalta que el Hogar es de óptimo nivel, comparable con las mejores clínicas privadas, y que sus pabellones se han levantado merced a la ayuda de particulares y de la Fundación San José de la Dehesa, de los Padres Trapenses.


Concluye expresando que la constante acción de la religiosa, que lucha contra la pobreza y el sufrimiento humano, y la gran obra bienhechora realizada a favor de nuestro país, constituyen méritos más que suficientes para brindarle por ley la nacionalidad chilena, a que es plenamente merecedora.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR A LA VEZ


Puesto en discusión el proyecto, hace uso de la palabra el Honorable Diputado señor Correa de la Cuerda quien, en su calidad de autor de la Moción, reafirmó sus fundamentos, y se explayó sobre la acción de la religiosa Domnina García de Prado. 


Además, dio a conocer una breve reseña de antecedentes que dan cuenta del reconocimiento que la sociedad ha dado a su obra.


Sobre el particular, cabe destacar lo siguiente:


El año 1990 fue condecorada por el señor Ministro de Salud, con el Título Presidente de la República Orden de Cruz del Sur en el Grado de Comendador;


En 1993, el Alcalde de la Ilustrísima Municipalidad de Molina le rindió un homenaje público, entregándole un galvano en reconocimiento a su labor de ayuda a los necesitados;


En agosto de 1994, al cumplir 50 años como religiosa, el círculo de amigas de las Hermanas del Bien Samaritano, de Frankfurt, le reconoció por su abnegada labor en beneficio de los más pobres;


El mismo año, diversas organizaciones sociales de Molina, como Cordam, Conrapram, Cruz Roja, Comité de Ayuda al Niño Lisiado, Comité de Damas Amigas del Hospital y Cema, entre otras, le rindieron un público homenaje por su labor en pro de los enfermos y necesitados de amor;


En el año 1998 la Fundación Osvaldo Pérez Valdés y Maria Luisa Zañartu la distinguió, con su máximo premio anual, por su importante labor humanitaria en beneficio de los enfermos terminales, y


En el año 1999 la organización hispana Tonetti Ren Tdisbidetal le entregó el premio Tonetti, a nivel internacional, a la labor humanitaria realizada por la religiosa.  


Concluyó, el Honorable señor Diputado, haciendo presente que la obra de la religiosa justifica plenamente el otorgar la nacionalidad por gracia, y que el reconocimiento público, de que permanentemente es objeto, resalta sus méritos. 


Puesto en votación el proyecto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick (Presidente), Kuschel y Naranjo, le prestó su aprobación en los mismos términos que propone la Cámara de origen.


En consecuencia, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros presentes, que aprobéis, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de esta Corporación, en general y en particular a la  vez, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, en los mismos términos que viene formulado, a saber.


“PROYECTO DE LEY


"Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, a la religiosa española Madre Domnina García de Prado.”.

- - -  


Acordado en sesión celebrada el día 13 de agosto de 2008, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Andrés Chadwick Piñera (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jaime Naranjo Ortiz. 


Sala de la Comisión, a 18 de agosto de 2008.

(Fdo.): JUAN PABLO DURÁN GONZÁLEZ, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, SOBRE CONTRATO ESPECIAL DE TRIPULANTES DE VUELO Y TRIPULANTES AUXILIARES DE AERONAVES COMERCIALES DE PASAJEROS Y CARGA

(5820-13)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República. 


Cabe destacar que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en los artículos 36 y 127 del Reglamento de la Corporación. Asimismo, es dable señalar que la Comisión, aun cuando el proyecto consta de un artículo único, resolvió, unánimemente, proponer a la Sala aprobarlo sólo en general y abrir un plazo de indicaciones para su revisión en segundo informe.


A una o más de las sesiones en que se consideró esta iniciativa legal concurrieron, además de los miembros de la Comisión, el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade, acompañado por su asesor legislativo, señor Francisco Del Río, y por su asesor jurídico, señor Cristián Pumarino.


Asimismo, concurrieron especialmente invitadas a exponer sus puntos de vista sobre el proyecto de ley en informe, las entidades que se indican a continuación, representadas del siguiente modo:


La compañía aérea LAN Airlines, representada por el Presidente del Directorio, señor Jorge Awad; el Vicepresidente de Personas, señor Emilio Del Real; el Gerente de Relaciones Laborales, señor Carlos Valenzuela; el Gerente de Servicio a Bordo, señor Álvaro Zamorano; el abogado, señor Matías Cristi, y la Jefa de Prensa, señora Lorena Monsalves.

El Sindicato de Pilotos LAN, encabezado por su Presidente, señor Gustaf Strengell; acompañado por el Secretario, señor Ian Staiger, y el Tesorero, señor Mauricio Sougarret. 


El Sindicato de Pilotos de Lanexpress, por intermedio de su Presidente, señor Álvaro Soto, y su Secretario, señor Darwin Herrera. 


El Sindicato de Tripulantes de Cabina de LAN Airlines (STCLA), representado por su Presidenta, señora Arlette Gay; el Tesorero, señor Víctor Bartolomé, y el Director, señor Mauricio Barrera. 


El Sindicato de Tripulantes de Cabina de Lanexpress, encabezado por su Presidenta, señora Astrid Peña; la Secretaria, señora Carmen Gloria Stanke, y la asesora, señora Pilar Sierra. 


La compañía aérea Sky Airline, por intermedio de su Gerente de Recursos Humanos, señor Andrés Alvear, y el abogado Fiscal, señor Felipe Volante. 


El Sindicato de Tripulantes de Cabina y Pilotos de Sky Airline, representado por su Presidente, señor Constantino Marentis, y su Tesorero, señor Gastón Ronda. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO



Fundamentalmente, dotar de un estatuto laboral especial a los tripulantes de vuelo y tripulantes auxiliares que se desempeñan en el ámbito de la aeronáutica comercial de pasajeros y de carga, respetando las normas sobre condiciones de seguridad propias de la navegación aérea.
- - -

ANTECEDENTES



Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


- El Código del Trabajo.


- El Código Aeronáutico.


- El Convenio de Aviación Civil Internacional (OACI), suscrito en Chicago, el 7 de diciembre de 1944, ratificado por Chile con fecha 11 de marzo de 1947 y publicado en el Diario Oficial del 6 de diciembre de 1957.
II. ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da origen a este proyecto de ley señala, entre sus fundamentos, los siguientes:


En primer término, expresa que el actual Gobierno se ha impuesto como una de sus metas fundamentales la ampliación creciente y progresiva de la cobertura de la legislación laboral y previsional a una cada vez mayor cantidad de trabajadores, a fin de que sus normas de protección puedan resguardar adecuadamente sus condiciones de empleo, así como también de que se configure una relación laboral basada en los criterios sobre Trabajo Decente adoptados por la Organización Internacional del Trabajo, el cual, más allá de su nivel remuneracional, es aquél que se desarrolla en condiciones de cumplimiento legal, de seguridad personal y de respeto por la dignidad de las personas que entregan su esfuerzo al éxito de una empresa.


Añade que, por otra parte, nuestra sociedad asiste progresivamente a fenómenos como el surgimiento de nuevas formas de empleo y, dentro de las formas ya conocidas o consolidadas, emergen nuevos desafíos personales y técnicos derivados ya sea del desarrollo tecnológico o del cambio en las condiciones de mercado que rediseñan forzosamente los requerimientos de jornada, remuneraciones y seguridad que conforman la relación laboral.


En este contexto, enfatiza el Ejecutivo, aparece como necesario que los trabajadores que se desempeñan en actividades tan sensibles al desarrollo del país, como la aeronáutica comercial de pasajeros y de carga, se encuentren dotados de un estatuto jurídico que, por una parte, dé cuenta de las particularidades de su quehacer laboral y, por otra, asegure niveles de protección laboral acordes con los requerimientos de una sociedad más justa y equitativa.


Puntualiza que, en el caso particular de los tripulantes de vuelo y tripulantes auxiliares de aeronaves comerciales de pasajeros y carga, el desafío laboral también consigna el deber de velar por las condiciones de seguridad de este masivo medio de transporte, condiciones que, a la luz de la legislación vigente, se encuentran determinadas por la Dirección General de Aeronáutica Civil.


En razón de lo anterior, acota el Mensaje, mediante esta iniciativa legal el Ejecutivo emprende un significativo esfuerzo por dotar a estos trabajadores de un marco normativo que resuelva desde los criterios del trabajo decente, los problemas de cumplimiento laboral, principalmente relacionados con la distribución de la jornada de trabajo y descansos a que se encuentran sujetos. Ello, insiste, sin alterar en modo alguno las condiciones de seguridad en los vuelos, fijadas de forma privativa por la Dirección General de Aeronáutica Civil. 


Agrega que el mundo laboral de estos trabajadores es de suyo complejo. Sus jornadas de trabajo se encuentran determinadas por condiciones técnicas de seguridad en los vuelos y por requerimientos horarios sobre los que es imposible aplicar las normas generales contenidas en el Código del Trabajo, lo cual ha motivado la intervención administrativa mediante la dictación de normas especiales, las que deben, además, complementarse con el criterio tutelar del trabajador y su familia que inspira la legislación laboral.


En efecto, apunta, en la regulación aplicable a estos trabajadores deben considerarse en forma especial diversos aspectos inherentes a su función, entre los cuales se mencionan:


- La fatiga, tensión y alteración fisiológica del organismo a causa de la naturaleza de la actividad y la modificación del ciclo sueño-vigilia por la operación a través de múltiples husos horarios, así como también por los cambios meteorológicos o climáticos, en espacial en vuelos prolongados, y que afectan a los trabajadores. En particular, se debe considerar la medicina preventiva y salud ocupacional para la detección oportuna de enfermedades y trastornos que puedan afectar las capacidades física, psíquica, cognitiva e intelectual, y que pudieran tener consecuencias sobre su rendimiento y desempeño seguro, cuando desarrollen su trabajo en las aeronaves.


- La responsabilidad directa sobre la seguridad de la vida de los pasajeros y los miembros de la tripulación.


- El sistema de vida en el que, mensualmente. más de la mitad de su tiempo transcurren fuera de su hogar y lejos de su familia. Consecuencia de ello, por ejemplo, es la imposibilidad actual de ejercer el derecho de amamantar al hijo en el período posterior al permiso post natal.


- Las exigencias y controles periódicos de las aptitudes técnicas y médicas para prestar sus servicios.


A este respecto, añade la iniciativa legal, debe establecerse una diferencia clara entre las normas regulatorias laborales y aquellas en que la ley confiere facultades a la Dirección General de Aeronáutica Civil para velar por la seguridad en los vuelos. Enfatiza que el sentido del presente proyecto de ley se orienta a que, respetando en su integridad las normas técnicas de la Dirección General de Aeronáutica Civil, se avance hacia una normalización de los contornos laborales de la actividad.


Por el contrario, explica, cuando un sector productivo no accede a normas claras en sus relaciones laborales, queda el campo abierto para la interpretación errónea o a veces abusiva de sus términos. Es este el momento en que el Estado debe regular dicha relación para compatibilizar sus requerimientos productivos con las particularidades de la actividad. Ejemplo de ello ha sido el esfuerzo desplegado por los Gobiernos de la Concertación de Partidos por la Democracia, para consagrar en la ley los estatutos laborales de los artistas y técnicos de espectáculos y el de los deportistas profesionales, cuerpos legales que han permitido un desarrollo fluido de la actividad, pero en condiciones de protección social eficiente y de acceso a la seguridad social.


En el caso de la iniciativa propuesta, acota el Mensaje, la Dirección Nacional del Trabajo ha debido intervenir en reiteradas oportunidades mediante dictámenes, por ejemplo, para intentar proteger a los trabajadores de conductas como el cambio unilateral y de improviso de los roles de vuelo que equivalen a la planificación de la jornada de trabajo. Advierte que ello trae como consecuencia la imposibilidad de mantener una mínima presencia constante en el grupo familiar del trabajador.


Asimismo, en materia de jornada de trabajo y descansos, la atipicidad de la actividad se manifiesta en la relación de días y horas de trabajo con su consecutivo de días y horas de descanso, siguiendo como referencia básica las determinaciones que, por motivos de seguridad en los vuelos, establece la Dirección General de Aeronáutica Civil. En esta misma línea, se innova en materia de distribución semanal de la jornada, mensualizando su cómputo, de tal forma de otorgar las necesarias flexibilidades al negocio aéreo, y en materia de descanso dominical se otorga a la empresa la facultad para pactar el otorgamiento del descanso dominical propio de una faena continua, o bien compensar esta eventualidad en la forma equivalente al sistema vigente para una jornada excepcional de trabajo.


De la misma forma, agrega el Mensaje, existen en este sector de la actividad económica algunas distorsiones en materia de remuneraciones, considerando que la prestación de servicios se desarrolla mediante diferentes modalidades, como el Período de Servicio de Vuelo, el Período de Servicio y los Turnos de Llamada o Período de Retén.


Al respecto, enfatiza, no parece razonable que algunas de estas modalidades no sean remuneradas, como es el caso de los eventos o ferias celebradas en el extranjero, que son compensadas únicamente con el respectivo viático, el que, por otra parte, constituye una obligación legal de todo empleador en esas circunstancias.


En cuanto a las normas de protección a la maternidad, en especial durante el período posterior al permiso legal después del parto, el Ejecutivo advierte que no existe regulación alguna que permita otorgar el marco necesario para ajustar la actividad a las obligaciones de alimentación y cuidado infantil de la madre, por lo que se ha estimado oportuno abrir una instancia que posibilite llegar a un acuerdo satisfactorio para ambas partes en este sentido.


Acota que, en mérito de estas razones fundamentales, el Gobierno, mediante esta iniciativa de ley, ha tomado la decisión de avanzar en la regulación de las funciones, especialmente de la jornada laboral de los trabajadores que se desempeñan como tripulantes de vuelo y tripulantes auxiliares de aeronaves comerciales de pasajeros y de carga, en el entendido de que sus condiciones laborales deben garantizar las condiciones de seguridad aérea y el desarrollo comercial de la actividad, pero también la protección laboral de sus trabajadores y sus familias.


A continuación, el Mensaje describe los contenidos del proyecto de ley en informe, los cuales comprenden la creación de un contrato especial de trabajo y las regulaciones específicas propias del mismo, entre ellas, el establecimiento de definiciones, la determinación de la jornada laboral y el ejercicio de otros derechos.


En primer lugar, explica, la iniciativa legal en estudio crea un contrato especial de tripulantes de vuelo y tripulantes auxiliares de aeronaves comerciales de pasajeros y carga, actividad que, al igual que los trabajadores embarcados o gente de mar, requiere un tratamiento especial en la aplicación de las normas laborales relativas, especialmente, a la jornada de trabajo.


Para estos efectos, puntualiza, se introduce un nuevo Capítulo VII, en el Título II, del Libro I del Código del Trabajo. Dicho Título contiene, entre otras, las regulaciones laborales especiales para los trabajadores agrícolas, los trabajadores embarcados, de casa particular y artistas y técnicos de espectáculos.


Añade que la regulación de la actividad mediante un contrato especial, tiene la ventaja de dar cuenta de las especificidades de la respectiva actividad, pero al estar inserta en el Código del Trabajo, le son aplicables todas aquellas normas sobre derechos individuales y colectivos que consagra el resto del Código, en tanto no sean incompatibles con las normas especiales.


En lo que respecta a las regulaciones específicas, agrega que la iniciativa propuesta define una serie de términos técnicos propios de la aeronáutica comercial, lo cual fija un marco de interpretación laboral para una correcta aplicación de las normas correspondientes. Ello resulta especialmente importante por cuanto la aplicación de la ley laboral requiere certeza de contenidos respecto de términos tales como, “tripulación de vuelo”, “tripulación auxiliar”, “rol de vuelo”, “período de servicio de vuelo”, “período de servicio” y “tiempo de vuelo”.


En efecto, el concepto vulgar de “tripulación” no necesariamente es útil para determinar el ámbito de aplicación de la ley, por lo que se asocia a aquellos trabajadores poseedores de licencia o calificación que les permita asumir labores esenciales en la operación de una nave en vuelo.


De la misma forma, los conceptos de “período de servicio” y “servicio de vuelo”, se diferencian en que el primero corresponde a cualquier actividad asignada por el operador a un tripulante, que no se relaciona directamente con la ejecución de un vuelo, y respecto de las cuales se aplican las normas generales de jornada de trabajo. El segundo, en cambio, dice relación directa con la operación de un vuelo, desde el momento en que un tripulante se presenta en las dependencias aeroportuarias o lugar asignado por el operador, con el objeto de preparar, realizar y finalizar operacional y administrativamente un vuelo, hasta que el tripulante es liberado de toda función.


Sobre esta materia, el Mensaje aclara que toda la nomenclatura técnico-aeronáutica utilizada en este proyecto de ley, debe interpretarse en el sentido que le confiere tanto la normativa internacional derivada del Convenio de Chicago, como las regulaciones aeronáuticas nacionales, especialmente las contenidas en el Código Aeronáutico.

En cuanto a la regulación de la jornada laboral de este sector específico de trabajadores, el Ejecutivo destaca que dicha materia constituye el centro de la propuesta legislativa. Al respecto, enfatiza que se trata de un contenido de alta complejidad y que requiere especial atención en su tratamiento legal.


En efecto, explica, por una parte debe observarse una regulación flexible en lo referente a los tiempos de vuelo, atendida la duración de los mismos y los cambios en las condiciones de seguridad y de mercado que obligan a las compañías, pero, por otra parte, el trabajador debe contar con ciertas certezas derivadas del hecho de que su contrato es un contrato de trabajo y la jornada es una cláusula del mismo, que se pacta de común acuerdo entre las partes, por lo que su modificación también debe ser materia de un acuerdo posterior.


Advierte que se trata de un elemento complejo, puesto que se compone de diversos tipos de jornada, sea en tierra, en vuelo, o bien en período de turno, es decir, a disposición del empleador en un tiempo de espera. A este respecto, anuncia, el proyecto propone el reconocimiento de tres tipos de jornada: la jornada ordinaria que será mensualizada, la jornada especial, para vuelos de mayor duración, y el período de retén o turno de llamada, en el que el trabajador se encuentra a disposición del empleador. Cada una de ellas tiene asociado un período de descanso acorde con sus exigencias físicas.


En general, acota, la propuesta avanza hacia el establecimiento de un sistema mensualizado de jornada ordinaria de trabajo de 160 horas, salvo que la Dirección General de Aeronáutica Civil, por razones de seguridad, decida establecer una jornada menor, con un límite de hasta 12 horas diarias continuas de labores y con un régimen de descanso progresivo en tanto sea mayor o menor el período de servicio de vuelo respectivo.


En el marco de la jornada especial, ésta se limita a los vuelos en que se requiere adicionar a la tripulación mínima un número determinado de tripulantes para alcanzar destinos más lejanos o ejecutar vuelos de ida y regreso al lugar donde se inició el vuelo. En estos casos, al arribar al punto de destino, bajo ninguna circunstancia, se podrá proseguir otro vuelo con la misma tripulación, debiéndose otorgar reposos en condiciones de comodidad dentro de la aeronave, pero con un límite de permanencia de 20 horas en un lapso de 24 horas, salvo que la Dirección General de Aeronáutica Civil, por razones de seguridad, decida establecer otras limitaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, si las funciones del trabajador se ejercen en tierra, deben aplicarse las normas generales de jornada contempladas en el Código del Trabajo.


Finalmente, se establecen algunas regulaciones respecto de los períodos mínimos mensuales en los que el trabajador debe permanecer en su lugar de residencia, reglamentándose que la planificación de los roles de vuelo no pueden implicar que el trabajador pernocte más de 18 noches al mes fuera del lugar de su residencia. Asimismo, el período de retén o turnos de emergencia para reemplazos u otras contingencias, no podrá sobrepasar de 12 horas continuas y deberá ser compensado de común acuerdo entre las partes.


En lo relativo al ejercicio de otros derechos, la iniciativa además se hace cargo de la distorsión que significa que estos trabajadores, que en un 80% están compuesto por mujeres, no accedan al permiso de amamantamiento luego del período post natal, estableciendo que, transcurrido ese período, sus labores deberán preferentemente desarrollarse en tierra y, en caso contrario, gozarán de mayores períodos de descanso continuo.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio de este proyecto de ley, el Ejecutivo, en su calidad de autor del mismo, explicó sus fundamentos, características y contenidos.


En primer lugar, expuso el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, quien se refirió a los principales aspectos del proyecto y a los motivos en que se sustenta.


Al comenzar su intervención, el Secretario de Estado señaló que esta iniciativa legal responde a la necesidad de dar protección a los derechos laborales de los trabajadores que se desempeñan en el ámbito de la aeronáutica civil. Dicha actividad, subrayó, reviste especiales características, las cuales no permiten la aplicación eficaz de las normas generales contenidas en el Código del Trabajo. Ello hace necesario consagrar una normativa especial que aborde esta materia, resolviendo aspectos tales como la jornada laboral y el ejercicio de ciertos derechos, entre ellos, el descanso dominical y el derecho de la madre trabajadora para alimentar al hijo menor de dos años de edad.


Destacó que la actividad de los trabajadores del sector aeronáutico está, además, regulada por una normativa adicional sobre seguridad aérea y sujeta al control administrativo de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC).


En consecuencia, apuntó, se trata de otorgar a esta actividad un estatuto jurídico propio que regule su aspecto laboral, respetando las normas que resguardan la seguridad de la misma.


Por otra parte, agregó, la aeronáutica civil es una actividad comercial de especial sensibilidad a los cambios externos de toda índole, particularmente los que afectan al mercado y a su seguridad. Basta recordar, añadió, los atentados que en el año 2001 se cometieron contra las Torres Gemelas en Nueva York, los cuales grafican el impacto que tales hechos pueden tener en esta actividad. Acontecimientos de esa naturaleza, acotó, alteran inmediata y directamente la oferta y la demanda de estos servicios, y con ello, consecuencialmente, se afecta la estabilidad laboral de miles de trabajadores.


En ese contexto, recalcó, el Ministerio a su cargo ha desplegado un importante esfuerzo para plasmar en un texto legal -equilibrado y concordante con el resto de la normativa laboral-, una combinación entre protección de los derechos de los trabajadores y la necesaria adaptabilidad que debe tener la gestión de la industria aeronáutica en nuestro tiempo. 


Junto con dicho esfuerzo, enfatizó, se ha desarrollado un proceso de diálogo y entendimiento sobre los ajustes y perfeccionamientos que es necesario introducir al proyecto para que éste cumpla eficientemente su objetivo. Es así como entre los diversos actores del sector y el Ministerio del Trabajo y Previsión Social se ha alcanzado un importante consenso en materia de regulación de jornada laboral -tema que es extremadamente complejo en este ámbito-, así como también en cuanto al sistema de descanso y los derechos referidos a la maternidad.


Este proceso, apuntó, que ha involucrado al principal operador del sector, a trabajadores y a expertos, ha permitido decantar muchas normas de la iniciativa legal, lo cual, sin duda, contribuirá a un más expedito trabajo legislativo. Esfuerzos como éste, enfatizó, representan la concreción de una cultura de relaciones laborales basadas en el entendimiento y no en la confrontación. Recordó que esa fue la misma idea que inspiró el acuerdo logrado en el sector del transporte de carga terrestre y en el sector pesquero, en ambos casos con positivos resultados.


A continuación, el asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó los principales contenidos del proyecto de ley en informe.


Acompañó su exposición con un documento en el cual se grafican las características de esta iniciativa legal. Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

En primer lugar, destacó que este proyecto de ley representa una importante oportunidad en el intento de combinar un adecuado estándar de protección laboral con la necesaria flexibilidad que debe tener una actividad de características complejas y particulares. Desde esa perspectiva, anunció que su exposición contemplaría tres partes. La primera, que explicará las razones por las cuales es necesaria una regulación especial sobre la materia, es decir, cuál es la noción que diferencia esta actividad de otras y que justifica la instauración de toda una normativa particular respecto de los tripulantes de vuelo, en lugar de hacer sólo algunas adecuaciones menores en la legislación general del trabajo. En segundo término, se revisará cómo incide la protección laboral frente a una nueva forma de empleo como la que se está tratando. Y, finalmente, se expondrán los contenidos principales del proyecto y algunos acuerdos a que se ha llegado en torno a dichos contenidos.


En cuanto a por qué es necesario un contrato especial de tripulantes de vuelo, señaló que hoy día sabemos que la jornada de trabajo -principalmente regulada en los artículos 21, 22 y 28 del Código del Trabajo-, tiene un diseño que responde a varios supuestos, los cuales se estructuran sobre la base de un cómputo de horas, de días y de semanas. En ese esquema, un día tipo, que se inicia a las 00:00 horas, abarca, primeramente, el período de descanso del trabajador, luego le sigue la jornada laboral -que se interrumpe, por ejemplo, media hora-, y, finalmente, viene un nuevo período de descanso hasta el día siguiente. Uno de los supuestos en que se sustenta dicha estructura, es que exista entre estos días y semanas de trabajo, una cierta homogeneidad en la distribución de la jornada laboral. Ello también supone que exista un cómputo diario, en el cual el día comienza a las 00:00 y termina a las 24:00 horas. Asimismo, supone un máximo de 10 horas laborables, solamente interrumpidas por media hora de colación o aquella porción de tiempo que se pacte entre las partes para tales efectos. Normalmente la jornada diaria fluctúa entre 7 horas y media y 9 horas, sin considerar la jornada extraordinaria. Adicionalmente, agregó, esa ordenación en horas y luego diaria, supone una posterior ordenación semanal, conforme a la cual, en un ciclo de 7 días, solamente se puede trabajar un máximo de 45 horas, las que se pueden distribuir en 5 ó 6 días. Ahora bien, todo ese engranaje es el conjunto de elementos sobre el cual se estructura una jornada regular de trabajo, la cual está diseñada respecto de un trabajador industrial, probablemente de una empresa tipo de los años 1950 ó 1960, con alta estabilidad en el empleo y, por tanto, con cierta certeza en la homogeneidad de su jornada laboral.


Sin embargo, advirtió, la naturaleza especial de ciertas labores -como es el caso de la actividad aéreo comercial-, nos saca radicalmente de este esquema, y es así como, siguiendo el mismo número de días descrito anteriormente, si un tripulante de vuelo cumple su actividad laboral en un Período de Servicio de Vuelo a ejecutarse entre Santiago y Madrid, es perfectamente posible encontrar que, si el vuelo se inicia a las 19:00 horas en Chile, culmine en España a las 14:00 horas del día siguiente, con lo cual, evidentemente, el cómputo diario no aplica. Si éste no aplica, consecuencialmente, el cómputo semanal tampoco aplica y, por lo tanto, entramos a un terreno en el cual la legislación laboral debe buscar una solución alternativa que aborde esta nueva situación.


Si, en cambio, se consideran vuelos que no son de largo alcance como el anterior, es decir, en el caso de vuelos domésticos, por ejemplo, dentro de Chile, el primer día puede estar planificado para realizar un Período de Servicio de Vuelo de 10 horas 45 minutos, que se inicia a las 05:30 de la mañana y termina a las 16:10, en la tarde. Luego, viene un período de horas de descanso, tras el cual comience un nuevo Período de Servicio de Vuelo, esta vez de 9 horas de duración, cumpliendo otra vez una jornada laboral, aparentemente distinta a la ejecutada el día anterior. En este ejemplo, apuntó, el cómputo diario tampoco aplica y menos aún el cómputo semanal, porque las horas de descanso en esta actividad son correlativas a las horas de trabajo, y no confrontan, como sucede en la generalidad de los casos, los días de trabajo versus los días de descanso. Agregó que la situación se puede hacer más compleja si se considera, por ejemplo, que en un mes calendario estos trabajadores cumplen Períodos de Servicio de Vuelo y, asimismo, días laborales en tierra, los cuales tienen jornadas laborales distintas y sistemas correlativos de descanso también diferentes, por lo tanto, la jornada de trabajo mensual, que viene de una semanalizada, la cual, a su vez, proviene de una diaria y una horaria, tampoco aplica al caso de la especie.


Por otra parte, enfatizó, este desajuste en la jornada laboral produce automáticamente un impacto relevante en otras instituciones propias del derecho laboral, lo cual también demuestra la necesidad de consagrar un contrato especial de trabajo para esta actividad. Así por ejemplo, si no podemos ubicar una determinada actividad en un esquema de semanalización de jornada laboral, tampoco vamos a poder distinguir claramente cómo se ejerce el derecho al descanso semanal o el derecho de la madre trabajadora para alimentar al hijo menor de dos años, porque hay noches y días enteros en que está fuera de su domicilio -es decir, su base-, lo que dificulta los cómputos pertinentes. Asimismo, no resulta claro qué sucede con las jornadas que no corresponden a prestación de servicios propiamente tal, como son por ejemplo las jornadas de reentrenamiento, que son muy comunes en este ámbito, toda vez que se trata de profesionales que tienen una licencia que debe ser renovada cada cierto tiempo bajo el cumplimiento de determinados requisitos técnicos. La pregunta es si éstas constituyen o no jornada laboral y, según eso, si corresponde o no que sean remuneradas. Igualmente, surge la interrogante si los días fuera de la base son o no días libres o de descanso. Es decir, acotó, persistentemente aparece el efecto distorsionado de la adaptación de un Código del Trabajo que considera una jornada semanalizada y mensualizada, en torno a la aplicación de otros derechos que competen a los trabajadores. No es posible obtener elevados o, al menos, suficientes estándares de protección laboral, si no se legisla en forma especial, dando cuenta de la necesaria flexibilidad que una actividad de esta naturaleza requiere.


En segundo término, en relación a la necesidad de ampliar la protección laboral en el ámbito aéreo comercial, el asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que en este sector conviven dos regulaciones. Por un lado, acotó, existe una normativa general laboral a la que están sujetos todos los trabajadores -los cuales se rigen por un contrato de trabajo, cumplen una jornada laboral, perciben remuneraciones, se les descuentan cotizaciones previsionales, etcétera- y, por el otro lado, al mismo tiempo, se les aplica una regulación de seguridad aérea, que es la normativa emanada de la Dirección General de Aeronáutica Civil, la cual, además, contempla algunas disposiciones que son fronterizas con el tema laboral, como por ejemplo, las normas que imponen, por razones de seguridad, cierta cantidad de horas de vuelo o de descanso al día, lo que dice directa relación con la ejecución de la jornada laboral.


Por otra parte, también es posible constatar que en este sector coexisten diferentes estándares laborales, porque en este mercado participan tanto empresas nacionales como extranjeras. Asimismo, se aplican otras regulaciones de seguridad que no provienen de la Dirección General de Aeronáutica Civil, sino que, por ejemplo, corresponden a la normativa estadounidense sobre seguridad aérea internacional. 


En consecuencia, apuntó, estamos frente a una actividad cuya compleja naturaleza técnica nos conduce a una serie de preguntas sin respuesta y que significan que hay vacíos legales que es preciso llenar. Acotó que sería extremadamente difícil y ambicioso sostener que para cubrir estos vacíos legales, bastaría efectuar un conjunto de pequeñas modificaciones en el extenso catálogo de artículos del Código del Trabajo, razón por la cual una regulación sistematizada y organizada en un contrato especial, parece ser la mejor herramienta.


Agregó que también es posible constatar en este sector la heterogeneidad de los trabajadores y sus requerimientos. No es común observar que, conforme al perfil de los trabajadores de un área determinada, éstos son tan heterogéneos que necesitan regulaciones amplias que los abarquen a todos. Para graficarlo señaló que hay trabajadores que utilizan estos empleos como un mecanismo de promoción a otros cargos, o como un mecanismo de perfeccionamiento profesional en otras disciplinas, o hay otros para quienes su remuneración es un elemento coadyuvante al ingreso familiar. Entonces, añadió, ante estas realidades tan distintas y estos requerimientos de flexibilidad y de protección laboral también diferentes, contar con una regulación que los involucre cabalmente a todos, constituye, sin duda, un desafío especialmente importante.


Finalmente, indicó que es necesario ampliar la protección laboral de este sector, porque se trata de una actividad altamente sensible a los factores externos. En efecto, este sector de la industria, como pocos, responde en forma inmediata a los cambios del mercado, a los cambios climáticos, o a los cambios en la seguridad en los vuelos. Basta recordar que el atentado a las Torres Gemelas redujo el mercado aéreo en un solo día. Los hechos cotidianos también afectan los derechos laborales de estos trabajadores, ya sea, por ejemplo, por la ocurrencia de una tormenta o la imposibilidad de aterrizar en un aeropuerto determinado. Lo anterior demuestra que, desde los factores más complejos hasta los más simples, todos afectan directamente el ejercicio de esta actividad.


En cuanto a la estructura básica del proyecto de ley, el asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que la iniciativa combina estándares mínimos con posibilidades de consensuar acuerdos entre el empleador y los trabajadores, privilegiando los de carácter colectivo. Es decir, explicó, se establece una malla de derechos, articulados sobre la base de la flexibilidad natural que requiere esta actividad y, sobre esos estándares mínimos, se permiten un conjunto de acuerdos entre empleador y trabajadores para hacer efectivos tales derechos.


Un segundo eje sobre el cual se construye este proyecto de ley, añadió, es el reconocimiento de que en algunas empresas existen ciertos estándares por sobre los mínimos legales. El conjunto de autorregulaciones que se han ido dando las empresas está en directa relación con el tipo de mercado que absorben, los cuales son muy diferentes según la compañía comercial de que se trate, por lo tanto sus niveles de relaciones laborales son también diferentes, así como distintos son sus grados de acuerdo sobre las materias en cuestión.


Un tercer pilar del proyecto, consiste en que éste adecua las instituciones del Código del Trabajo a las realidades del sector, es decir, recoge, por ejemplo, el derecho a alimentación del menor, el derecho al descanso dominical, el derecho a los feriados, y los transforma en una normativa adecuada aplicable para este sector de la actividad económica, conforme a sus propias características, lo cual, por lo demás, es muy propio de todo contrato especial.


En relación a los contenidos específicos de la iniciativa legal, señaló que ésta comienza estableciendo una serie de definiciones referidas a conceptos propios del ámbito aéreo comercial y que permiten estructurar y entender las normas siguientes. Entre ellos, mencionó el Período de Servicio de Vuelo, que básicamente comprende todas aquellas actividades que se realizan desde el inicio y hasta el término de un vuelo comercial; el Período de Servicio, que se refiere a aquellas actividades anexas que no necesariamente están relacionadas con un vuelo; el Tiempo de Vuelo, que es el período que transcurre desde que la aeronave es puesta en movimiento y hasta su completa detención. Especial mención hizo del denominado Rol de Vuelo, instrumento que calificó de gran importancia toda vez que constituye la jornada laboral de estos trabajadores y, como tal, tiene un papel clave en esta iniciativa legal. El Rol de Vuelo, agregó, es una planificación mensual que contiene los horarios de salidas y de llegadas de los vuelos durante los 30 días siguientes. El proyecto de ley equipara este Rol de Vuelo al pacto o cláusula sobre jornada laboral que debe contener todo contrato de trabajo. Sin perjuicio de los perfeccionamientos que sea necesario incorporar durante la discusión en particular, destacó que este Rol de Vuelo no es un instrumento inamovible ni rígido, toda vez que las propias condiciones en que se desarrolla esta actividad exigen cierta flexibilidad ante los cambios que sea preciso incorporar al mismo, por ejemplo, por un imprevisto cambio climático o por el cierre de un aeropuerto. Atendido lo anterior, el proyecto de ley contempla algunos mecanismos, varios de ellos acordados en el proceso de diálogo al que ya se ha hecho referencia, mediante los cuales se intenta establecer la necesaria flexibilidad de este Rol de Vuelo, sin que ello signifique un menoscabo a los derechos de los trabajadores.


En cuanto a la estructura de la jornada laboral -que es uno de los elementos esenciales de este proyecto de ley-, distingue una jornada ordinaria, que se mensualiza, con un total de 160 horas al mes, dentro de las cuales se contempla la debida correlación entre horas de servicio y horas de descanso. Asimismo, considera una jornada de trabajo especial, para los Períodos de Servicios de Vuelo de hasta 20 horas de duración, en vuelos de largo alcance, con descanso a bordo y descansos compensatorios, conforme a una tabla que está acordada, la cual es anterior al proyecto mismo y que corresponde a la diseñada para estos efectos por la Dirección General de Aeronáutica Civil. Finalmente, se contempla la jornada de retén o de turnos de llamado, que también se aplica en otros sectores de la actividad económica. Son conocidos igualmente como turnos de emergencia y corresponden a un período de tiempo durante el cual el trabajador se encuentra a disposición de su empleador para efectuar reemplazos o absorber turnos de urgencia. A este respecto, también se consigna una relación de días continuos de trabajo versus días de descanso.


En materia de remuneraciones, continuó, el proyecto avanza en ordenar los sistemas remuneratorios que hasta ahora se han estado aplicando. Se contempla el pago de los períodos de retén o de llamado, así como también de todas aquellas actividades comprendidas dentro del Período de Servicio de Vuelo. Sin embargo, advirtió, una particularidad de la propuesta legislativa es que no se contempla la posibilidad de pactar jornadas extraordinarias de trabajo, toda vez que la propia ley asigna un recargo de horas extraordinarias a algunas extensiones que por causa de fuerza mayor se puedan producir en la jornada de trabajo. Sin perjuicio de lo anterior, aclaró, para las partes siempre es factible pactar mayores recargos respecto de algunas de estas jornadas. Asimismo, se remuneran de manera especial los días festivos trabajados, asunto que hasta ahora no era de clara aplicación, homologando así este derecho con respecto al resto de los trabajadores.


Finalmente, en relación a otros derechos contemplados en la iniciativa legal, se establece el derecho al descanso dominical bajo una fórmula bastante novedosa. Del mismo modo, se consigna el derecho a alimentación del hijo menor de dos años, con la posibilidad de adoptar modalidades distintas a las actualmente contempladas al efecto en el Código del Trabajo. Por otra parte, se considera el derecho a un mínimo de noches en el domicilio del trabajador, que en este ámbito se conoce como su “base”.


En otro orden de ideas, el asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social destacó que, con posterioridad a la presentación de este proyecto de ley, se ha iniciado un proceso de diálogo tripartito entre los principales operadores del sector, los sindicatos de pilotos y de tripulantes de cabina, y el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, proceso el cual ha implicado un perfeccionamiento sustantivo de las normas contempladas en el proyecto original. Sin perjuicio que tales modificaciones serán objeto del estudio en particular de la iniciativa, destacó algunos aspectos relevantes que han sido el resultado de este diálogo.


En primer lugar, en relación al descanso dominical, indicó que es prácticamente imposible hacer efectivo este derecho en esta actividad, en los términos en que está concebido en el Código del Trabajo. Ante la pregunta de cómo resolver este tema para este sector, surge la posibilidad de que Dirección del Trabajo, en uso de sus facultades, establezca un sistema especial de distribución de jornada y de descanso. Sin embargo, advirtió, esta jornada excepcional no sería suficiente para dar cuenta en sus ciclos productivos -ciclos que deben determinarse para fijar tal jornada y que son rígidos-, de la flexibilidad que es necesaria para poder modificar días y horas de trabajo y de descanso al tenor de las contingencias que acontecen en este quehacer laboral y que son ajenas a la voluntad de las partes.


Tras el análisis de esta materia, anunció, se alcanzó un acuerdo conforme al cual se reconoce como principio general el derecho al descanso dominical, y se establece que la forma de ejercerlo es mediante el otorgamiento de cuatro días continuos de descanso, una vez al mes, incluyendo un sábado y un domingo. De esta manera, apuntó, estos cuatro días seguidos podrán contabilizarse, por ejemplo, de un jueves a un domingo o de un sábado a un martes. Explicó que este acuerdo está sustentado sobre la base de establecer 106 horas continuas de descanso -que son el equivalente a 4 días-, las cuales son movibles, en tanto cuanto se pueda, a partir del último vuelo del último día previo al descanso, para dar inicio al mismo. Es decir, para determinar el comienzo de este descanso, la norma se apartaría de la regla general contemplada en el Código del ramo.


Un segundo tema de relevancia derivado de este diálogo tripartito, añadió, dice relación con la jornada de trabajo. Reiteró que la jornada laboral en esta actividad es muy compleja, y para graficarlo, añadió, basta recordar que esta labor ha sido calificada como trabajo pesado por la Comisión Ergonómica Nacional, justamente porque implica jornadas muy extensas, que se prolongan en exceso por razones imponderables. En atención a lo anterior, explicó, se ha consensuado la posibilidad de efectuar la extensión de jornada con mejoramientos en las condiciones de descanso a bordo en los diferentes turnos. Destacó que, incluso, representantes del Ministerio del Trabajo y Previsión Social concurrieron personalmente para hacer una revisión in situ de las actuales condiciones de descanso en las aeronaves -observando, por ejemplo, el grado de reclinación de los asientos-, tanto para pilotos como para tripulantes de cabina. Tras ello, apuntó, se llegó a un acuerdo conforme al cual las extensiones de jornada serán compensadas, sobre todo tratándose de vuelos de largo alcance.


Por último, en un tercer orden de cosas, fruto de este acuerdo también se establece como principio general, el derecho a alimentación del hijo menor de dos años, disponiendo que las partes deberán encontrar las fórmulas que en cada caso sea posible aplicar para hacer efectivo este derecho, pudiendo recurrir a modalidades distintas a aquellas actualmente contempladas para tales efectos en el Código del Trabajo.


Finalmente, el asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social concluyó su intervención destacando que el Ejecutivo tiene el pleno convencimiento de que este es un buen proyecto de ley, que contribuirá a mejorar no sólo la productividad y rentabilidad de la actividad aéreo comercial, sino que también su nivel de relaciones laborales, con un marco claro y preciso de los derechos y obligaciones que asisten a ambas partes, contenidas en un contrato especial y no sujeto a una continua interpretación de normas generales que no resultan del todo aplicables porque están diseñadas para otro tipo de actividades y respecto de otros trabajadores. Subrayó en forma especial el diálogo tripartito que se ha generado y que ha permitido consensuar algunos aspectos de esta iniciativa en aras de su perfeccionamiento, lo cual, sin duda alguna, constituye un verdadero ejemplo por parte de los actores de este sector.


A continuación, la Comisión escuchó a los representantes de los sindicatos de trabajadores y a los personeros empresariales invitados a la sesión, quienes expusieron sus puntos de vista en torno al proyecto de ley en informe.


En primer lugar, expuso la señora Presidenta del Sindicato de Tripulantes de Cabina de LAN Airlines (STCLA), quien intervino en representación de los diferentes sindicatos de tripulantes de cabina del país, incluyendo los correspondientes a las empresas LAN Airlines, Lanexpress, American Airlines y Sky Airline.


En su intervención abordó los siguientes temas: las características del puesto de trabajo de un tripulante de cabina, los antecedentes generales relativos a la iniciativa legal, la aplicación de las normas generales a la actividad aeronáutica, la historia del proyecto de ley, la necesidad del mismo, sus contenidos generales y, finalmente, algunos datos relevantes a considerar a su respecto.


Acompañó su presentación con un set de documentos, uno de los cuales detalla las materias anteriormente enunciadas.


Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

En cuanto a la labor desplegada por los tripulantes de cabina, señaló que se trata de una actividad que reviste una serie de características especiales, entre las cuales es posible destacar las siguientes: 


En primer término, consiste en una labor que se realiza en horarios extremos, desde muy temprano en la mañana o durante toda la noche, y en un ambiente artificial, toda vez que un avión no es un ambiente natural, muy por el contrario, se trata de un medio presurizado, con luz artificial y expuesto a la radiación solar.


Asimismo, hay una responsabilidad directa del personal sobre la seguridad del vuelo y el cuidado de la vida de los pasajeros transportados. En caso de cualquier emergencia, añadió, la tripulación se encuentra preparada para enfrentarla y superarla con éxito. Ello justifica la exigencia de someterse a controles periódicos de las aptitudes técnicas y médicas de los tripulantes.

A lo anterior se suma la necesidad de mantener la óptima calidad del servicio ofrecido, elemento fundamental para las líneas aéreas en lo que respecta a la competencia comercial.


Destacó que las particularidades de esta actividad motivaron que en el año 2003 fuera calificada como trabajo pesado por la Comisión Ergonómica Nacional.


Diversos trastornos físicos y psíquicos tienen origen en factores derivados de la propia naturaleza de esta actividad, como la fatiga, la tensión y otras alteraciones del organismo. Asimismo, otros factores de alta incidencia son los permanentes cambios de los husos horarios y las diferencias de climas en cada destino. Ello también explica el permanente control a que están sujetos estos trabajadores, porque la regulación aeronáutica vela para que, en este aspecto, no se sobrepasen los límites permisibles.

Sin embargo, advirtió, las enfermedades laborales son discutidas como tales por las mutualidades. A la inversa, enfermedades comunes pueden constituir un verdadero impedimento para el cumplimiento de estas funciones, como por ejemplo, el resfrío común, el cual si es desarrollado en este ambiente artificial, puede provocar severos transtornos auditivos que pueden conducir incluso a la sordera.

Igualmente, cabe señalar otros factores que condicionan esta labor, como por ejemplo, la asignación de tripulaciones mínimas para la ejecución de las rutas nacionales y regionales. De igual modo, se realizan series de vuelos, es decir, vuelos sucesivos que prolongan la jornada, se cumplen extensos Períodos de Servicio de Vuelo, con muchas escalas y con escaso tiempo para comer. Advirtió que los tripulantes de cabina están concientes de que sólo se trata de las exigencias propias de su trabajo y subrayó que no se oponen a ellas, pero sí las hacen presentes a fin de que se comprenda a cabalidad las peculiaridades de su función.


Entre los antecedentes generales relativos a la iniciativa legal, mencionó los siguientes: el Código del Trabajo, los dictámenes de la Dirección del Trabajo, el Código Aeronáutico y las normas de Dirección General de Aeronáutica Civil. Asimismo, destacó la acción de los sindicatos de trabajadores y los frutos de la negociación colectiva.


Además, se refirió a las dificultades que surgen de la aplicación en este ámbito de las normas laborales generales contenidas en el Código del Trabajo, especialmente en materias tales como la jornada laboral, el descanso dominical, la alimentación del hijo menor de dos años, entre otras. Recalcó que, por tal motivo, los sindicatos han solicitado en reiteradas oportunidades el pronunciamiento de la Dirección del Trabajo sobre algunos de estos temas, y esos dictámenes han permitido ir esclareciendo la forma de aplicar las normas generales en esta área de la industria.


Sin perjuicio de lo anterior, apuntó, la principal normativa administrativa que ha suplido dicha falencia son las normas dictadas por la Dirección General de Aeronáutica Civil, de conformidad a la facultad que ésta detenta al tenor del artículo 60 del Código Aeronáutico. Sin embargo, añadió, dicha reglamentación sólo está referida a la seguridad en los vuelos y, por tanto, resulta ajena al campo del derecho laboral. 


Consecuencialmente, la jornada de trabajo del sector ha sido determinada solamente por razones técnicas de seguridad de vuelo y según los requerimientos de los horarios comerciales.


La situación, en todo caso, ha logrado ser mejorada por los sindicatos de tripulantes mediante sendas negociaciones colectivas, llegándose actualmente a un techo o límite que ya es difícil de superar en esa instancia.


Respecto de la historia del proyecto de ley en informe, subrayó que durante más de 16 años se han efectuado diversos intentos para legislar en la materia, pero sin mayor éxito hasta ahora. Apuntó que el primer avance importante se remonta el año 2000, el que luego quedó paralizado tras la perpetración de los atentados aéreos a las Torres Gemelas en Estados Unidos.


Recordó que en octubre del año pasado, los sindicatos de tripulantes asistieron a la Comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados, luego de lo cual se inició un proceso de conversaciones con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Destacó la positiva disposición de la referida Secretaría de Estado para comprender el complejo y distinto sistema laboral existente en esta actividad.


Enseguida, explicó las razones por las cuales es necesario legislar en esta materia. En primer término, acotó, porque es preciso otorgar un marco legal que rija esta actividad pero desde una perspectiva netamente laboral y no sólo bajo el prisma de la seguridad aeronáutica. Así, por ejemplo, podrá regularse apropiadamente la jornada de trabajo o el sistema de descansos.


No se trata, agregó, de solicitar privilegios o beneficios especiales, sino solamente de que los trabajadores del sector cuenten con una normativa específica, que permita adecuar las normas generales del Código del Trabajo, lo más posible, a su realidad laboral.


Esta nueva legislación, subrayó, debería dar cuenta de las particularidades de su trabajo y asegurar los niveles de protección laboral de que goza actualmente todo trabajador chileno. Este proyecto de ley, acotó, recoge esta legítima aspiración.


En cuanto a los contenidos generales del proyecto de ley, destacó que éste propone:


- La regulación de la actividad mediante un contrato especial para tripulantes de aeronaves comerciales.


- La regulación de la jornada de trabajo, reconociendo tres tipos:


- La jornada ordinaria mensualizada, de 160 horas, con límite de 12 horas diarias continuas y con un sistema de descanso progresivo, es decir, a mayor cantidad de horas trabajadas, mayor será el tiempo de descanso correlativo. Esto resulta concordante con la actual situación a este respecto, al tenor de las regulaciones de la Dirección General de Aeronáutica Civil.


- La jornada especial, para vuelos de mayor duración que requieren tripulación reforzada, debiéndose otorgar descansos dentro de la aeronave. Esto tampoco representa mayor innovación en la materia pues también se contempla en la regulación de la DGAC.


- El período de retén o turno, que corresponde al tiempo durante el cual el cual el trabajador, aun estando en su domicilio, se encuentra a disposición de la compañía aérea para asumir las funciones, por ejemplo, con motivo de la ausencia imprevista de otro tripulante.


- Se definen una serie de términos técnicos propios de la aeronáutica comercial, reproduciendo la terminología de la Dirección General de Aeronáutica Civil.


- Se resguardan los días libres programados.


- Se establecen propuestas compensatorias para los días domingos y feriados trabajados. Recalcó que esto es un gran avance, toda vez que en la actualidad dicha compensación no se contempla en ninguna norma legal, ni existe práctica alguna a su respecto.


- Se adecua el derecho de alimentación para el hijo menor de dos años, mediante acuerdos colectivos entre trabajadores y empresa, resguardando además las remuneraciones. Es decir, cada empresa deberá hacerse cargo del tema y resolverlo con sus trabajadoras. Calificó esta propuesta como positiva, no sólo porque constituye una potente herramienta de negociación para los sindicatos, sino que también porque así cada empresa, para cumplir con este derecho, podrá ajustarse a su propia realidad.

Finalmente, aportó algunos otros datos importantes a considerar sobre este proyecto de ley, entre ellos, los siguientes:


- Los sindicatos de tripulantes de cabina, la empresa LAN Airlines y el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, desarrollaron un intenso y productivo proceso de conversaciones para consensuar las modificaciones que, vía indicaciones, sería preciso incorporar a la iniciativa legal en aras de su perfeccionamiento.


- Gracias a ello, las relaciones laborales se han equilibrado, lo que ha abierto el camino para superar el techo o límite ya alcanzado en las negociaciones colectivas.


- Se ha incluido en esta materia a los tripulantes de cabina de la empresa American Airlines basados en Chile, en orden a mantener -y, en algunos aspectos, a mejorar- su actual situación laboral, que es más flexible y beneficiosa que la nacional. Se trata de conciliar su realidad a los contenidos del proyecto de ley, sin interferir en su sistema de trabajo, pero sí encuadrándolos en los beneficios adicionales que pueden obtener con esta iniciativa de ley.

Enseguida, intervino el señor Presidente del Sindicato de Pilotos LAN, quien expuso en representación de los diversos sindicatos de pilotos del país, incluyendo los correspondientes a las empresas LAN Airlines, Lanexpress, Lan Cargo y Sky Airline.

En su exposición se refirió a los fundamentos que justifican las propuestas del proyecto de ley, describió los contenidos de la iniciativa legal, ejemplificó la jornada laboral de un tripulante de vuelo a la luz de la normativa vigente y explicó los avances en flexibilidad que permite el proyecto. Finalmente, destacó el consenso alcanzado en estas materias al interior del sector junto al Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Acompañó su presentación con un set de documentos, en los cuales expone in extenso las materias reseñadas precedentemente.


Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

En primer lugar, enfatizó que el presente proyecto de ley viene a llenar el vacío legal que existe en materia laboral respecto de los trabajadores que se desempeñan en la actividad aeronáutica. Ahora bien, añadió, si bien la iniciativa no contempla normas de seguridad de los vuelos -ámbito propio de la competencia de la Dirección General de Aeronáutica Civil-, es innegable la estrecha vinculación que hay entre ambas regulaciones, toda vez que son elementos indisolubles al interior de esta labor. En efecto, precisó, las condiciones de trabajo de los tripulantes -ya sea de mando o de cabina- quedan sujetas a las condiciones de seguridad del vuelo y, por tanto, son inseparables unas de otras.


Bajo dicha premisa, agregó la normativa propuesta pretende consagrar un marco regulatorio que vele por las condiciones de seguridad de la aviación comercial -en base a las normas establecidas por la Dirección General de Aeronáutica Civil-, pero que otorgue, a su vez, los niveles de protección laboral que estos trabajadores requieren. 

Ello, toda vez que las normas generales del Código del Trabajo no se hacen cargo a cabalidad de la especial naturaleza del trabajo de la gente que se desempeña a bordo de las aeronaves. No se trata, advirtió, de perseguir reivindicaciones económicas para esta actividad, sino de establecer reglas claras y permanentes que queden consagradas en el Código laboral. 

En ese contexto, reiteró, es necesario cumplir con los derechos básicos laborales y, al mismo tiempo, cumplir los estándares de seguridad internacionales.

Destacó que, durante los años 2004 y 2005, el trabajo de los pilotos y tripulantes de cabina, fue catalogado como trabajo pesado por la Comisión Ergonómica Nacional, lo cual nos lleva a considerar importantes factores que, derivados del ejercicio de esta actividad, inciden en el trabajador y en su salud. Entre ellos, mencionó la fatiga, tanto la producida por un período de servicio específico como la fatiga acumulada tras semanas y meses cumpliendo esta labor. Asimismo, la tensión y la alteración fisiológica del organismo, como una consecuencia necesaria de trabajar en un ambiente completamente artificial. Otro aspecto muy importante es la alteración del ciclo de sueño-vigilia, a raíz del permanente desempeño traspasando múltiples husos horarios.

Igualmente, inciden en el trabajador los cambios meteorológicos o las fallas técnicas a que se está expuesto, en especial durante vuelos prolongados, donde la jornada puede alcanzar hasta 14 horas e, incluso, más tiempo cuando, por ejemplo, contingencias en la ruta obligan a extender la navegación. Es por ello que es tan importante cumplir con los tiempos máximos de servicio y los mínimos de descanso, los cuales obedecen a criterios de seguridad. 

Por último, acotó, un aspecto no menor es que tanto pilotos como tripulantes de cabina son responsables de las vidas humanas que transportan.

En seguida, se refirió a los fundamentos que justifican el proyecto de ley. 


En primer lugar, subrayó que el ambiente en el que se prestan estos servicios es muy particular, totalmente distinto a aquél en que se desempeña el común de los trabajadores. Esto hace que con frecuencia sea imposible aplicar el Código laboral vigente.

Además, señaló, la seguridad de vuelo es uno de los factores más relevantes para el desarrollo de esta actividad, motivo por el cual en este proyecto se establecen ciertos límites -máximos y mínimos- que cautelan dicha seguridad. 


Agregó que es comprensible que las condiciones de mercado, la gran competencia internacional y los requerimientos de servicio, hacen que esta actividad sea continua y, por eso, las jornadas laborales que deben cumplir los tripulantes son muy distintas a las que cumplen las personas en general. De ahí la relevancia de contar con cierto grado de flexibilidad que permita ajustarse a esta especial realidad. Bajo dicha perspectiva, se han desarrollado siempre las negociaciones colectivas en el sector. 

De igual modo, sustentan esta propuesta legal, las consecuencias fisiológicas que generan los cambios de presión, así como también los cambios en los ciclos de sueño, que inciden directamente en la fatiga. 


Finalmente, recalcó que un importante elemento subyace en el proyecto, esto es, la posibilidad de mejorar la calidad de vida, personal y familiar, de los trabajadores, la cual se ve seriamente afectada durante el desarrollo de esta actividad, ya que los roles de vuelo a que están sujetos no consideran los días feriados, los días domingos ni los cumpleaños o eventos familiares o sociales que tiene cualquier persona.


Respecto de los contenidos del proyecto de ley, apuntó que éste contempla el contrato de trabajo de los tripulantes como un contrato laboral especial. Indicó que, tal como acontece respecto de los conductores de locomoción colectiva, los deportistas, los artistas o los tripulantes pesqueros, este proyecto se hace cargo de regular una labor muy específica, que hasta ahora no ha sido contemplada en el Código del Trabajo. Subrayó que esta ha sido una aspiración de los trabajadores del sector, de larga data. 

En cuanto a las regulaciones específicas que consigna el proyecto, explicó que se establecen definiciones propias del entorno aeronáutico, sin interferir con la Dirección General de Aeronáutica Civil, que es el organismo encargado de velar por la seguridad aérea. 


En materia de jornada de trabajo, expresó que la iniciativa regula términos propios de la actividad, como por ejemplo, Tiempo de Vuelo, Período de Servicio, Período de Servicio de Vuelo, Período de Retén, Períodos de Descanso y compensaciones por días domingos y feriados. Además establece el Rol de Vuelo como el instrumento que define la jornada laboral. En todo caso, advirtió, la adecuación de la jornada consiste en consagrar en la ley lo que hasta ahora se aplica en la práctica conforme a las normas de la DGAC.

En el campo de la maternidad, el proyecto establece las condiciones especiales que tendrán las tripulantes en el período de lactancia.

Enseguida, con fines ilustrativos, ejemplificó una jornada laboral regular de una tripulación de vuelo, conformada por dos pilotos, los cuales no cuentan con relevo a bordo del avión.


Dicha tripulación, en el ejemplo propuesto, comienza sus labores en Calama, a las 06:20 de la mañana, con la preparación del vuelo que está programado para las 07:30. Luego de llegar a Santiago, inicia otra operación hacia Córdoba y Rosario -Argentina-, desde donde regresan, haciendo el mismo trayecto, hasta Santiago, culminando sus funciones a las 18:25 horas. En este caso, en el que se registran cuatro sectores o segmentos de vuelo, el tiempo total de servicio es de 12 horas y 5 minutos.


Explicó que, a la luz de la normativa actualmente vigente, estos dos pilotos podrían seguir trabajando en una jornada normal, por 01:55 horas más, ya que el máximo de Período de Servicio de Vuelo es de 14 horas. El proyecto de ley, subrayó, busca reducir este máximo a 12 horas.


Ahora bien, añadió, la planificación mensual que tienen los pilotos y los tripulantes, se basa en un Rol de Vuelo. Este es un documento que, en la actualidad, puede tener cualquier variación. Esto hace que, por ejemplo, un piloto pueda ser notificado de una nueva jornada el día anterior, lo que sin duda causa transtornos e incertidumbre en la vida personal y familiar.


Además, en la actualidad no está contemplada compensación alguna por el hecho de trabajar en días feriados, como tampoco está clara la aplicación del Código laboral en lo que respecta al descanso dominical. Hoy en día, acotó, solamente los convenios colectivos otorgan cierto grado de protección en estos casos.


Por último, indicó que la flexibilidad es un concepto esencial de esta actividad ya que los factores que normalmente afectan las operaciones aéreas son múltiples, por lo cual éstas cambian constantemente.


Para flexibilizar ciertas materias, añadió, se ha considerado esencial llegar a acuerdos con los empleadores, para así tener una postura común frente a esta iniciativa. Ello, apuntó, ha otorgado solidez a la propuesta de esta iniciativa de ley.

Asimismo, se ha eliminado la rigidez de ciertas normas que pueden no ser del todo aplicables en ciertas compañías aéreas, permitiendo que mediante la voluntad y el diálogo entre operadores y trabajadores, se defina la mejor manera de aplicar estas regulaciones, acorde con las realidades particulares de cada empresa.

En ese sentido, concluyó, es muy valioso el consenso alcanzado y el ambiente de entendimiento que ha imperado en las conversaciones.


Posteriormente, intervino el señor Presidente del Directorio de LAN Airlines, quien, en primer término, valoró el ambiente de consenso que ha inspirado el trabajo desplegado en estos últimos cinco meses entre los distintos actores del sector, junto al Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en aras del objetivo común de, por una parte, mejorar la calidad de vida de los trabajadores de esta industria y, por la otra, resguardar el desarrollo de una empresa que, hoy día, trasciende los límites de nuestro país. Para graficar esto último, señaló que LAN Airlines actualmente es la segunda empresa en el mundo en capitalización bursátil, después de Lufthansa, lo que calificó como un antecedente no menor. 


Enfatizó que para LAN Airlines es un orgullo haber llegado a un acuerdo satisfactorio con sus sindicatos y con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en cuanto a las modificaciones que es necesario introducir al proyecto de ley, lo cual, sin duda, es un gran avance y contribuirá al futuro no sólo de la compañía que representa y al de sus tripulaciones, sino que, más relevante aún, al de la industria aeronáutica nacional en general.


Apuntó que, en un principio, el desafío no era fácil. Debían conciliarse, por una parte, los intereses de las tripulaciones, tanto de mando como de cabina, en pro de una mejor calidad de vida, asociada principalmente a la delimitación de la jornada de trabajo y a la consagración del descanso laboral, y por la otra, la necesidad de la empresa de velar por su competitividad en un mercado tremendamente dinámico, afectado fuertemente hoy por la mayor crisis de la historia de la industria aérea. 


Con estos objetivos en mente, agregó, se inició un esfuerzo mancomunado entre trabajadores, empresa y autoridad, y es así como desde marzo de este año se ha trabajado coordinadamente con los sindicatos y el Ministerio del ramo en una propuesta que satisfaga las necesidades planteadas y que finalmente se traduzca en un beneficio para las tripulaciones y para la competitividad de la industria nacional. Es por ello, añadió, para la empresa LAN Airlines resulta satisfactorio haber logrado un amplio consenso en torno a los contenidos del proyecto y haber formado parte de una instancia que privilegia siempre el diálogo y el entendimiento. Con las modificaciones e indicaciones acordadas, acotó, esta compañía aérea tiene el convencimiento de que los tripulantes -tanto de cabina como pilotos-, podrán contar con una jornada laboral más acorde a sus propias necesidades e intereses, que mejore su bienestar y su calidad de vida. Asimismo, están seguros de que LAN Airlines seguirá siendo una empresa competitiva en el mercado, y podrá seguir entregando un servicio que conecte a nuestro país con el mundo, aumentando las posibilidades de volar de miles de chilenos, fomentando el desarrollo regional e impulsando el crecimiento de nuestra fuerza laboral. 

A continuación, el señor Vicepresidente de Personas de LAN Airlines expuso en torno a la iniciativa legal en análisis, desde la perspectiva de la industria aeronáutica, las características de la empresa a la que representa y las del mercado en el que ésta opera. Asimismo, se refirió a la filosofía con que dicha compañía ha enfrentado este proyecto de ley.

Acompañó su presentación con un documento en el cual desarrolla las materias en referencia. 


Dicho documento fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

En primer término, destacó que LAN Airlines es una compañía global, que opera en una industria altamente sensible a factores externos, tales como el atentado a las Torres Gemelas, el conflicto en el Medio Oriente, la inestabilidad política, los desastres aéreos y, especialmente, los efectos en el precio del crudo, toda vez que el petróleo está afectando gravemente a esta industria. De hecho, agregó, la actual situación del petróleo ha sido definida como la peor crisis que ha sufrido la industria aeronáutica, generando más de 2.300 millones de dólares en pérdidas, en su proyección más optimista. Sin embargo, advirtió, el efecto negativo no es sólo económico, ya que también afecta al desarrollo mismo de la actividad, por ejemplo, los cortes de ruta, las reducciones de personal, la estatización de compañías aéreas e, incluso, la suspensión de las mismas. Todo ello, recalcó, demuestra que la industria enfrenta un escenario altamente complejo.

A ello se suma el hecho de estar ubicados en un mercado distante y pequeño. En efecto, el 4,5% del tráfico mundial de pasajeros se encuentra en América del Sur, donde Chile representa apenas el 0,4%. En consecuencia, apuntó, si se aspira a un cumplir un rol significativo, es imperioso salir de este mercado pequeño e insertarse en el mundo global, el cual, además, nos resulta geográficamente distante.


Ahora bien, continuó, LAN Airlines ha enfrentado este desafío con diferentes elementos. Primero, aplicando un modelo único en el mundo, consistente en la diversificación de su negocio, y conforme al cual un 58% corresponde al transporte de pasajeros, un 38% al de carga y un 3% a otros negocios. Sin embargo, advirtió, dentro del quehacer de LAN Airlines, el negocio doméstico chileno representa sólo el 10%.


Agregó que otro elemento clave que ha aplicado LAN Airlines para enfrentar las distintas vicisitudes que tiene esta industria, es la completa red de carga que ha establecido en Sudamérica, siendo capaz de ofrecer a sus clientes todos los destinos, todos los días, a toda hora y para los distintos tipos de carga. Asimismo, cuenta con la mejor red de pasajeros en la parte sur de Latinoamérica, ofreciendo distintas frecuencias que permiten a los pasajeros trasladarse con mucha facilidad, lo cual hace muy atractivo el servicio que se presta. Por último, un cuarto elemento ha sido establecer un modelo de negocio que se ha denominado de multi-bases, es decir, ubicando sus centros de operaciones en ciudades que distan a no más de 2 ó 3 horas entre sí, en diversos países de América Latina, de manera que la gestión sea sólida en la región. Tales bases se encuentran actualmente en Perú, Ecuador, Argentina y Chile, siendo esta última la principal.

Destacó que, en lo que se refiere a la dotación de personal, nuestro país cobra especial relevancia. En efecto, explicó, la fuerza laboral de esta empresa, a nivel mundial, alcanza a 15.300 personas, de las cuales el 64% se encuentra en Chile. Dicha dotación, además, ha crecido desde el 2003 a la fecha, en un 44%. En lo referente a las tripulaciones, la proporción es más o menos la misma, ya que el 60% de las tripulaciones mundiales de la compañía se encuentra en Chile. Asimismo, se registran 23 sindicatos de trabajadores a nivel mundial, 13 de los cuáles se encuentran en Chile, con un 36% de sindicalización, porcentaje que es bastante superior al promedio chileno. En el ámbito específico de las tripulaciones, añadió, dicha cifra porcentual crece, toda vez que se registra un 57% de sindicalización a nivel global, un 53% en Chile, un 56% en Argentina y un 76% en Perú.


Adicionalmente, la empresa cuenta con una especial política de remuneraciones y de beneficios anexos. Detalló que, partiendo de la base del ingreso mínimo mensual -que actualmente en nuestro país asciende a $ 159.000-, se aplica una composición de sueldo base más bono anual por resultado de compañía, para todos los empleados, más un reajuste asegurado el 100% del IPC cada 6 meses, y un reajuste real por sobre el IPC (normalmente de 2,5% presupuesto anual). A ello se suma un conjunto de beneficios para todos los trabajadores, tales como, un seguro complementario de salud, seguro de vida, buses de acercamiento y de puerta a puerta para las personas que cumplen turnos, becas profesionales, y un beneficio bastante significativo y propio de la industria aérea, consistente en pasajes liberados para el trabajador y su grupo familiar. A modo ilustrativo, señaló que durante el año 2007 se emitieron 64.000 boletos liberados para los empleados, lo que significa un promedio de 4 boletos por persona.


Atendido todo lo anterior, esta compañía se ha transformado en una exportadora de servicios, por lo tanto, cualquier regulación laboral que se implemente en Chile es motivo de su preocupación, porque puede afectar directamente su competitividad internacional.


Al mismo tiempo, enfatizó, debe considerarse que Chile opera en el mercado de cielos más abiertos del mundo, toda vez que no existen restricciones a la entrada, ni a la operación ni a la propiedad. Se trata además de una industria transparente, donde los tráficos y los precios están publicados, y de una industria permeable, en la que es posible constatar el significativo crecimiento de otros operadores del transporte aéreo de pasajeros durante los últimos años. Asimismo, la actividad está regulada por un organismo independiente, como es la Dirección General de Aeronáutica Civil.


Por otra parte, LAN Airlines cumple un importante rol social, conectando a Chile con el mundo, tanto a nivel internacional como local. Es así como, precisó, ha sido capaz de comunicar a nuestro país con otros 17 países y 39 ciudades en el mundo, y gracias a sus alianzas con grandes operadores, puede ofrecer casi 700 destinos distintos. Del mismo modo, conecta localmente a Chile, llegando a 15 ciudades, muchas de las cuales no cuentan con vías de comunicación terrestre. Al respecto destacó que, tras la implementación de un modelo que, en promedio, rebajó las tarifas en un 30%, 300.000 nuevos pasajeros volaron en avión por primera vez.


Asimismo, esta compañía aérea promueve el desarrollo regional, toda vez que el turismo, las exportaciones, el comercio, son actividades que se desenvuelven por intermedio de la industria aeronáutica. Igualmente, genera más de 10.000 empleos en nuestro país y hace importantes inversiones para la capacitación de su gente. Además, apoya socialmente a la comunidad, ya sea mediante su activa contribución a diversas obras e instituciones de ayuda social, o bien, efectuando transporte de órganos o proporcionando traslado a damnificados de catástrofes naturales.


En consecuencia, enfatizó, LAN Airlines es un operador global, que enfrenta a grandes competidores internacionales, por lo que es importante asegurar su competitividad, sobre todo en Chile, donde opera su principal base y donde se encuentra el mayor porcentaje de su dotación de personal. 


Si se mantiene dicha competitividad, añadió, podrá continuar aumentando la conectividad de Chile con nuevas ciudades del mundo, más chilenos podrán seguir volando por primera vez gracias a tarifas más bajas, se seguirá facilitando el desarrollo regional, aumentando el turismo, el comercio entre ciudades y los aeropuertos, y continuará el impulso para el crecimiento de la fuerza laboral.

Finalmente, en lo relativo al proyecto de ley propiamente tal, expresó que LAN Airlines comparte la propuesta de legislar en esta materia, asegurando en todo momento la competitividad internacional de la industria aérea nacional en su conjunto. Para tales efectos, recalcó, se ha desarrollado un trabajo mancomunado con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y con los sindicatos de tripulantes, tanto de mando como de cabina. Asimismo, añadió, LAN Airlines comparte las modificaciones consensuadas, toda vez que aseguran la competitividad de nuestra industria aeronáutica, permiten la continuidad operacional y, lo más importante, mejoran las condiciones laborales y la calidad de vida de los trabajadores.


Por último, intervino el señor Gerente de Recursos Humanos de Sky Airline, quien, en primer lugar, manifestó su sorpresa y preocupación por cuanto, de las exposiciones precedentes, bien podría colegirse que estamos en presencia de una negociación colectiva que se ha desarrollado entre LAN Airlines y los sindicatos de tripulantes de cabina y los sindicatos de pilotos de dicha compañía. Advirtió que así lo demuestra el hecho de que no hayan concurrido a esta sesión a exponer sus puntos de vista los sindicatos de tripulantes y de pilotos de Sky Airline, así como tampoco ha participado la empresa Air Comet. Es decir, subrayó, salvo LAN Airlines y sus sindicatos de trabajadores, no está presente ninguna otra compañía de la industria. Asimismo, en conjunto con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social dicha empresa y sus sindicatos han sostenido conversaciones desde el mes de marzo de 2008, alcanzado significativos acuerdos en torno al proyecto de ley y a las modificaciones que han de proponerse al mismo, consenso al cual han llegado en base a sus propias circunstancias económicas, laborales y, en general, a sus condiciones como empresa dominante del mercado, en tanto que, las empresas más pequeñas, que tienen una operación sólo a nivel nacional y que representan además un porcentaje minoritario de gestión en el mercado, no han tenido participación alguna en dicho diálogo. No obstante, apuntó, éstas serán igualmente alcanzadas por el referido acuerdo. Por lo demás, los resultados de estas conversaciones tendrán efectos permanentes en el tiempo, toda vez que se traducirán en una normativa laboral consagrada por la vía legal. 

Enfatizó que, aun cuando los sindicatos de trabajadores de la empresa Sky Airline sí concurrieron a las referidas conversaciones, dicha compañía aérea no habría sido invitada a participar en las mismas y, por tanto, no tuvo la oportunidad de pronunciarse respecto de los acuerdos alcanzados. Finalmente a este respecto, manifestó el interés de Sky Airline para ser llamada a integrar estas conversaciones y hacer su aporte a los acuerdos pertinentes.


Enseguida, se refirió a temas tales como, las condiciones de trabajo de los tripulantes de vuelo y auxiliares, particularmente en lo relativo a jornada laboral, remuneraciones y sindicalización. Asimismo, analizó la efectiva necesidad de una legislación especialmente protectora para estos trabajadores, las facultades de la Dirección General de Aeronáutica Civil y, finalmente, efectuó algunas observaciones al proyecto de ley.

Acompañó su exposición con un set de documentos, en los cuales se consignan las materias precedentemente reseñadas.


Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

En primer lugar, señaló que, al revisar los contratos especiales contemplados en el Código del Trabajo, esto es, el contrato de aprendizaje, de los trabajadores embarcados o gente de mar y los trabajadores portuarios eventuales, el de los trabajadores de artes y espectáculos, el de trabajadores de casa particular y el de los deportistas profesionales, es posible constatar ciertas similitudes entre todos ellos, tales como que se trata de actividades muy atomizadas, donde existen muchísimos pequeños empleadores, de muy difícil fiscalización y que son rubros con una gran informalidad. 


Precisamente dichas características son el elemento común entre los referidos contratos, y son el motivo por el cual el legislador ha estimado necesario sacar estas convenciones de la legislación común y establecer una regulación especial a su respecto, a fin de brindar la protección laboral necesaria.

Entrando en materia, destacó, en primer término, que en Chile operan a nivel nacional sólo tres líneas aéreas, y que, si bien a nivel regional dicho número aumenta, de manera alguna excede de quince. Resulta difícil, por tanto, encontrar áreas de la economía menos atomizadas que la del transporte aéreo de pasajeros y de carga, ya que pocos ámbitos de la industria tienen menos actores como los que existen en el campo de la aeronavegación comercial.


En lo que respecta a las condiciones de trabajo a que están expuestas las tripulaciones -tanto de vuelo como auxiliares-, se refirió a la jornada de trabajo que éstas cumplen, a sus remuneraciones y a su sindicalización.


En cuanto a la jornada laboral, explicó que hoy en día, de acuerdo a la Resolución exenta Nº 593 de la Dirección General de Aeronáutica Civil, las tripulaciones de vuelo tienen una jornada de trabajo semanal que fluctúa entre las 19 y 20 horas, lo que se traduce en 1.000 horas de vuelo anuales. Por su parte, de conformidad a la Resolución exenta Nº 1.132 de la misma entidad aeronáutica, las tripulaciones auxiliares tienen una jornada semanal de entre 30 y 32 horas, que significan 1.600 horas de vuelo al año.


Ahora bien, si se examinan las jornadas que cumplen otros trabajadores, es dable señalar que, por ejemplo, la gente de mar tiene una jornada semanal de 56 horas, los trabajadores de artes y espectáculos no tienen limitación de jornada de trabajo, y los de casa particular tienen una jornada que excede las 60 horas semanales. Todo el resto de los trabajadores está afecto a una jornada laboral de 45 horas semanales, siendo ésta la regla general contemplada en el Código del Trabajo. En consecuencia, apuntó, el objetivo acá es instaurar un contrato especial, pero en el cual se disminuirá la jornada laboral, al contrario de la orientación del Código del Trabajo que, cuando establece un contrato especial, incrementa dicha jornada o la elimina.


En materia de remuneraciones, hizo presente que, en la línea aérea a la que representa, la remuneración promedio de los tripulantes de vuelo varía entre $2.500.000 y $3.500.000, dependiendo de si se trata de comandantes o primer oficial. En el caso de la tripulación auxiliar, la remuneración fluctúa entre $380.000 y $500.000, según sean auxiliares de vuelo o jefes de cabina. 


En tanto, subrayó, la remuneración promedio de los trabajadores de las empresas afiliadas a la Asociación Chilena de Seguridad, es de $438.000, en su monto bruto.


En el campo de la sindicalización, explicó que, según la encuesta ENCLA del año 2006, sólo el 8% de las empresas tienen un sindicato activo y este porcentaje se eleva al 46,7% cuando se trata de las grandes empresas.

En el caso de las tres líneas áreas que operan a nivel nacional, recalcó que todas ellas tienen sindicatos y éstos agrupan a las tripulaciones de vuelo y tripulaciones auxiliares con porcentajes de afiliación que superan el 50%. 


Subrayó que, ante las condiciones laborales descritas, correspondería preguntarse si realmente los tripulantes de vuelo y los tripulantes auxiliares son trabajadores que requieren una legislación especial protectora, o bien, si efectivamente ellos carecen de normas claras en sus relaciones laborales. En respuesta, sostuvo que estos tripulantes son trabajadores privilegiados, tanto por la jornada laboral que cumplen -20 ó 30 horas semanales versus las 45 a que está sujeto el común de los trabajadores-, como por su nivel de remuneraciones, superior al promedio, y por su alta tasa de sindicalización, lo cual les permite ejercer un gran poder de negociación. A modo de ejemplo, señaló que en el caso de las líneas aéreas no es aplicable el reemplazo de trabajadores en el caso de huelga, toda vez que no es posible sustituir a pilotos o auxiliares, lo cual revela el elevado grado de negociación que pueden alcanzar sus sindicatos.

Respecto de la Dirección General de Aeronáutica Civil, explicó que se trata de un organismo técnico que ha regulado en forma eficiente y rigurosa todas las normas que dicen relación con las jornadas de trabajo y los descansos necesarios atendidas las particularidades del negocio.


Enfatizó que legislar sobre aspectos que deben obedecer a criterios técnicos y no políticos, sólo añade inflexibilidades al quehacer del transporte aéreo de pasajeros y de carga, atentando contra su normal desarrollo.


Ahora bien, advirtió, el proyecto en estudio conlleva una derogación tácita del artículo 60 del Código Aeronáutico, que faculta a la Dirección General de Aeronáutica Civil para establecer las reglas sobre servicio y descanso, las cuales obedecen a principios internacionales del derecho aeronáutico y éstos, a su vez, son esencialmente flexibles precisamente por las características de la industria. Añadió que así lo ha entendido nuestra autoridad aeronáutica, reproduciendo tales principios en la normativa vigente, la cual se sustenta, no hay que olvidar, en razones de seguridad aérea.

Enseguida, efectuó algunas observaciones al proyecto de ley, señalando al efecto lo siguiente:


En primer lugar, indicó que en el proyecto de ley se regula casi exclusivamente y en forma conjunta la jornada de trabajo de las tripulaciones de vuelo y de las tripulaciones auxiliares, en circunstancias que son actividades de naturaleza y responsabilidades distintas. De hecho, advirtió, la propia reglamentación de la Dirección General de Aeronáutica Civil trata a ambas tripulaciones mediante dos resoluciones exentas distintas -las números 593 y 1.132, respectivamente-, abordando a cada uno de dichos segmentos de trabajadores por separado. 

El pretender legislar sobre ambas actividades en un articulado común da como resultado una normativa difícil, compleja de entender y mucho más compleja aún de aplicar. 


En segundo término, se sostiene la necesidad de proteger a los trabajadores de conductas tales como el cambio unilateral y de improviso de los roles de vuelo, pero, en el texto legal propuesto, rindiéndose ante la realidad, se establece la posibilidad de que dicho rol sea modificado un número ilimitado de veces estableciendo compensaciones a definir entre las partes.


Enfatizó que las modificaciones de roles son lo más nefasto que existe para la organización de una compañía aérea, razón por la cual hoy en día ellas sólo son realizadas por motivos de fuerza mayor, por ejemplo, si un trabajador se resfría y no puede volar, o por un cambio imprevisto en las condiciones climáticas o porque un aeropuerto se cierra. 


Acotó que, la ocurrencia de este tipo de circunstancias, obliga a modificar los roles de los tripulantes, en pos de realizar los mejores esfuerzos para cumplir los itinerarios ofrecidos y llevar a destinos a los pasajeros.

Como tercer punto, manifestó que el proyecto de ley pretende una flexibilización al mensualizar el cómputo de la jornada semanal. Dicha flexibilización, apuntó, no es efectiva ya que desde hace más de 15 años la reglamentación aeronáutica establece límites semanales, mensuales, trimestrales y anuales a la jornada de trabajo de las tripulaciones de vuelo y límites diarios, mensuales, trimestrales y anuales para las tripulaciones auxiliares.


En cuarto lugar, expresó que, en el Mensaje que da origen al proyecto, se señala que existen distorsiones en materias de remuneraciones y se otorga como único ejemplo las actividades en el extranjero.


No obstante, el texto legal propuesto, contiene un real y unilateral aumento de remuneraciones al establecer, por ejemplo, compensaciones en virtud de los cambios de roles, así como remuneraciones especiales para servicios prestados en tierra, o remuneraciones especiales para los períodos de turno o retén, y remuneración de los descansos compensatorios. Por consiguiente, la iniciativa legal resuelve las distorsiones en materia de remuneraciones, pero estableciendo mayores compensaciones económicas sin una nueva y real contraprestación.

Un quinto aspecto a destacar, continuó, es que, en el afán de proteger la maternidad, el proyecto establece normas que regulan los descansos y actividades de las madres hasta lo imposible y lo incompatible con lo acordado en el contrato de trabajo. En efecto, precisó, actualmente, por el solo hecho de estar embarazada, la tripulante debe quedar en tierra desempeñando funciones similares a las acordadas en su contrato de trabajo, situación que se mantiene hasta el término del período post natal, con lo cual se completa un total de 52 semanas, considerando las 40 semanas de gestación más las 12 del post natal. El proyecto, a su vez, pretende agregar a esas 52 semanas durante las cuales el empleador no puede recibir la contraprestación acordada en el contrato, otras 38 semanas durante las cuales la trabajadora debe desempeñar sus funciones preferentemente en tierra. Por último, durante otras 52 semanas más, el empleador deberá acordar con la trabajadora una forma de distribución de jornada en tierra y en vuelo que permita el ejercicio del derecho a alimentar al hijo menor de dos años. Por consiguiente, puntualizó, desde que la trabajadora inicia su embarazo y hasta que nuevamente asume a cabalidad sus obligaciones contractuales, transcurren más de 142 semanas, es decir, 2 años y 9 meses.


En sexto lugar, señaló que el proyecto de ley, además de lo expuesto anteriormente, introduce otros cambios a la normativa, que si bien son sutiles, son de gran importancia práctica, particularmente en materia de descansos. Entre ellos mencionó los siguientes:

- Se modifica el descanso, cambiando el actual de 48 y 96 horas, a otro de 2 y 4 días, lo cual significa en definitiva alterar su forma de cómputo -de horas a días- y con ello, a la postre, se amplía el descanso efectivo a otorgar. Así por ejemplo, acotó, 48 horas de descanso no necesariamente deben otorgarse en 2 días. 


- También en cuanto al descanso, se modifican las proporciones del mismo. Hoy existen descansos de 48 horas consecutivas dentro de un período de 7 días continuos, o de 96 horas consecutivas en un período de 14 días seguidos. El proyecto, en tanto, modifica estas proporciones toda vez que establece que, por períodos de hasta 5 días continuos, corresponderán 2 días de descanso, y por períodos de entre 6 y 10 días continuos, serán 4 días de descanso.


- Se regula el descanso dominical, asimilándolo al de los trabajadores del comercio, es decir, contemplando el descanso durante 2 domingos de los 4 que hay al mes, o bien, 24 domingos de los 52 totales al año, sin embargo, añadió, no se establecen excepciones respecto de trabajadores de tiempo parcial o de los contratados exclusivamente para volar los días sábados, domingos o festivos; estos últimos, por ejemplo, también tendrían derecho al descanso dominical por aplicación de la legislación general.

Finalmente, concluyó su intervención señalando que, en concreto, el proyecto de ley en estudio propone una regulación que busca proteger y privilegiar a un grupo de trabajadores que, en el contexto nacional, tiene condiciones de trabajo muy superiores a las del resto de los trabajadores.


Asimismo, mediante la legislación especial propuesta, no se cumplen los objetivos esbozados en el Mensaje, concretándose en una serie de normas cuyo objetivo final es establecer mayores remuneraciones para los trabajadores que desempeñan las funciones en cuestión, sin modificar ni un ápice las obligaciones por ellos asumidas al inicio de la relación laboral.


Finalizadas las exposiciones de los invitados, la Comisión dio lugar a una ronda de observaciones y consultas, según se consigna a continuación.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifestó que, al tenor de las expresiones vertidas, el presente proyecto de ley es, al parecer, una buena iniciativa legal, que satisface a los distintos actores que intervienen en esta área de la actividad económica. Agregó que, sin perjuicio de que cada exposición ha sido muy pormenorizada, no se ha explicitado cómo se pretende hacer efectivo el derecho a alimentar al hijo menor de dos años por parte de la madre trabajadora. Consultó, entonces, cómo se proyecta el ejercicio de este derecho.


La señora Presidenta del Sindicato de Tripulantes de Cabina de LAN Airlines explicó que, cuando se analizó este tema, pudo arribarse a la conclusión de que en el ejercicio de este derecho podrían presentarse una serie de situaciones bastante complejas, razón por la cual era preferible entregar a la voluntad de las partes la definición final de la modalidad específica mediante la cual se haría efectivo el derecho de la madre trabajadora para alimentar a su hijo menor de dos años. Así, las empresas y sus sindicatos, de acuerdo a sus propias realidades, podrán convenir la alternativa más adecuada para tales efectos. Subrayó que las actuales modalidades contempladas por el Código del Trabajo no resultan fácilmente aplicables en la especie, ya que, por ejemplo, no puede otorgarse permiso a la trabajadora para que se retire de su puesto de trabajo media hora antes, simplemente porque en este caso no puede abandonar el avión antes de lo previsto, toda vez que es una imposibilidad física. Es por ello, apuntó, que es necesario revisar distintas alternativas que, conforme a las peculiaridades de esta actividad, permitan a las trabajadoras hacer efectivo este derecho. Ejemplificó lo anterior señalando que, en la empresa LAN Airlines -a la que pertenece-, se aplica un sistema especial de jornada laboral, conforme al cual las trabajadoras que están en la situación descrita prestan servicios durante 15 días continuos al mes y luego, en el transcurso de los 15 días siguientes, permanecen en sus domicilios, con sus hijos. Para la efectividad del sistema, se programa una producción de, a lo menos, un 70% de lo que rendirían durante todo el mes de trabajo y, junto a este beneficio complementario -que satisface a las trabajadoras-, también se resguarda el impacto del sistema en sus remuneraciones. Tal como la alternativa indicada, agregó, es posible encontrar otras tantas más destinadas al mismo objetivo, como por ejemplo, pactar una jornada laboral distinta, de modo que estas trabajadoras durante el período en cuestión no realicen vuelos al extranjero -que son más lejanos y tardan más tiempo en completarse-, o que sólo efectúen vuelos cuya ida y regreso se verifique en un mismo día, sin necesidad de pernoctar fuera de sus hogares.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social aclaró que el proyecto de ley consagra el derecho en comento como un principio de carácter general y obligatorio y que, como tal, debe cumplirse bajo todo respecto. Ahora bien, apuntó, tras ello, la iniciativa abre las posibilidades al acuerdo de las partes atendida la especial naturaleza de esta actividad, que impide aplicar en forma pura y simple las reglas comunes y generales existentes en la materia. Adicionalmente, advirtió, existen dos resguardos básicos, ya que, por un lado, la trabajadora después de su último permiso de maternidad debe retomar sus funciones habituales, y, por el otro, no puede sufrir una merma en sus remuneraciones.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que, en primer término, es posible percibir el clima de entendimiento que ha inspirado el estudio de este proyecto de ley, lo cual es digno de mención, sobre todo habida cuenta la completa falta de diálogo que imperó en el sector hace algunos años atrás. No obstante, añadió, no queda claro cuán representativo es este acuerdo al que se ha aludido, tanto porque no se explica la existencia de tantos sindicatos al interior de una misma empresa -lo que tal vez responda a la multiplicidad de razones sociales-, como porque, además, el representante de otra compañía aerocomercial -más precisamente Sky Airline- ha hecho presente su preocupación por no haber sido invitada a participar en este proceso de diálogo. Asimismo, es dable entender que el acuerdo involucra a una parte de la empresa y no a la totalidad de ella, acotándose a la realidad de pilotos y tripulantes auxiliares.


En lo que respecta al contenido mismo del proyecto de ley, señaló que es probable que al interior de la industria las empresas revelen realidades muy distintas, o que se justifique el establecimiento de jornadas laborales especiales para pilotos y tripulantes, razón por la cual no aludirá al mérito de las normas propuestas.


Sin embargo, advirtió, su preocupación apunta a qué sucede en el caso de los trabajadores que permanecen en tierra, qué jornada laboral se aplicará a su respecto, es decir, la contemplada en las normas generales, quedando completamente al margen de estas jornadas especiales que se están proponiendo, o si, por el contrario, estarán sujetos a estas últimas.


En otro orden de ideas, consultó si la trabajadora que está embarazada deja inmediatamente de prestar servicios a bordo del avión, por el solo hecho de estar en esa condición. En caso contrario, añadió, desde cuándo ello acontece.


La señora Presidenta del Sindicato de Tripulantes de Cabina de LAN Airlines respondió que depende del caso particular de que se trate. En efecto, explicó, hay un período de tiempo en el cual la trabajadora puede optar entre continuar prestando servicios a bordo o bajar inmediatamente a tierra. Para eso, añadió, es preciso realizar los respectivos controles médicos, tanto por parte del médico personal de la trabajadora como por parte del profesional de la empresa, definiendo el momento oportuno en que ésta debe asumir labores en tierra. Normalmente entre cuatro y cinco meses permanece a bordo, pero, en verdad, depende de la condición particular de la trabajadora, ya que para algunas el estado de gravidez no afecta mayormente su salud, en tanto que para otras el embarazo requiere mayor cuidado. En todo caso, advirtió, los problemas para la trabajadora se presentan al reincorporarse en sus funciones una vez cumplido el período post natal, ya que en la etapa pre natal ella no enfrenta mayores inconvenientes en el ejercicio de sus derechos.


El Honorable Senador señor Letelier apuntó que lo anterior es producto de que esta actividad ha sido calificada como trabajo pesado por la Comisión Ergonómica Nacional.


Desde otra perspectiva, valoró la posibilidad de gestar acuerdos en aras de generar una legislación concordante con la realidad a la que se pretende aplicar. Sin embargo, advirtió, es igualmente deseable que todos los sectores al interior de la respectiva industria tengan la posibilidad de participar en estos procesos de conversación, ya que la legislación que finalmente se dicte, será aplicable para todos quienes integran dicha industria y, bajo ese entendido, es pertinente que todos sean escuchados, en especial si la instancia de diálogo existe.


Enseguida, Su Señoría consultó cuántas horas, en promedio, prestan servicios al mes, tanto pilotos como tripulantes, ya que dicho dato no resulta claro al tenor de los antecedentes aportados.


El señor Presidente del Sindicato de Pilotos LAN, previo a responder, aclaró que la Dirección General de Aeronáutica Civil no establece una jornada máxima mensual para los pilotos, sino que solamente delimita las horas de vuelo que se pueden cumplir conforme a criterios de seguridad. Sin embargo, agregó, a esas horas de vuelo es necesario sumar el tiempo en que el trabajador presta servicios en tierra, como la preparación del vuelo, el tiempo de espera que media entre la ida y el regreso y, finalmente, las labores posteriores al aterrizaje. Todo ello no se computa dentro de las horas efectivas de vuelo, pero sí conforman lo que se denomina Período de Servicio de Vuelo. Ahora bien, las 1.000 horas a que se ha hecho referencia, son el límite de horas de vuelo al año, consideradas como horas efectivas de viaje, sin contemplar el tiempo total de prestación de servicios.


En cuanto a la consulta formulada, recordó que hace algún tiempo atrás se efectuó un catastro de las horas que se estaban sirviendo en vuelo, y pudo concluirse que la realidad es muy distinta en los diferentes casos. En efecto, explicó, quienes pilotean aviones de corto alcance, tienen relativamente pocas horas de vuelo y acumulan mucho más tiempo por labores en tierra. En estos casos, es perfectamente posible que se registren 100 horas de vuelo al mes, pero que se completen 160 ó 180 horas de servicio. En cambio, un piloto que vuela a largo alcance, por ejemplo, con un viaje de ida y vuelta a Europa, en el que consume 25 ó 26 horas de vuelo, suma solamente 4 ó 5 horas adicionales de servicio en tierra. Hoy en día, añadió, también puede variar bastante la proporción, ya que no es inusual registrar 120 horas de servicio para volar 80 horas al mes.


Por su parte, el señor Gerente de Servicio a Bordo de LAN Airlines agregó que, para estimar los promedios, tanto en el caso de pilotos como de tripulantes, deben considerarse ciertos factores que inciden en el cumplimiento de sus funciones, tales como los itinerarios programados, el tipo de aeronave, el tipo de ruta, si es cabotaje regional o vuelo internacional, entre otros. No obstante, apuntó, conforme a los estudios practicados al respecto, es posible calcular un promedio cercano a las 110 horas de Período de Servicio de Vuelo. Si eso se desglosa, por ejemplo, en el caso de una tripulante que hace una ruta internacional, en horas de vuelo registra aproximadamente 73 horas al mes, en tanto que una tripulante en cabotaje regional, mensualmente no vuela más de 60 horas. Ahora bien, en ambos casos, si a esas horas de vuelo efectivo, se suma el tiempo de servicio en tierra -período previo, esperas y período posterior al vuelo-, se alcanzan las 110 horas, promedio, a que se ha hecho mención. 


El señor Gerente de Recursos Humanos de Sky Airline acotó que, efectivamente tiempo de vuelo y tiempo de servicio de vuelo son conceptos distintos. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que en la empresa Sky Airline, que efectúa vuelos nacionales de corto alcance y que, por tanto, realiza numerosos despegues, espera en posta y aterrizajes, los tiempos de vuelo de los pilotos fluctúan entre las 50 y las 55 horas mensuales, en promedio, a lo cual deben sumarse una hora y media o dos horas de tiempo servicio en tierra. Con ello, se obtiene que el tiempo total de prestación de servicios del trabajador no excede las 25 ó 30 horas semanales.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social advirtió que no se trata de aumentar la jornada laboral mediante el establecimiento de un contrato especial. Las horas de vuelo que en la práctica se han ido aplicando, responden a la lógica de las normas impuestas por la Dirección General de Aeronáutica Civil conforme a criterios de seguridad aeronáutica. No es plausible que para un sector de trabajadores no exista un límite en su jornada laboral. El guarismo 160 que propone el proyecto de ley, obedece a los requerimientos tanto del tiempo efectivo de vuelo, como del Período de Servicio de Vuelo, que incluye además las labores ejecutadas en tierra. Reiteró que no es concebible un contrato de trabajo que no dé cuenta de la respectiva limitación a la duración de la jornada laboral.


El señor Gerente de Recursos Humanos de Sky Airline aportó como dato anexo que, conforme a la Resolución exenta Nº 1.132, de la Dirección General de Aeronáutica Civil, que regula los Períodos de Servicio de Vuelo y Períodos de Descanso para miembros de la tripulación auxiliar, dispone un máximo mensual de 160 horas, pero, al mismo tiempo, establece un tope anual de 1.600 horas. Por lo tanto, acotó, la iniciativa legal en estudio incrementaría en 320 horas al año, el máximo determinado por la Dirección General de Aeronáutica Civil en base a criterios de seguridad aeronáutica.


La señora Presidenta del Sindicato de Tripulantes de Cabina de LAN Airlines hizo presente que, si bien el artículo 60 del Código Aeronáutico faculta a la Dirección General de Aeronáutica Civil para dictar normas regulatorias de esta actividad, dicha atribución le compete sólo en el ámbito de la seguridad aérea y no en el campo laboral, razón por la cual sus disposiciones no definen la jornada laboral de los trabajadores del sector. Recordó que existen fallos judiciales y dictámenes de la Dirección del Trabajo que se pronuncian precisamente en dicho sentido. En todo caso, acotó, la Dirección General de Aeronáutica Civil, por intermedio de su Departamento de Seguridad Operacional, emitió su opinión técnica respecto del proyecto de ley en informe, la que fue favorable al mismo.


El Honorable Senador señor Letelier consultó cómo registran estos trabajadores el cumplimiento del horario de su jornada laboral, por ejemplo, marcando tarjeta o aplicando algún otro sistema de control. Asimismo, preguntó por los períodos de entrenamiento, sea para pilotos o tripulantes, si son parte o no de la jornada de trabajo y cómo operan en términos prácticos.


La señora Presidenta del Sindicato de Tripulantes de Cabina de LAN Airlines respondió que, a lo menos en la empresa para la cual ella presta servicios, no se utiliza un registro de ingreso mediante tarjeta electrónica, sino que, cuando el personal arriba al aeropuerto, efectúan una reunión previa al vuelo, en la cual revisan las condiciones de seguridad, distribuyen las tareas que se ejecutarán a bordo, etcétera. Ahora bien, sí firman una planilla en la que queda constancia de la hora de llegada, en cumplimiento de una disposición reglamentaria de la DGAC conforme a la cual los tripulantes deben presentarse en el lugar de trabajo a lo menos una hora antes del inicio del vuelo.


En cuanto al turno de llamado, explicó que consiste en que, durante un período de tiempo determinado -doce horas-, el personal de tripulación debe estar disponible en su domicilio para atender cualquier vuelo que se verifique en ese período. Para tales efectos, una vez que responde el teléfono, el trabajador cuenta con unos 20 minutos para prepararse, tras los cuales un móvil de la compañía lo recoge en su domicilio para conducirlo al aeropuerto.


En lo relativo a los entrenamientos de los tripulantes, señaló que una vez al año éstos deben rendir exámenes teóricos y prácticos referidos a su preparación técnica para ejecutar este trabajo. Esa obligación forma parte de la jornada laboral y se cumple en días especialmente programados para tales efectos. Se trata de exámenes que incluyen una fase de conocimientos y otra de carácter práctico, por ejemplo, efectuando ejercicios de evacuación. Añadió que son sometidos a estas pruebas con una frecuencia de 10 a 11 meses y éstas son altamente exigentes, ya que para su aprobación se requiere un 90% de acierto. También se efectúan exámenes médicos para controlar la condición física de los tripulantes. Es decir, acotó, se trata de una revisión muy completa y que efectivamente es una de las obligaciones que impone el trabajo y que, como tal, se cumple dentro de la jornada laboral.


La señora Presidenta del Sindicato de Tripulantes de Cabina de Lanexpress hizo presente algunas consideraciones a nombre de los trabajadores de Sky Airline. En primer lugar, señaló que dicha empresa ha sido objeto de fiscalización por parte de la Dirección General de Aeronáutica Civil por cuanto habría incurrido en ciertas faltas respecto de sus tripulantes de cabina. En segundo término, indicó que los tripulantes -tal como los pilotos-, están a cargo de la seguridad de todas las vidas que transportan en las aeronaves, y como tales, ejecutan una labor de innegable relevancia. Sin embargo, conforme a los testimonios del personal de Sky Airline, las tripulaciones no siempre podrían tomar sus días de descanso, particularmente los domingos, toda vez que se les impediría hacer efectivo este derecho. Ante tales situaciones, subrayó, queda en evidencia la importancia de legislar en esta materia.


Por su parte, el Honorable Senador señor Pérez Varela expresó que, cuando se está regulando un área específica o respecto de un determinado sector, es importante visualizar el horizonte completo hacia el cual se orienta dicha regulación. En el caso de la especie, añadió, si bien todos podemos conocer en qué consiste el trabajo desplegado por pilotos y tripulantes de cabina, las explicaciones aquí vertidas sobre dicho trabajo han dilucidado muchos aspectos del mismo, que pueden no ser tan evidentes y que, sin embargo, justifican una regulación legal especial.


En ese contexto, por consiguiente, resulta particularmente importante tener a la vista la situación de todos los actores de la respectiva industria. En este caso, hay una empresa de carácter global frente a otras que distan mucho de la dimensión de aquélla, ante lo cual cabe preguntarse si la legislación que se está analizando será igualmente pertinente respecto de todas ellas, con independencia de su tamaño o su magnitud o si, por el contrario, podría eventualmente representar una barrera de entrada para otras compañías que, siendo más pequeñas, no podrán intervenir en el mercado en igualdad de condiciones porque las normas 
-aplicables a todos, grandes y pequeñas compañías-, entorpecen en lugar de promover y facilitar dicha participación. Indicó que lo óptimo es la existencia de múltiples operadores, que generen la competencia necesaria al interior del mercado, lo que, a su vez, se traduce en mejores servicios, menores precios, etcétera. Sin embargo, advirtió, ello podría verse dificultado si se dicta una regulación que más bien se encuadra en la actividad desplegada por los grandes operadores, marginando en cierto modo a los más pequeños. Subrayó la importancia de generar un debate y dilucidar los efectos que puede traer consigo la implementación de una normativa común que resulta acorde con la gran empresa que se desenvuelve en el sector y no así con los operadores más pequeños.


Para graficar lo anterior, recordó que en el ejemplo propuesto sobre jornada laboral, puede observarse que se trata de la jornada de trabajo propia de un piloto que presta servicios en una empresa grande -como es LAN Airlines-, pero que no necesariamente corresponde a la jornada que se cumple en una compañía de menor magnitud, como podrían ser Air Comet o Sky Airline, cuyos servicios están orientados a vuelos de menor alcance que los que ejecuta aquélla. La cantidad de vuelos, la frecuencia entre los mismos, las distancias recorridas, las horas de servicio, todo ello representa un cierto grado de complejidad que, probablemente, empresas de menor envergadura no van a alcanzar a tener ni aún en el mediano o largo plazo. Por consiguiente, ante la diversidad que implica la operación de empresas globales y de otras que no revisten dicho carácter, hay que tener especial cuidado al legislar mediante normas generales, que no hagan distingos de ningún tipo, a fin de no producir efectos colaterales no deseados que, en lugar de favorecer a la industria, finalmente la perjudiquen o entorpezcan. Indicó que dicha observación es igualmente válida tratándose de otros sectores de la actividad económica -por ejemplo, la industria forestal-, donde también operan simultáneamente empresas grandes y medianas y donde, por lo tanto, es muy compleja la implementación de normas comunes que no contemplen distinción alguna entre unas y otras.


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que la mayor diferencia entre empresas grandes y pequeñas en este sector, podría registrarse en relación al número de vuelos que éstas ejecutan, pero no así en lo que a jornada de trabajo se refiere. Consultó, entonces, cuál es la diferencia en términos de trabajo desplegado entre vuelos nacionales y los internacionales, porque de lo expuesto, podría entenderse que se trata de industrias diametralmente diferentes.


El señor Presidente del Sindicato de Pilotos de Lanexpress respondió que la actividad en ambas áreas es bastante similar, sin registrar mayores diferencias. No obstante, añadió, en el caso particular de Lanexpress, probablemente la cantidad o frecuencia de los vuelos y la distribución de carga de trabajo sea superior cuando el cabotaje corresponde a ruta nacional. Ahora bien, agregó, el asunto de fondo es que hay un reconocido nivel de eficiencia en la tripulación y eso es lo que se quiere proteger mediante una regulación adecuada, sobre todo cuando la productividad pone en riesgo la vida personal y familiar de los trabajadores, por tanto, es necesaria una normativa que regule esta materia. Se trata de cautelar los derechos fundamentales de los trabajadores, mejorando la calidad de vida de los mismos.


En otro orden de ideas, lamentó las expresiones conforme a las cuales este proceso de diálogo fue calificado como un verdadero proceso de negociación colectiva. Aclaró que, bajo ninguna circunstancia, estas conversaciones han constituido una negociación colectiva ni han pretendido serlo. Ha sido un análisis profundo de las peculiaridades de esta actividad, su necesaria flexibilidad y la situación laboral de sus trabajadores. Enfatizó que esta es una nueva forma de trabajar y de hacer las cosas, bajo un clima de entendimiento. Este trabajo, además, debe desarrollarse con visión de futuro, porque si una compañía actualmente efectúa itinerarios más cortos, tiene pocas rutas o sus jornadas de trabajo son inferiores, ello no obsta a que se evalúen las condiciones generales en que se desenvuelve esta actividad, desde una perspectiva amplia y con una proyección de largo plazo.


En cuanto a la participación de Sky Airline en este proceso, señaló que tanto sus sindicatos de pilotos como de tripulantes, han intervenido en este diálogo del cual no han quedado excluidos, aun cuando sabido es que la relación de tales sindicatos con dicha empresa no es del todo positiva.


Enseguida, el señor Presidente del Directorio de LAN Airlines aclaró que en ningún caso ha sido la voluntad de esa empresa, dar lugar a una normativa que se ajuste a sus intereses particulares. Subrayó que el diálogo sostenido ha sido un arduo trabajo que se ha desarrollado durante los últimos cinco meses, en el cual han intervenido el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y representantes tanto del sector empleador como del trabajador, todos inspirados en la búsqueda de normas equilibradas que, junto con respetar el ejercicio de la industria y sus especiales características, proporcionen una mejor calidad de vida a los trabajadores, en un marco de entendimiento. Agregó que no es posible pensar siquiera en que existan categorías distintas de trabajadores, ya sea de pilotos o de tripulantes. Muy por el contrario, se trata de establecer normas generales que permitan resguardar las condiciones laborales mínimas respecto de todos quienes se desempeñan en esta actividad. En cuanto a las empresas del sector, añadió que, por su propia naturaleza, son compañías globales y, para graficarlo, señaló que basta mencionar que en el caso de líneas aéreas que han intentando operar con un carácter puramente doméstico -particularmente en países vecinos-, han terminado en un rotundo fracaso comercial. La aviación, por definición, tiene que ofrecer una conectividad global y, en ese cometido, las personas que se desempeñan en ella deben gozar de una calidad de vida acorde con dicho objetivo.


Por su parte, el señor Gerente de Recursos Humanos de Sky Airline aclaró que sus cuestionamientos no apuntan al contenido mismo de los acuerdos alcanzados, precisamente porque los desconoce, por lo tanto, mal podría criticarlos. Asimismo, añadió, tampoco el ánimo ha sido afirmar que una empresa seria y responsable como es LAN Airlines, haya propiciado una normativa que sólo le favorezca a ella. Su alegación, advirtió, es más bien de tipo formal, toda vez que Sky Airline no pudo intervenir en el referido proceso de diálogo por no haber sido invitada al mismo. En consecuencia, no se trata de que dicha compañía aérea no haya querido participar en este trabajo, sino que, muy por el contrario, no fue llamada para tales efectos.


Respecto de las infracciones laborales en las que supuestamente habría incurrido Sky Airline y a las que se ha hecho mención, aclaró, en primer término, que ninguna empresa está exenta de denuncias en su contra por posibles faltas en materia laboral y, por lo mismo, esta compañía no sería la única que enfrente este tipo de denuncias a nivel nacional. Sin perjuicio de ello, añadió, Sky Airline no registra más infracciones ni revela una problemática laboral superior a la que tienen otras empresas del rubro, de modo que no se justifica una alusión especial a este respecto.


En cuanto a la relación de Sky Airline con los sindicatos de sus trabajadores, a la que también se ha hecho referencia, dejó constancia que, desde que dicha compañía aérea comenzó a operar en Chile -esto es, junio de 2001-, hasta el año recién pasado, no ha sido presentado ningún proyecto de convenio colectivo. La única oportunidad en que ello ha sucedido, fue en marzo de 2007, oportunidad en la cual se presentó un proyecto pero que, lamentablemente, fue presentado fuera del plazo legal contemplado al efecto. Recordó que, en dicha ocasión, la empresa objetó la formulación extemporánea de la iniciativa, y el sindicato correspondiente aceptó dicha objeción. Finalmente, anunció que durante los próximos meses se desarrollaría un proceso de negociación colectiva al interior de la empresa.


A continuación, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social se refirió a algunos aspectos mencionados en este debate.


En primer término, ofreció sus excusas a la empresa Sky Airline en el evento de que no haya sido formalmente convocada para participar en el proceso de diálogo que se ha desarrollado en el sector en torno a los perfeccionamientos de este proyecto de ley. Sin embargo, advirtió, conforme a lo acontecido, consta que los sindicatos de trabajadores pertenecientes a dicha empresa sí concurrieron a este diálogo, aun ante la ausencia de su parte empleadora.


A mayor abundamiento, agregó, según informa la asesoría del Ministerio a su cargo, todas las invitaciones pertinentes fueron debidamente cursadas, razón por la cual era dable esperar la presencia de todos los actores involucrados en este tema.


En segundo lugar, continuó, tras escuchar la exposición del representante de Sky Airline, es posible sostener que, en opinión de dicha empresa, sería más aconsejable mantener la actual situación laboral de los trabajadores del sector, sin generar modificación alguna a su respecto, lo cual no parecer ser la alternativa más apropiada. Es por ello que, precisamente, se ha promovido este diálogo que apunta a fomentar condiciones que permitan mejorar los estándares laborales en una industria que se caracteriza por ciertas peculiaridades que no se replican en otros ámbitos de la actividad económica.


En tercer término, y desde una perspectiva más general, recordó que en el debate laboral de nuestro país siempre se insiste mucho en la existencia de una rigidez que imposibilita avanzar en el tratamiento de algunos temas, porque hay una cierta reticencia que impide que los diálogos se desarrollen. En consecuencia, subrayó, resulta extraño que cuando ese diálogo se promueve, surjan voces contrarias al mismo. En todo caso, apuntó, dichas apreciaciones adversas parten de una premisa equivocada, toda vez que no se trata de dar lugar a precondiciones de ninguna especie, sino que solamente de reconocer que, en un ámbito determinado, existen ciertas características que ameritan la existencia legal de un contrato especial que recoja dichas particularidades.


Los contratos especiales, enfatizó, justamente reconocen y se hacen cargo de las peculiaridades que revela una actividad y tal es el caso en estudio, donde nos encontramos frente a una industria que presenta ciertas condiciones especiales que inciden en su realidad laboral. 


Es decir, hay contratos especiales porque hay particularidades que sobrepasan la regla general, y es razonable distinguir esas propiedades específicas mediante una legislación que también revista características especiales. Ello demuestra una clara intención de reconocer las diferencias, haciendo eco de un antiguo alegato del sector empresarial que se orienta en ese mismo sentido. Si el contrato de trabajo de un trabajador de una línea aérea tiene particularidades, parece razonable dar lugar a una legislación que las reconozca. Eso es un contrato especial, tal como también los hay en muchas otras áreas de nuestra actividad económica.


Por otra parte, destacó que el proceso de diálogo que se ha desarrollado en este ámbito, ha sido exitoso y constituye un verdadero ejemplo de trabajo mancomunado y de espíritu de entendimiento. Indicó que, si bien efectivamente dicho proceso podría mejorarse o ampliarse, no es menos cierto que el diálogo existe, en respuesta a una aspiración por tanto tiempo reclamada, razón por la cual resulta especialmente valiosa la gestión del Gobierno en su esfuerzo de generar instancias de diálogo y de crear condiciones de confianza.


Por último, señaló no compartir la apreciación de que, como en el mercado intervienen empresas grandes y pequeñas, los estándares laborales deberían ser distintos tratándose de unas y otras. Indicó que este tema es de antigua discusión, pero, en su opinión, la competitividad de las empresas no dice relación con estándares laborales diferenciados. Añadió que, cuando se cita como ejemplos la competitividad que han alcanzado algunos países, como China, si bien el resultado es elogiable, no hay que olvidar que no es posible incurrir en estándares laborales cercanos a la esclavitud en aras de promover una competitividad que, en esos términos, no tiene ninguna sustentabilidad en el largo plazo. En consecuencia, concluyó, lo que este proyecto de ley intenta hacer es, precisamente, desde las particularidades que tiene una industria de esta naturaleza, con relaciones de trabajo que reflejan esas peculiaridades, reconocerlas y establecer estándares laborales cada vez más cercanos a lo más civilizado posible.


Finalmente, el Honorable Senador señor Allamand explicó que, tras haber escuchado la opinión de las distintas entidades invitadas a la sesión, la Comisión procederá a debatir la iniciativa legal a fin de emitir un pronunciamiento a su respecto. Conforme a las normas reglamentarias, apuntó, el proyecto será sometido a votación en general y pasaría a la Sala para el mismo efecto. Tras su aprobación, correspondería abrir un plazo para presentar indicaciones, las que serían consideradas por la Comisión en su segundo informe.


Sin perjuicio de lo anterior, Su Señoría manifestó su opinión en relación a la importancia y al rol de los acuerdos que han sido alcanzados en esta materia. Al respecto, indicó que es muy importante esclarecer que los acuerdos anunciados representan un insumo más dentro de todo el acopio de antecedentes que han de tenerse a la vista al momento de resolver y pronunciarse sobre este tema. En efecto, explicó, el hecho de que exista un cierto consenso entre los futuros destinatarios de una normativa, si bien es muy relevante, no impide, bajo ninguna circunstancia, que el legislador tenga su propio juicio sobre el mérito del acuerdo y, finalmente, sobre la materia en cuestión. De no ser así, advirtió, podría incurrirse en una captura del proceso legislativo al tenor de intereses corporativos, mediante la presentación de acuerdos que podrían estar muy bien afinados, pero que, a la postre, podrían significar un gran avance para un área de la industria y, en cambio, un retroceso o un perjuicio respecto de otra. De esta manera, acotó, la información que aquí ha sido proporcionada será debidamente considerada y evaluada por la Comisión. Reiteró que, valorando el acuerdo alcanzado en un no menos valioso proceso de diálogo, no hay que perder de vista que el consenso manifestado es un insumo más que se incorpora a la tarea de legislar.


Asimismo, sugirió a los presentes seguir de cerca las restantes etapas de la tramitación legislativa de esta iniciativa legal.


Enfatizó que la Comisión será muy acuciosa en el estudio de cada una de las disposiciones de este proyecto de ley, analizando en detalle la nomenclatura y las normas propuestas, a fin de evitar cualquier efecto no deseado que eventualmente pudiera derivarse de las mismas. Para ello, anunció, podría ser requerida la colaboración técnica de los invitados a esta sesión, de estimarse así necesario para dilucidar las inquietudes que surjan durante el debate.


Se trata, concluyó, de esclarecer al máximo el sentido y alcance de la regulación en proyecto, fundamentalmente por la implicancia que esta iniciativa tendrá, no sólo respecto de esta industria tan importante en la economía nacional, sino que en nuestra legislación en general.


En la sesión siguiente, la Comisión analizó, junto a los representantes del Ejecutivo, los principales aspectos del proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que, tras la exposición del Ejecutivo y de los distintos invitados que participaron en la sesión anterior, es posible concluir que la iniciativa legal en estudio es un buen proyecto de ley, toda vez que viene a regular una actividad económica de características muy particulares, mediante el establecimiento de una normativa especial que responda a dichas peculiaridades. Valoró el consenso alcanzado entre los distintos actores de este sector de la industria, el cual, sin duda, contribuye a la aprobación en general de la iniciativa, para luego dar lugar a la apertura de un plazo de indicaciones a fin de introducir las modificaciones que resulten pertinentes. 


Agregó que es innegable que a los trabajadores que se desempeñan en el ámbito de la aeronavegación comercial, en calidad de tripulantes, no les resultan plenamente aplicables las normas generales contenidas en el Código del Trabajo, razón por la cual es de la mayor importancia dotar a este segmento de trabajadores de un estatuto laboral que responda a las características de la actividad y de las labores que éstos desarrollan.


Subrayó que la normativa propuesta contempla para estos efectos el establecimiento de un contrato especial de trabajo, cosa que no es ajena a nuestra legislación laboral, ya que el Código del Trabajo consigna otros tantos contratos especiales, entre los cuales éste será uno más de los que ya integran dicha nómina.


Asimismo, destacó que el debate de este proyecto haya considerado la posibilidad de escuchar a los diversos actores de este sector de la industria nacional, por cuanto ello ha permitido tomar conocimiento cabal de las circunstancias en las que se desarrolla la actividad aéreo comercial, las cuales explican la pertinencia de la presente iniciativa legal.


Finalmente, anunció su voto favorable a la idea de legislar sobre esta materia.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que, además de los tripulantes de vuelo y de cabina, están los trabajadores que ejecutan labores en tierra. Consultó en qué situación jurídico laboral quedarán ellos y, por tanto, qué normativa se aplicará a su respecto, por ejemplo, en lo relativo a su jornada de trabajo. Para ilustrarlo, recordó que, quienes prestan servicios de control aéreo, funcionan en base a un sistema de turnos, pero el resto del personal en tierra no opera necesariamente mediante dicho sistema. En consecuencia, acotó, sería preciso revisar este tema a fin de definir con claridad a qué estatuto laboral quedarán sujetos unos y otros.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social respondió que, efectivamente, en esta actividad es posible distinguir entre los trabajadores que se desempeñan en vuelo, esto es, los tripulantes, ya sea de mando o de cabina, y los trabajadores que prestan servicios en tierra. En cuanto a los tripulantes, acotó, el proyecto propone las jornada de trabajo especiales a que ya se ha hecho mención. En cuanto a los trabajadores que se desempeñan solamente en tierra, añadió, por aplicación de las normas generales del Código del Trabajo, cumplen una jornada laboral regular. En el caso de las labores más sensibles, como es por ejemplo el servicio técnico de mantención de los aviones, efectivamente se aplica un sistema de turnos para el ejercicio de sus funciones.


Sin perjuicio de lo anterior, aclaró, hay que tener en cuenta que los tripulantes también cumplen algunas funciones en tierra. El proyecto se hace cargo de dicha circunstancia y para tales efectos define separadamente el Período de Servicio de Vuelo y el Período de Servicio. Ambos son conceptos diferentes, toda vez que el primero comprende tanto las labores que se cumplen en tierra para el vuelo -como, por ejemplo, la preparación del mismo, previo al despegue, o su cierre tras el aterrizaje-, y el tiempo de vuelo propiamente tal, esto es, el período que transcurre desde que la aeronave es puesta en marcha y hasta que se detiene completamente en su destino. En el segundo, en cambio, se ejecutan labores que están asignadas a los trabajadores en sus respectivos roles mensuales, por ejemplo, durante diez días, para cumplir labores en tierra, normalmente de carácter administrativo. El proyecto provee una fórmula determinando que, cuando se cumple un Período de Servicio por más de 7 días durante el mes, se aplica para tales efectos una jornada laboral regular y no las jornadas especiales consideradas para el Período de Servicio de Vuelo.


El Honorable Senador señor Novoa consultó si este nuevo contrato especial que se propone refleja en alguna medida lo que hoy día acontece en el normal funcionamiento de la aeronavegación comercial, o si, por el contrario, estas normas significarán una modificación a las actuales prácticas de la industria que, a la postre, puedan generar consecuencias no deseadas, como por ejemplo, un encarecimiento de los costos. Lo anterior, acotó, es importante de esclarecer por cuanto en un mercado monopólico, el acuerdo que alcance una empresa con sus trabajadores no tiene mayor trascendencia en la medida que cualquier incremento de costos lo asume finalmente el usuario. Apuntó que se trata de un tema que probablemente fue considerado en el análisis efectuado durante las conversaciones que se desarrollaron en esta materia, sobre todo atendido el hecho de que en Chile existen costos muy altos de transporte.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social aclaró que el proyecto de ley en estudio no incrementa costos de ningún tipo, sino que principalmente reordena el ejercicio de ciertos derechos que, hoy día, en la práctica -y a veces con algunas dificultades-, los trabajadores del sector ya tienen, conforme a la normativa que actualmente se les aplica. 


Para ilustrar lo señalado, ejemplificó con el caso del descanso dominical, el cual actualmente no se cumple a cabalidad. Para su efectivo cumplimiento, explicó, habría sido necesario establecer respecto de esta actividad una jornada excepcional, lo que trae aparejado una serie de beneficios, entre ellos, una compensación por el trabajo desarrollado en día domingo. Sin embargo, advirtió, la realidad ha demostrado que el referido derecho no se ejerce, no se contempla compensación alguna por la prestación de servicios en domingo y tampoco se han activado los mecanismos administrativos para que ello acontezca. El proyecto de ley, en cambio, considera una fórmula flexible que reconoce y hace aplicable el descanso dominical a esta actividad, sin aumentar los costos, sino que estableciendo un período de descanso de, a lo menos, 106 horas, en el que deben comprenderse un sábado y un domingo una vez al mes. Eso significa, en términos prácticos, contar con cuatro días de descanso que pueden tomarse, por ejemplo, desde un jueves a un domingo o desde un sábado a un martes, entre otras alternativas. Por lo tanto, subrayó, lo que se hace es una reordenación de los derechos que hoy tienen los trabajadores, pero cuyo ejercicio se ve dificultado por las características de las funciones que cumplen. Esto es, en todo caso, producto de las conversaciones que durante cinco meses se han sostenido con los representantes de los trabajadores y de los operadores del sector, en aras de obtener este tipo de soluciones que permitan resguardar las condiciones laborales sin desmedro de las respectivas e ineludibles condiciones de seguridad que rigen en esta actividad.


Enseguida, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social agregó que, sin perjuicio de que se ha aclarado con la compañía aérea Sky Airline el tema de la invitación a participar en las conversaciones sostenidas con el sector -toda vez que se ha esclarecido que la respectiva invitación sí fue cursada-, recientemente se ha iniciado un proceso de diálogo con la referida empresa, por cuanto es de la mayor relevancia que todos los operadores del sector, con independencia de su magnitud o de su incidencia en el mercado, intervengan en estos procesos. Lo anterior, apuntó, a propósito de la inquietud manifestada por el Honorable Senador señor Novoa, en el sentido de que, como justamente se trata de un mercado cautivo, la participación de todos sus actores reviste especial trascendencia.


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand anunció que concurriría con su voto favorable a la aprobación en general de esta iniciativa de ley, por las siguientes razones. En primer lugar, señaló, resulta evidente que la aeronavegación comercial requiere una normativa especial que la regule al tenor de las características que le son propias. Esa necesidad, además, se ha planteado desde hace mucho tiempo, sin resultados positivos sino recién hasta ahora. Asimismo, agregó, es importante considerar que la regulación en este ámbito reviste una triple complejidad. Por una parte, nos encontramos con la complejidad propia de la actividad aeronáutica, pues se trata de una industria volátil, muy expuesta a factores externos, de características extraordinarias en su ejecución, todo lo cual exige un ajuste normativo que se haga cargo de esta realidad particular. Por otra parte, es posible constatar que en el desarrollo de esta actividad confluyen diversas normativas legales, toda vez que no sólo se aplican las normas propiamente laborales, sino que también, simultáneamente, se aplica la regulación de la Dirección General de Aeronáutica Civil referida a la seguridad aérea. Por último, añadió, la normativa general del Código del Trabajo requiere una cierta flexibilización que permita aplicar a este sector de la industria instituciones propias del derecho laboral, que hoy en día no pueden hacerse efectivas porque no se ajustan a las condiciones fácticas en que opera la actividad aéreo comercial.


En otro orden de ideas, señaló coincidir con lo expresado por el Honorable Senador señor Novoa. Señaló que, si bien es valioso el proceso de diálogo desarrollado en la búsqueda de acuerdos, ello no debería ser óbice para realizar un análisis acucioso de todas las disposiciones propuestas a fin de evitar que, por ejemplo, dichas normas se traduzcan, a la postre, en algún efecto no deseado, como por ejemplo, en una barrera de entrada a un mercado que, de por sí, ya es pequeño, o que se generen distorsiones en la competencia al interior de la industria.


Finalmente, valoró el ambiente de entendimiento que ha imperado en el curso de este proceso de diálogo, el cual quedó en evidencia tras las exposiciones efectuadas por los distintos invitados a la sesión pasada. Asimismo, manifestó compartir las expresiones del señor Ministro en orden a que, en un proceso de conversación, es importante escuchar las opiniones de todos los actores del sector, sean trabajadores u operadores, empresas grandes o pequeñas, y, en ese sentido, valoró el llamado que se ha hecho a la línea aérea Sky Airline para participar en este esfuerzo conjunto. Bajo esa perspectiva, instó al Ejecutivo para que, en la medida de lo posible, se incorporen en esta mesa de conversación a todos los operadores del área, a fin de que ese trabajo efectivamente sea el resultado de un proceso desarrollado en plena integración.


A continuación, los miembros de la Comisión coincidieron en la pertinencia de aprobar la idea de legislar en esta materia, a fin de dar lugar a un estatuto laboral que se haga cargo de las particularidades de la aeronavegación comercial, resguardando los derechos de los trabajadores que se desempeñan en esa actividad, y respetando, además, las normas sobre seguridad aérea dispuestas por la Dirección General de Aeronáutica Civil. Lo anterior, sin perjuicio de las modificaciones y ajustes que sea necesario incorporar al proyecto, vía indicaciones, durante su discusión en particular, al tenor de lo expresado en el análisis consignado precedentemente.


- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Muñoz Aburto y Novoa.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:


PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Agrégase al Código del Trabajo el siguiente Capítulo VII en el Título II del Libro I:

“Capítulo VII

Del Contrato de Tripulantes de Vuelo y de Tripulantes Auxiliares de Aeronaves Comerciales de Pasajeros y Carga


Artículo 152 ter A.- Para efectos del presente Capítulo, se entenderá por:


a) Tripulación de vuelo: Son aquellos trabajadores poseedores de licencia y habilitaciones que permitan asignarles obligaciones esenciales para la operación de una aeronave durante el tiempo de vuelo. No perderá su condición laboral de tripulante de vuelo, el trabajador que, contratado como tal, le sean asignadas funciones en tierra. En caso de que la mantención de la respectiva licencia requiera un número mínimo de horas de vuelo, el empleador estará obligado a planificar los Roles de Vuelo de tal forma que se cumpla a lo menos con dichas horas;


b) Tripulación Auxiliar: Son aquellos trabajadores que participan de las labores de servicio y atención de pasajeros, así como el cuidado y seguridad de las personas o cosas que se transporten en la aeronave. No perderá su condición laboral de tripulante de auxiliar, el trabajador que contratado como tal, le sean asignadas funciones en tierra.


c) Período de Servicio de Vuelo: Corresponde al tiempo transcurrido, dentro de un período de 24 horas consecutivas, desde el momento que el tripulante de vuelo y auxiliar se presenta en las dependencias aeroportuarias (o lugar asignado por el operador) con el objeto de preparar, realizar y finalizar operacional y administrativamente un vuelo, hasta que el tripulante es liberado de toda función. 


d) Período de Servicio: Corresponde al tiempo correspondiente a cualquier actividad asignada por el Operador a un tripulante, ajena al vuelo mismo; 


e) Tiempo de Vuelo: Es aquella parte del Período de Servicio de Vuelo que corresponde al tiempo efectivo en los controles de vuelo, desde el momento que se pone en marcha el motor, con el objeto de despegar, hasta que se detiene el motor al finalizar el vuelo.


f) Rol de Vuelo: Es el instrumento de planificación de vuelos que corresponde a la jornada en turnos de trabajo de los tripulantes, y que cumple las funciones señaladas en el numeral 5 del artículo 10 del presente Código.


Artículo 152 ter B.- La jornada de trabajo de los tripulantes podrá ser ordinaria, especial, y de retén o turno de llamada.


Artículo 152 ter C.- El empleador o el operador, en su caso, deberá entregar mensualmente y con una anticipación de a lo menos cinco días, el Rol de Vuelo a los trabajadores, y el número de veces que éste pueda ser modificado, junto a sus respectivas compensaciones, los que deberán pactarse solamente por acuerdo colectivo entre el empleador y los trabajadores.


Tratándose de empresas de transporte aéreo que no cuenten con más de veinte tripulantes, el empleador podrá acordar individualmente con éstos el número de veces que el Rol de vuelo puede ser modificado y sus compensaciones, siempre que las condiciones del servicio así lo ameriten.  


El llamado a un trabajador en el período de retén, para prestar servicios en un vuelo, no será considerado cambio de rol de vuelo.


Artículo 152 ter D.- La jornada ordinaria de trabajo de los tripulantes de vuelo y auxiliar no excederá de ciento sesenta horas mensuales, salvo que la DGAC por razones de seguridad decida establecer una jornada menor, y su distribución se efectuará a través de los Roles de Vuelo. En ningún caso, podrán establecerse Roles de Vuelo que signifiquen la prestación de servicios por más de doce horas continuas, sean en labores de periodos de servicio o de servicio de vuelo o bien unas y otras.


Los sistemas de descanso compensatorio después de períodos de servicios y servicios de vuelo, se regirán por la siguiente tabla:
	Período de Servicio o Período de Servicio de Vuelo
	Horas de Descanso

	8

9

10

11

12
	11

12

13

14

15



Con todo, si el Período de Servicio de Vuelo fuere menos de ocho horas, se podrá considerar la ejecución de otro vuelo en un lapso de veinticuatro horas, siempre y cuando no se exceda las doce horas, incluyendo todo el tiempo transcurrido desde el inicio del primero hasta el término del último.


Si la jornada ordinaria se desarrolla en tierra, sólo en labores relativas a Período de Servicio, la jornada diaria no podrá superar las ocho horas continuas, imputándose este período al límite mensual señalado en el inciso primero y para iniciar un Período de Servicio de Vuelo, deberá mediar previamente un descanso mínimo de 11 horas. Si las labores en tierra se extienden por un mes calendario, el promedio de horas ordinarias efectivas trabajadas no podrá exceder de cuarenta y cinco semanales.


Artículo 152 ter E.- Toda prestación de servicios en tierra que no se encuentre comprendida en las labores propias del Período de Servicio de Vuelo, será considerada como Período de Servicio y deberá ser remunerada conforme al promedio correspondiente a los tres últimos meses de la remuneración del trabajador.


Asimismo, sin perjuicio de los viáticos y traslados que el empleador deba proveer para la prestación de servicios en tierra, pero en el extranjero, con motivo de la realización de eventos tales como ferias, promociones o congresos, el trabajador tendrá derecho a que ese período sea remunerado en la forma señalada en el inciso anterior.


Artículo 152 ter F.- La jornada especial es aquella de carácter excepcional en que se requiere adicionar a la tripulación mínima un número determinado de tripulantes para alcanzar  destinos más lejanos o ejecutar vuelos de ida y regreso al lugar donde se inició el vuelo. En estos casos, al arribarse al punto de destino, bajo ninguna circunstancia, se podrá proseguir otro vuelo, o el regreso, con la misma tripulación, en conformidad a las normas técnicas impartidas por la Dirección General de Aeronáutica Civil sobre el particular.


La jornada tendrá el carácter de especial, cuando ésta se desarrolle por más de 12 horas y no podrá exceder en caso alguno de 20 horas, en un lapso de 24 horas, debiendo otorgarse reposo a bordo de la aeronave en condiciones confortables, según las normas técnicas impartidas por el organismo señalado en el inciso anterior.


Artículo 152 ter G.- Para efectos del artículo anterior, y tratándose de los Tripulantes auxiliares, y con el propósito de no sobrepasar las doce horas máximas de Período de Servicio de Vuelo, deberá otorgarse reposo a bordo en las condiciones establecidas por la Dirección General de Aeronáutica Civil. 


En el caso de los Tripulantes de Vuelo, cuando sean relevados de sus funciones en los controles de vuelo deberá otorgarse reposo a bordo con el objeto de no sobrepasar los límites establecidos para el tiempo de Vuelo y Período de Servicio de Vuelo que, por razones de seguridad, imparta la Dirección General de Aeronáutica Civil.


Los periodos de descanso después de una Jornada especial se regirán por la siguiente Tabla:
	Período de Servicio de Vuelo
	Horas de Descanso

	Más de 12

13

14

15

16

17

18

19

20
	16

16

17

18

19

20

21

22

24



Artículo 152 ter H.- En ningún caso, la distribución de la jornada ordinaria y especial, podrá implicar que mensualmente el trabajador permanezca más de dieciocho noches fuera de su lugar de residencia, salvo el caso de comisiones especiales u ocasionales en el extranjero.


Si las labores de un tripulante se desarrollan por espacio de hasta cinco días continuos, tendrá derecho a un descanso mínimo de dos días. Asimismo, tendrá derecho a un descanso de cuatro días en caso de que las labores se desarrollen por espacio de seis y hasta diez  días en forma continua. Con todo, ningún trabajador podrá prestar servicios por más de diez días en forma continuada.


Artículo 152 ter I.- El empleador podrá establecer turnos de llamada o periodo de retén, por el cual el trabajador estará obligado a encontrarse disponible para un vuelo en caso de que deba reemplazar a otro miembro de la tripulación o se presente una emergencia similar. Dicho período no podrá exceder de doce horas continuas y no podrá establecerse dentro del período descanso. Adicionalmente a la remuneración pactada, el período de retén deberá ser compensado, de común acuerdo entre las partes o bien por acuerdo colectivo.


Artículo 152 ter J.- Tanto en la jornada ordinaria, como en la jornada especial, o en el período de retén, no procederá pactar horas extraordinarias. Esta limitación no regirá para los tripulantes auxiliares y de vuelo cuando desarrollen sus labores en tierra.


Asimismo, los días de descanso y las horas de retén, no podrán imputarse al feriado anual del trabajador ni aún con consentimiento de éste.


Artículo 152 ter K.- Los períodos de descanso de los Tripulantes de Vuelo y auxiliar, deberán considerar a lo menos veinticuatro días domingos dentro de un año calendario. En caso de que los Roles de Vuelo impliquen la prestación de servicios durante veinticinco o más días domingos en un año calendario, el empleador deberá otorgar al trabajador un feriado anual adicional de seis días, los que podrán de común acuerdo ser compensados en dinero con un recargo no inferior al establecido en el artículo 32 de este Código.


Artículo 152 ter L.- Si los Roles de Vuelo implicaren la prestación de servicios durante días feriados, el empleador deberá otorgar los respectivos descansos compensatorios adicionales en el período de descanso siguiente, pudiendo, con todo, acordarse su compensación en dinero, pero con un recargo no inferior al señalado en el artículo 32 del presente Código y sin afectar las disposiciones de seguridad que imparte la Dirección General de Aeronáutica Civil al respecto.


Artículo 152 ter M.- Durante los 270 días siguientes al término del período de descanso maternal, las labores de la trabajadora deberán desarrollarse preferentemente en tierra, en labores de apoyo, capacitación, instrucción y otras similares. En el período en que la trabajadora preste sus servicios en tierra, tendrá derecho a acudir a alimentar a su hijo en los términos del artículo 203 de este Código. A su vez, durante los doce meses siguientes a este período, el empleador deberá acordar con la trabajadora una forma de distribución de la jornada en tierra y en vuelo, de tal manera privilegiar el ejercicio de este derecho.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 13 y 20 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto y Víctor Pérez Varela (Jovino Novoa Vásquez).


Sala de la Comisión, a 1 de septiembre de 2008.

(Fdo.): MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES EN MATERIA DE ORDEN PÚBLICO

(4832-07)

HONORABLE SENADO


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar sobre el proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de la señora Presidenta de la República.


La Comisión estudió en general y en particular la iniciativa, en virtud de la autorización conferida por la Sala del Senado el día 15 de enero del presente año, y propone a la Sala proceder de la misma forma.


A las sesiones en que se discutió el proyecto asistieron, por el Ministerio del Interior, el Subsecretario, señor Felipe Harboe, el Jefe de la División Jurídica de dicha repartición, abogado señor Jorge Claissac y el asesor de la misma División, señor Nicolás Torrealba. Asistió también el abogado penalista señor Juan Domingo Acosta.

- - - - - -


Este proyecto no contiene normas de quórum especial o que afecten la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.

- - - - - -

OBJETIVO DE LA INICIATIVA


Al tenor del mensaje, este proyecto procura fortalecer las instituciones encargadas del orden público, dotándolas de las facultades indispensables para el cumplimiento de sus funciones de resguardo de la seguridad y la tranquilidad públicas, compatibilizando, además, el libre ejercicio del derecho de reunión y la debida protección de los derechos de terceros.

ANTECEDENTES

MENSAJE


La iniciativa del Ejecutivo señala que los derechos garantizados en la Constitución Política de la República deben ejercerse de forma tal que no lesionen otros derechos sociales o individuales relevantes.


Agrega que en el último tiempo se ha podido constatar que algunos participantes en manifestaciones públicas han incumplido la regla anteriormente citada, han incurrido en conductas delictuales o dañosas que han perjudicado el patrimonio de particulares y del Estado y han deslegitimado el ejercicio del derecho de reunión reconocido en la Carta Fundamental. Para terminar con esta situación es necesario dotar a la autoridad, por la vía legislativa, de herramientas adecuadas para la prevención y castigo de esas conductas.


Para ello, el Ejecutivo propone un proyecto de cinco artículos; cuatro de ellos modifican diversos cuerpos legales relativos al orden público y el último establece una regla nueva, relativa a las responsabilidades por daños ocasionados en manifestaciones públicas.

INDICACIÓN SUSTITUTIVA


Con fecha 15 de enero del presente año el Ejecutivo presentó una indicación que efectúa adecuaciones técnicas en los artículos 1°, 2° y 5°, y elimina el artículo 3°.

- - - - - - -

NORMAS VINCULADAS AL PROYECTO

1. Ley Nº 12.927 de Seguridad del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto Nº 890, del Ministerio del Interior, de 1975.

2. Código Penal, Títulos I, II, VI y IX del Libro Segundo, que tratan sobre crímenes y simples delitos contra la seguridad exterior y soberanía del Estado, crímenes y simples delitos contra la seguridad interior del Estado, crímenes y simples delitos contra el orden y la seguridad públicos cometidos por particulares y crímenes y simples delitos contra la propiedad, respectivamente.

3. Código de Justicia Militar, Título IV del Libro Tercero, sobre delitos contra la seguridad interior del Estado.

4. Ley Nº 19.327, que fijó normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional.

5. Ley Nº 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado es el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2005.

6. Ley  Nº 20.048, que eliminó del Código Penal y del Código de Justicia Militar el delito de desacato.

7. Ley Nº 19.733, de 18 de mayo de 2001, sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.

8. Ley Nº 18.216, de 14 de mayo de 1983, que establece medidas como alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad.

9. Código Civil, artículo 2.320, que establece la responsabilidad extracontractual por hecho de terceros.

10.  Ley Nº 19.806, de 31 de mayo de 2002, que establece normas adecuatorias a la Reforma Procesal Penal.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior, abogado señor Jorge Claissac, señaló que el presente proyecto de ley tiene como causa los desórdenes y daños provocados por individuos encapuchados en las manifestaciones del día 11 de septiembre de 2006. Esos actos fueron de difícil persecución, por una serie de vacíos legales, entre ellos un efecto inadvertido de la supresión del delito de desacato, efectuada por la ley Nº 20.048.


Agregó que el proyecto establece adecuaciones a la Ley de Seguridad del Estado; al Código Penal, en lo relativo a los tipos sobre desórdenes públicos, y a la ley sobre violencia en los estadios. Además, establece una norma interpretativa para salvar los problemas derivados del hecho que no existe Gobernador en la provincia de Santiago, e introduce una norma especial sobre responsabilidad de los organizadores y asistentes a marchas y reuniones públicas por daños ocasionados durante esas demostraciones.


La Comisión consideró necesario legislar sobre esta materia, más aún cuando últimamente la opinión pública ha sido testigo de una gran cantidad de delitos contra la propiedad provocados por participantes encapuchados en manifestaciones públicas, y no hay culpables identificados ni sanciones claras contra los causantes de esos daños. 


El Honorable Senador señor Espina agregó que coincide con los propósitos del proyecto por las razones antes señaladas, pero para despejar algunas dudas sobre la técnica legislativa empleada, solicitó tener a la vista un informe sobre el proyecto elaborado por el abogado penalista señor Juan Domingo Acosta Sánchez.


- Sometida a votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, y Muñoz, don Pedro.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo 1º


Inserta, en dos literales, modificaciones a la ley Nº 12.927, sobre seguridad del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto Nº 890, del Ministerio del Interior, de 1975.

Letra a)


Modifica el artículo 4º, letra d), del citado cuerpo legal. Este artículo define qué se entiende por delito contra la seguridad interior del Estado, abarcando, entre otras conductas, la del que promueve la organización de grupos paramilitares con el fin de atacar a la fuerza pública, sublevarse contra las ramas del Estado o atacar a las autoridades que señala la letra b) del artículo 6º de ese cuerpo legal.


La ley Nº 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, reemplazó la letra b) del artículo 6° de la ley N° 12.927, eliminando la figura calificada de difamación, injuria o calumnia a ciertas autoridades que ella contenía e insertando en cambio la actual disposición, que sanciona al que ultraje públicamente a la bandera, el escudo, el nombre de la patria o el himno nacional, pero sin hacer referencia a autoridad alguna. En consecuencia, la remisión que hace la letra d) del artículo 4° de la ley N° 12.927 resulta inoperante.


La modificación que plantea el mensaje sustituye la referencia a la letra b) del artículo 6º, por una enumeración taxativa de autoridades, que incluye al Presidente de la República, los Ministros de Estado, Senadores, Diputados, los miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, el Contralor General de la República, los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas y el General Director de Carabineros.

Indicación del Ejecutivo Nº 1), letra a)


Agrega al listado de autoridades al Fiscal Nacional del Ministerio Público y al Director General de la Policía de Investigaciones.


La Comisión estimó que la disposición es técnicamente acertada, pero que también debe incluirse a los miembros del Tribunal Constitucional, los Fiscales Regionales, los Subsecretarios e Intendentes Regionales y el Director General de Gendarmería de Chile, pues todos ellos, en alguna medida, pueden estar expuestos a alguno de los ilícitos del artículo 4° de la ley N° 12.927, en razón de sus funciones.


- La indicación, con las modificaciones antes señaladas, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Muñoz, don Pedro y Pizarro.

Letra b)


Modifica el artículo 26 de la ley de seguridad del Estado. Esta norma indica que los ilícitos contemplados en esa ley, y los señalados en los Títulos I, II y VI, párrafo 1º del Libro Segundo del Código Penal
 y en el Título IV del Libro III del Código de Justicia Militar
, sólo serán perseguibles por la vía judicial por denuncia o querella del Ministerio del Interior, del Intendente Regional respectivo o por la autoridad o persona afectada. La modificación especifica que la acción corresponderá a la autoridad afectada y excluye del derecho a accionar por Ley de Seguridad del Estado al particular que es víctima.

Indicación del Ejecutivo Nº 1), letra b)


Reemplaza la letra b) del artículo 1º del proyecto por otra, que contiene dos numerales. El primero repite la disposición contenida en el mensaje, agregando que también procederá la regla especial sobre titularidad de la acción descrita en el artículo 26 respecto del delito tipificado en el artículo 262 del Código Penal, esto es, el de atentado contra la autoridad.


El abogado señor Juan Domingo Acosta señaló en su informe que, en principio, esta limitación a la legitimación procesal está justificada, porque los delitos contemplados en la ley N° 12.927 protegen principalmente bienes jurídicos colectivos de contenido fundamentalmente político, cuyo titular es toda la comunidad; por lo tanto, existe un fundamento racional para que sea la autoridad política quien, actuando en representación de la comunidad, tenga la titularidad exclusiva de la acción penal y el derecho excluyente para denunciar el hecho.


Agregó que no puede obviarse que muchos de esos delitos también afectan bienes jurídicos cuyos titulares son autoridades o personas comunes. Tratándose de estas personas, resulta dudosa la legitimidad y eficacia de que sea únicamente el Ministro del Interior o el Intendente Regional quien pueda ejercer los derechos que el Código Procesal Penal otorga a las víctimas.


Varios tipos penales de la ley N° 12.927 se han construido sobre la base de delitos comunes, previstos en el Código Penal y en otras leyes, de tal manera que, en principio, la víctima del delito común subyacente podría ejercer su derecho a denunciarlo o a querellarse. Si así ocurriera, y adicionalmente el Ministro del Interior o el Intendente Regional denunciaran, a su vez, el hecho calificándolo como delito de la ley Nº 12.927, podrían existir dos investigaciones paralelas, siendo facultad discrecional de la Fiscalía agruparlas o no. En el evento de que opte por la no agrupación y formalice la investigación por delito especial de la ley Nº 12.927, resulta muy discutible que la víctima pueda intervenir como querellante en esa causa.  


Por tales motivos, se debe permitir la intervención de la víctima querellante aún en el caso en que las causas, una por el delito común y la otra por el especial, no se hayan agrupado. A partir del momento que así ocurra, el Ministro del Interior o el Intendente Regional debe dejar de actuar en el ejercicio de derechos que la ley procesal penal confiere a las víctimas.


La Comisión consideró razonable que los delitos relativos a la seguridad del Estado o a ciertas autoridades sean perseguibles a través de acciones judiciales iniciadas por la autoridad, que es la depositaria de la responsabilidad del orden público, pero esto no debe ser óbice para que, cuando el hecho delictivo implique daños a la propiedad o persona de un tercero, la víctima particular pueda concurrir a los tribunales y hacer uso de su derecho a presentar una querella por los hechos que la han afectado. 


- La indicación fue aprobada con modificaciones de redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores  Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.


En la sesión de la Comisión de fecha 1 de julio de 2008 fue reabierto el debate sobre este punto. El Honorable Senador señor Espina expresó que la norma, tal como está planteada en la indicación, en la práctica franquea la posibilidad de que un particular que fue víctima directa de un delito grave, que además afecta la seguridad pública, se vea enfrentado a un Gobierno que decide no ejercer las acciones penales del caso, por motivos de conveniencia política del momento, dejando a la víctima en la indefensión. Agregó que esta limitación tiene sentido respecto de personas que no son directamente afectadas por delitos que perturben el orden público y la seguridad interior del Estado, pero no respecto de los directa y personalmente afectados por esos ilícitos. Su Señoría observó que los delitos contra la seguridad interior del Estado contenidos en el artículo 4º de la ley Nº 12.927 están construidos sobre la base de tipos penales comunes que afectan intereses particulares y que además causan conmoción pública, por lo que excluir a la víctima directa del legítimo derecho a ejercer su acción y presentar la correspondiente querella puede, incluso, considerarse inconstitucional.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior, señor Jorge Claissac, puntualizó que desde la instauración de la Ley de Seguridad del Estado, durante el gobierno de don Carlos Ibáñez del Campo, se ha considerado que el bien jurídico de la seguridad pública, tanto en su aspecto interno como internacional, tiene una naturaleza eminentemente colectiva, por lo que la ley siempre ha otorgado acción para su persecución penal únicamente al Estado, toda vez que una de la funciones primarias de todo gobierno es mantener el orden público. El personero agregó que el artículo 111 del Código Procesal Penal permite que cualquier persona interponga una querella por delitos terroristas cometidos en la comuna donde reside, y esto es una excepción expresa a la regla general de que la titularidad de la acción penal de particulares sólo se verifica respecto de hechos ilícitos que lesionen bienes jurídicos personales de la víctima, y no de otros que tengan relación con la comunidad toda, donde sólo puede accionar la autoridad pública competente.


El Honorable Senador señor Larraín subrayó que este caso se refiere a la persona afectada directamente en su integridad física o en su propiedad por el delito en cuestión, por lo que permitir que la acción criminal la puedan ejercer sólo las autoridades del gobierno de turno puede generar indefensión.


El Subsecretario del Interior, señor Felipe Harboe, indicó que el actual artículo 26 de la ley Nº 12.927 fue modificado por la ley adecuatoria de la Reforma Procesal Penal
, oportunidad en que erróneamente se produjo esta discordancia, que permite que particulares ocupen un estatuto penal con sanciones y procedimientos más agravados que los cauces normales que la ley franquea a las víctimas. Por su parte, la indicación en discusión considera agregar un inciso segundo al artículo 26 de la ley de seguridad del Estado, que permite a la víctima directa de un hecho que configura algún ilícito de esa ley ejercer los derechos que la legislación común le confiere, entre los que se encuentra interponer una querella criminal. Agregó que incluso el inciso previene que si el Ministerio Público decide formalizar la investigación o acusar sólo respecto a los delitos contra la seguridad del Estado, la víctima que interpuso una querella en tiempo y forma podrá intervenir en el proceso.


- Sometida a votación la disposición, se produjo un empate. Votaron a favor de la indicación los Honorables Senadores señores Gómez y Muñoz, don Pedro. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín. Repetida la votación en la misma sesión se volvió a producir el mismo empate, por lo que la decisión del asunto quedó para la sesión siguiente.


En la sesión siguiente en que la Comisión discutió el proyecto, de fecha 12 de agosto de 2008, la Honorable Senadora señora Alvear señaló que el inciso segundo que plantea agregar al artículo 26 la indicación del Ejecutivo asegura suficientemente los derechos de la víctima directamente afectada por un ilícito que además pueda constituir una ofensa contra la seguridad del Estado, y que la facultad para perseguir a los responsables de esos ilícitos mediante el estatuto agravado que establece la ley Nº 12.927 debe quedar radicada, en forma exclusiva, en la autoridad política.


- Sometida a votación la indicación, fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz, don Pedro. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.

- - - - - - 

Letra b), Nº 3, nuevo


En el informe antes citado del abogado señor Juan Domingo Acosta se advierte que en el inciso tercero del artículo 26 de la ley Nº 12.927, que ha pasado a ser cuarto en virtud de la aprobación del numeral anterior de este literal, hay un referencia al delito de desacato que contenían los artículos 263 y 264, Nos 2º y 3º, del Código Penal.


La ley Nº 20.048 derogó el artículo 263 y modificó el artículo 264, dejando subsistentes figuras penales análogas en el artículo 264 y 267 de ese cuerpo punitivo, por lo que la referencia debería hacerse a estas disposiciones.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que es imprescindible hacer esta corrección de referencia para que la disposición del inciso tercero, ahora cuarto, del artículo 26 tenga alguna aplicación práctica.


- En virtud de lo dispuesto en el inciso 121, inciso cuarto, del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, aprobaron la enmienda, que se incorporó como número 3, nuevo, a la letra b) del artículo 1º del proyecto.

- - - - - -

Artículo 2º


Modifica el artículo 269 del Código Penal, que tipifica el delito de desórdenes públicos, que cometen los que turban gravemente la tranquilidad pública, con el fin de causar injuria u otro mal a un particular, castigándolo con la pena reclusión menor en su grado mínimo, sin perjuicio de las sanciones que correspondan por el daño u ofensa causados.


La modificación del proyecto agrega a la pena privativa de libertad asignada al delito, una multa de cuatro unidades tributarias. Además, incorpora una figura calificada, consistente en cometer el delito con el rostro cubierto o utilizando cualquier otro medio para ocultar la identidad del hechor. A esta figura calificada se asigna la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de ocho unidades tributarias mensuales.

Indicación del Ejecutivo Nº 2)


Sustituye la pena de la figura calificada propuesta por reclusión menor en su grado medio
 y multa de cuatro a ocho unidades tributarias mensuales.


El Honorable Senador señor Espina advirtió que la modificación planteada en la indicación es correcta, porque para la determinación práctica de una pena lo que más importa es el límite inferior establecido en la ley, más que el superior, porque si se da la situación, de común ocurrencia, de que no haya agravantes y se trate de un delincuente primerizo, el juez aplicará siempre el límite inferior de la sanción, que en este caso es igual a la de la figura base.


- El artículo 2° y la indicación N° 2) del Ejecutivo fueron aprobados, con adaptaciones formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores   Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

- - - - - -


El Honorable Senador señor Gómez observó que la modificación antes aprobada al artículo 269 del Código Penal aumenta las penas del ilícito ahí consignado, pero, en aplicación de lo dispuesto en la ley Nº 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, el condenado tendrá siempre la posibilidad de optar a alguno de los beneficios que ese cuerpo legal otorga, lo que deja sin efectos prácticos el aumento de penalidad antes votado.


Su Señoría observó que no corresponde sobredimensionar el aumento de penas al delito del artículo 269, porque aunque dicha idea generaría en la práctica penas privativas de libertad efectivas contra las personas que comenten ese delito, desequilibraría la sanción del ilícito, en comparación con las establecidas para otros que tutelan bienes jurídicos más importantes. Por su parte, la naturaleza del delito contemplado en el artículo 269 hace especialmente recomendable que se establezca alguna forma alternativa de cumplimiento, consistente en trabajos en favor de la comunidad, porque ellos tienen, en este caso, un efecto rehabilitador mucho más relevante que la mera imposición de una medida restrictiva de libertad. En este espíritu, solicitó a la Subsecretaría del Interior que propusiera una reforma que cumpliera con este fin.


En la última sesión en que se trató el proyecto el señor Subsecretario del Interior propuso agregar dos nuevos incisos al artículo 269 del Código Penal, modificado por el artículo 2º del proyecto. Esta misma disposición debe también agregarse al artículo 5º del proyecto, que trata sobre los daños a la propiedad pública o privada producidos durante una manifestación pública. El tenor de la disposición propuesta es el siguiente:

“Si la pena efectivamente impuesta por el delito imputado no excede de reclusión menor en su grado mínimo, el tribunal podrá, con acuerdo del condenado, conmutarla por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad, señalando expresamente el tipo de trabajo, el lugar o institución de beneficencia donde deba realizarse, su duración y la persona o entidad encargada de controlar su cumplimiento. La sanción tendrá una extensión mínima de treinta horas y máximo de ciento ochenta y, en el caso de los menores de edad, no podrá exceder del límite establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.084, sobre Responsabilidad de los Adolescentes por Infracciones a la Ley Penal. Los trabajos se realizarán, de preferencia, sin afectar la jornada laboral o de estudio que tenga el infractor, con un máximo de ocho horas semanales. La no realización cabal y oportuna de los trabajos determinados por el tribunal dejará sin efecto la conmutación por el solo ministerio de la ley, deberá cumplirse íntegramente la sanción originariamente aplicada y no procederán las medidas alternativas de remisión condicional de la pena y reclusión nocturna.

No procederá la conmutación de la pena por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad si el condenado a que se refiere el inciso anterior lo hubiere sido anteriormente a una pena privativa o restrictiva de libertad que exceda de dos años o a más de una, incluyendo la que se pretende conmutar, siempre que en total excedan de dicho límite.”.

El señor Subsecretario explicó que están vigentes en Chile Convenciones Internacionales que prohíben los trabajos forzosos como pena, por lo que es imposible que nuestra legislación los imponga sin el consentimiento del condenado. En este entendido, la propuesta contempla un sistema que establece incentivos para que el condenado elija cumplir su pena por medio de la modalidad de trabajos en favor de la comunidad, pero sin establecer la obligatoriedad de ello.


Al respecto, la propuesta otorga al tribunal la facultad para decretar estos trabajos, con acuerdo del condenado, la primera y la segunda vez que se comete el delito, siempre y cuando el condenado no tenga prontuario anterior. La lógica de la proposición supone que el que es condenado por primera vez por este ilícito tendrá acceso al régimen general de la ley Nº 18.216, que le permite optar a la remisión condicional de la pena, según lo disponen los artículos 3º y 4º de ese cuerpo legal. En esa ocasión, el condenado naturalmente optará por la remisión condicional. 


Pero el que es condenado por segunda vez, o tiene prontuario anterior, sólo podrá acceder a la medida alternativa de reclusión nocturna, que establecen los artículos 7º y 8º del cuerpo legal antes citado, caso en que se produce un incentivo natural para que el condenado solicite la conmutación de la pena por trabajos en beneficio de la comunidad.


Finalmente, quién es condenado por una tercera vez queda fuera del sistema de cumplimiento alternativo que ofrece esta iniciativa y deberá ser sometido al régimen normal, que según la cuantía de las penas anteriores corresponderá a la reclusión nocturna o al cumplimiento efectivo de la sanción.


El personero explicó que la modalidad propuesta en la indicación no rompe el sistema general de aplicación de medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, establece un incentivo natural para que el que reincida por primera vez opte por la ejecución de trabajos en beneficio de la comunidad, y prescribe que el contumaz, o sea quién ha reincidido dos o más veces o tenga un prontuario anterior extenso, sufrirá una sanción efectiva.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior, señor Jorge Claissac, subrayó que en la redacción de la proposición se tuvo a la vista la redacción del artículo 8º de la ley Nº 18.216, para establecer los requisitos de estos trabajos, de forma tal de que ellos sólo procedan en las dos primeras ocasiones en que se cometa el delito y no respecto de contumaces  que tengan un amplio prontuario anterior. Además, el proyecto reconoce expresamente los límites que plantea la ley de responsabilidad penal juvenil a la realización de trabajos comunitarios.


El Honorable Senador señor Larraín consideró que esta norma cumple con el propósito buscado, por lo que podría considerarse como una proposición que la Comisión hace unánimemente suya y discutirla en ese carácter, toda vez que no se ha presentado una indicación precisa sobre el punto.


El Honorable Senador señor Gómez observó que la proposición dispone que los trabajos en beneficio de la comunidad, como forma alternativa de cumplimiento de la pena, sólo pueden realizarse en instituciones de beneficencia, lo que impide que el juez destine al infractor para desempeñarse en instituciones públicas que no son técnicamente de beneficencia, pero que prestan un servicio público indiscutido, como los establecimientos municipales de salud o de educación. En razón de ello, propuso eliminar la expresión “de beneficencia” para aclarar, de esa forma, que las labores dispuestas en este caso pueden realizarse en cualquier lugar o institución que preste algún servicio público, sea o no de beneficencia.


Su Señoría agregó que esta norma también debería aplicarse al delito de daños, cuya modificación se plantea en los artículos 5º y 6º de este proyecto.


La Honorable Senadora señora Alvear expresó que está de acuerdo con lo anteriormente señalado, pero que para futuras disposiciones que consideren un aumento de penas debería contarse con un informe financiero que explicite el aumento de población penal esperado como consecuencia de la iniciativa y el mayor costo que ello implicará para el erario público.


- Con las modificaciones antes señaladas y en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso cuarto, del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Espina, Larraín y Muñoz, don Pedro, aprobaron la disposición. Con el mismo quórum se acordó agregar similares disposiciones como incisos segundo y tercero del artículo 5º del proyecto.

Artículo 3º


Inserta un nuevo artículo 8º en la ley Nº 19.327, que fija normas para la prevención y sanción de los hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional.


La nueva norma obliga a los organizadores de los campeonatos de fútbol profesional a establecer un sistema de pérdida de puntos para los equipos que tengan el carácter de local cuando, con ocasión de una justa deportiva, se cometan algunos de los delitos contemplados en esa ley.

Indicación del Ejecutivo Nº 3)


Elimina la norma propuesta como artículo 3º.


El profesor Juan Domingo Acosta hizo presente que la sanción establecida en esta norma sólo podría aplicarse con posterioridad a la sentencia judicial firme recaída en el proceso por el delito en cuestión, y es muy probable que dicho evento ocurra después de que el respectivo campeonato haya terminado, por lo que la sanción será impracticable, a menos que sus efectos se apliquen en el campeonato siguiente.


Por otra parte, es posible que el delito en cuestión sea cometido por un partidario del equipo visitante, situación en la que resulta injusto sancionar al equipo local. También sería necesario delimitar el ámbito físico y temporal de la comisión del delito que da lugar a la sanción, de modo que sólo tenga lugar cuando la conducta típica se realiza al interior del recinto deportivo y durante la realización del encuentro, porque no es racional exigir a los clubes deportivos adoptar medidas especiales de seguridad fuera del espacio en cuestión y al margen del horario en que se efectúa la justa deportiva.


El Subsecretario del Interior indicó que el Gobierno está elaborando un anteproyecto de ley que tratará este tema de forma integral. Por ello, en esta oportunidad el Ejecutivo ha estimado oportuno sacar de la discusión este artículo.


- La indicación que suprime el artículo 3° fue aprobada por la unanimidad de la miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores  Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

Artículo 4º


Propone un norma interpretativa de los artículos 4º y 5º de la ley Nº 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional. El primero de dichos artículos señala las atribuciones del Gobernador. El otro faculta al Gobernador, con la autorización del Intendente respectivo, a nombrar un delegado para una o más comunas apartadas de su jurisdicción, con atribuciones específicas. La norma interpretativa en cuestión establece que el Intendente de Santiago ha tenido y tendrá todas las atribuciones que la ley establece para los Gobernadores.


Este artículo no fue objeto de indicaciones.


Al respecto, el mensaje señala que con esta norma se pretende solucionar la situación en que se encuentra el gobierno interior en la Provincia de Santiago, en la que no hay Gobernador, pero en la que el Intendente Metropolitano ejerce, dentro de la Provincia anteriormente señalada, las atribuciones propias de los Gobernadores, por aplicación de una normativa antigua y dispersa.


El señor Subsecretario del Interior explicó que esta fórmula resuelve la situación ocupando un proceder propuesto por la Contraloría General de la República, con la cual, además, las atribuciones del Intendente Regional Metropolitano quedan enmarcadas en la legislación actual de general y uniforme aplicación en todo el país.


- El artículo 4°, que pasó a ser 3°, fue aprobado por la unanimidad de la miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores    Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

Artículo 5º


El artículo 5º del proyecto, que pasó a ser 4º, establece que los organizadores de reuniones o manifestaciones públicas en lugares de uso público serán responsables del orden durante la celebración de las mismas. Agrega que, en caso de que se produzcan daños a la propiedad pública o privada, causados por los participantes de esas actividades, ellos serán directamente responsables, y a los promotores y organizadores les empecerá una responsabilidad solidaria respecto de dichos daños, a menos que prueben haber puesto todos los medios razonables a su alcance para evitarlos.

Indicación del Ejecutivo Nº 4)


Reemplaza el artículo propuesto por otro, que establece que los organizadores y convocantes de las señaladas manifestaciones deberán adoptar las medidas para el adecuado y pacífico desarrollo de las mismas. Agrega que, en caso de que se produzcan daños a la propiedad pública o privada, causados por los participantes en esas demostraciones, ellos serán responsables conforme a las reglas generales. Añade que los organizadores y convocantes serán solidariamente responsables de los daños indicados, a menos que acrediten que han adoptado todas las medidas razonables y a su alcance para evitarlos.


El Honorable Senador señor Gómez expresó que es claro que el participante que produce daños en una manifestación es responsable de ellos y debe resarcir a la víctima, pero tratándose de los organizadores y convocantes esa responsabilidad es muy difícil de perseguir, porque generalmente alegan que los daños fueron provocados por infiltrados o que ocurrieron con posterioridad al acto convocado. Su Señoría agregó que norma que solucione esta situación no debe imponer tal nivel de trabas a los organizadores y convocantes que los inhiba de pedir la autorización respectiva y terminen procediendo de hecho.


El señor Subsecretario del Interior expuso que la idea detrás de la indicación presentada por el Gobierno es hacer las mejoras técnicas necesarias para que el artículo propuesto tenga plena efectividad.


Explicó que el Gobierno sólo puede presentar querellas para perseguir la responsabilidad penal de los participantes, pero las demandas civiles deben ser interpuestas por los titulares de derechos sobre los bienes afectados o la Municipalidad respectiva, respecto de la propiedad pública dañada. Agregó que es difícil perseguir la responsabilidad de los convocantes y organizadores de la demostración, salvo que hayan tenido parte directa y personalmente en los daños causados. 


Informó que cuando una persona u organización solicita autorización para estas actividades, la Intendencia establece una serie de requisitos y condiciones para evitar, dentro de lo posible, la perturbación en el uso de las vías públicas. Indicó que no hay una sanción clara para el caso de que el autorizado no cumpla con las condiciones impuestas y propuso que dicho incumplimiento sea considerado una presunción de que no han tomado las medidas razonables y a su alcance para evitar los daños.


La Comisión, recogiendo el aporte conceptual del abogado señor Acosta, reformuló esta norma, y la dividió en dos preceptos. El artículo 4°, sobre deberes y responsabilidades de quienes organizan y convocan tales reuniones y manifestaciones. El artículo 5°, sobre responsabilidad de quienes participan en ellas y causan daños.


La norma propuesta como nuevo artículo 4° no afecta el ejercicio pacífico de la garantía constitucional del derecho a reunión. La responsabilidad solidaria que se propone corresponde a una especificación de la figura de responsabilidad por hecho de terceros, que el Código Civil consagra y regula
.


En primer lugar, se incorpora al precepto la normativa actualmente vigente, según la cual se requiere autorización previa de la autoridad, la que señala las condiciones para que el orden público no sea alterado.


En vez de la palabra “promotores”, que alude a sujetos activos, debe usarse la voz “convocantes”, que tiene un significado más preciso a estos efectos. Además, debe también incorporarse el calificativo “pacífico”, para definir la forma en que deben desarrollarse las manifestaciones reguladas, porque sólo esa clase de reuniones es amparada por la garantía constitucional del artículo 19, ordinal 13°, de la Constitución Política de la República.


Se precisa que la responsabilidad solidaria de organizadores y convocantes es de carácter civil, porque la penal es siempre personal, y se impone con sujeción a las reglas generales, porque hay normas específicas en el Código Civil y en otras leyes que regulan, acotan y eximen de responsabilidad por actos de terceros. Como es evidente, si los mismos organizadores y convocantes han incurrido en la conducta dañosa, les cabrá responsabilidad civil y penal directas.


El señor Subsecretario del Interior propuso instaurar una presunción legal de responsabilidad civil solidaria de los organizadores y convocantes que no pidan autorización para la realización del evento o no cumplan las condiciones impuestas por la autoridad al otorgar el permiso. La Comisión debatió el punto y consideró adecuada la idea, en la parte que establece una responsabilidad solidaria de los organizadores que hayan hecho caso omiso de las medidas señaladas por la autoridad para el desarrollo adecuado y pacífico de las mismas. 


La Comisión consideró inconstitucional establecer esta responsabilidad también en el caso de que los organizadores no pidan autorización para la realización del evento, porque del tenor literal del Nº 13º del artículo 19 de la Constitución Política de la República se desprende que el derecho a reunión se ejerce sin necesidad de permiso previo.


En lo que atañe a los participantes, el nuevo artículo 5° estipula que responden civil y penalmente por los daños que causen. Si son incapaces, a sus representantes o guardadores les cabe responsabilidad civil, conforme a las reglas generales.


Como se dijo anteriormente, la Comisión complementó el artículo 5º del proyecto con dos incisos sobre trabajos en beneficio de la comunidad, idénticos a los insertados en el artículo 269 del Código Penal.


-La indicación del Ejecutivo que dio origen a los artículos 4° y 5° fue aprobada, con las modificaciones reseñadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores  Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

- - - - - -

Artículo 6º, nuevo


El Honorable Senador señor Gómez apuntó que el proyecto establece un aumento de penas para los desórdenes públicos graves y hace civilmente responsables de los daños provocados con ocasión de manifestaciones públicas a los organizadores que no han cumplido con las medidas de seguridad establecidas por la autoridad, pero nada dice sobre la penalidad del delito de daños en la propiedad, que comúnmente se produce con ocasión de dichas manifestaciones. 


Su Señoría recordó que los artículos 485 y 486 del Código Penal sólo consideran como daños calificados  los ocasionados en la propiedad pública. El artículo siguiente del Código represivo establece una norma residual para penar los daños causados en la propiedad privada
, sin considerar si estos fueron provocados durante el transcurso de una manifestación pública o no, situación injusta porque quién comete el delito durante una demostración masiva lo hace amparado en un nivel mayor de impunidad, lo que debería acarrearle una pena más gravosa. Por ello, propuso agregar en el artículo 485 del Código Penal, como circunstancia agravada del delito de daños, la siguiente:

“9º En la propiedad pública o privada, si el daño es producido con ocasión de una reunión o manifestación pública. Si el autor obró a rostro cubierto o utilizando cualquier medio destinado a ocultar su identidad, la pena se aplicará en su grado máximo.”.

Explicó que esta norma supone que los daños superiores a cuarenta unidades tributarias mensuales (más de $1.444.000 aproximadamente) serán castigados con reclusión menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años) y multa de once a quince unidades tributarias mensuales ($397.100 a $541.500 aproximadamente), pena que se impondrá en su grado máximo si el autor obró “a rostro cubierto o utilizando cualquier medio destinado a ocultar su identidad”. 


En caso que el daño ocasionado en estas circunstancias sea mayor a cuatro y menor a cuarenta unidades mensuales ($144.400 a $1.444.000 aproximadamente) la pena a aplicar será la de reclusión menor en sus grados mínimo a medio (60 días a 3 años) y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales ($216.600 a $361.000 aproximadamente), pena que se impondrá en su grado máximo si el autor obró “a rostro cubierto o utilizando cualquier medio destinado a ocultar su identidad”. 


Finalmente, si el daño ocasionado en estas circunstancias es menor a cuatro y mayor a media unidad tributaria mensual ($18.050 a $216.600 aproximadamente) la pena será reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de cinco unidades tributarias mensuales ($180.500 aproximadamente).


Su Señoría recordó que en este delito será aplicable la norma acordada en el artículo 5º de este proyecto, que prescribe un sistema especial de conmutación de penas, estableciendo trabajos en beneficio de la comunidad como forma alternativa de cumplir las sanciones privativas de libertad.


Los demás miembros de la Comisión consideraron que la proposición es adecuada y cumple con el propósito de este proyecto de ley.


- Sometida a votación la proposición, y en virtud de lo establecido en el artículo 121, inciso cuarto, del Reglamento del Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz, don Pedro y Pizarro. 

- - - - - - - -

ARCHIVO DEL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, QUE AUMENTA SANCIONES AL DELITO DE DAÑOS A LA PROPIEDAD AJENA, BOLETÍN Nº 4.885-07.


Durante la discusión en particular del presente proyecto de ley, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento hizo un estudio pormenorizado de las normas penales relativas al delito de daños en la propiedad pública y privada provocados con ocasión de una manifestación pública, aprobó modificaciones para elevar las penas asignadas a esos ilícitos, estableció agravaciones especiales si el delito es ocasionado por encapuchados e indicó formas alternativas especiales de cumplimiento que permitan la resocialización de los condenados, todo ello en el contexto mayor de la idea matriz del proyecto, referida a fortalecer la institucionalidad  estatal encargada de velar por el orden público.


Con ocasión de este estudio, la Comisión tuvo a la vista la moción del Honorable Senador señor Bianchi, Boletín Nº 4.885-07, que propone hacer modificaciones específicas al delito de daño por pinturas o rallados indelebles en la propiedad pública o privada, he hizo suyas tales proposiciones, englobándolas en normas más comprehensivas sobre el punto, contenidas en los artículos 5º y 6º de este proyecto. Por ello, las ideas matrices del proyecto del Senador Bianchi deben entenderse subsumidas en esas disposiciones del proyecto aprobado y procede, en consecuencia, archivar la moción en cuestión.


- Así lo acordó la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


Como resultado del debate y los acuerdos consignados precedentemente, la Comisión propone al Senado aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 12.927, sobre Seguridad del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto 

N° 890, del Ministerio del Interior, de 1975:

a) Sustitúyese, en la letra d) del artículo 4°, la frase “ las autoridades a que se refiere la letra b) del artículo 6°”, por la siguiente: “el Presidente de la República, Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes Regionales, Senadores, Diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, ministros del Tribunal Constitucional, Fiscal Nacional, Fiscales Regionales, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, General Director de Carabineros, Director Nacional de la Policía de Investigaciones de Chile o Director General de Gendarmería”.

b) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 26:

1. Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “autoridad o persona afectada” por la siguiente: “autoridad afectada, si se trata del delito descrito en la parte final de la letra d) del artículo 4º o del establecido en el artículo 262 del Código Penal”.

2. Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo a quinto a ser incisos tercero a sexto, respectivamente:

“Lo expresado en el inciso precedente es sin perjuicio de los derechos que la ley confiere a la víctima de los hechos que, además, sean constitutivos de delitos comunes previstos en el Código Penal u otra ley. En tales casos, si el Ministerio Público formaliza investigación o interpone acusación calificando los hechos como constitutivos de los delitos a que se refiere el inciso anterior, la víctima podrá intervenir en el procedimiento, ejerciendo sus derechos de tal.”.

3. Reemplázase, en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, la remisión a los artículos “263, 264, Nos 2° y 3°”, por “264 y 267”.

Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 del Código Penal:

a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la frase “reclusión menor en su grado mínimo”, las  expresiones “y multa de cuatro unidades tributarias mensuales”,

b) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Los que cometieren el delito señalado en el inciso precedente con su rostro cubierto o utilizando cualquier medio destinado a ocultar su identidad, sufrirán la pena de reclusión menor en su grado  medio y multa de cuatro a ocho unidades tributarias mensuales.”.

c) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:

“Si la pena efectivamente impuesta por el delito imputado no excede de reclusión menor en su grado mínimo, el tribunal podrá, con acuerdo del condenado, conmutarla por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad, señalando expresamente el tipo de trabajo, el lugar o institución donde deba realizarse, su duración y la persona o entidad encargada de controlar su cumplimiento. La sanción tendrá una extensión mínima de treinta horas y máxima de ciento ochenta y, en el caso de los menores de edad, no podrá exceder del límite establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.084, sobre Responsabilidad de los Adolescentes por Infracciones a la Ley Penal. Los trabajos se realizarán, de preferencia, sin afectar la jornada laboral o de estudio que tenga el infractor, con un máximo de ocho horas semanales. La no realización cabal y oportuna de los trabajos determinados por el tribunal dejará sin efecto la conmutación por el solo ministerio de la ley, deberá cumplirse íntegramente la sanción originariamente aplicada y no procederán las medidas alternativas de remisión condicional de la pena y reclusión nocturna.

No procederá la conmutación de la pena por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad si el condenado a que se refiere el inciso anterior lo hubiere sido anteriormente a una pena privativa o restrictiva de libertad que exceda de dos años o a más de una, incluyendo la que se pretende conmutar, siempre que en total excedan de dicho límite.”.
Artículo 3º.- Declárase, interpretando los artículos 4° y 5° de la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que el Intendente de la Región Metropolitana ha tenido y tiene todas las atribuciones que se señalan en dichas disposiciones respecto de la Provincia de Santiago.

Artículo 4º.- Los organizadores y los convocantes de toda reunión o manifestación pública a realizarse en plazas, calles u otros lugares de uso público, deberán adoptar las medidas para el adecuado y pacífico desarrollo de las mismas.

Los organizadores y los convocantes a esas reuniones o manifestaciones responderán solidariamente de los daños que los participantes causen, a menos que hayan adoptado todas las medidas razonables para evitarlos.

Se presumirá que los organizadores y convocantes a reuniones o manifestaciones públicas no han adoptado las medidas a que se refiere el inciso anterior, cuando incumplan las obligaciones impuestas por las disposiciones generales de policía y, en consecuencia, responderán solidariamente por los daños que a la propiedad pública o privada causen los participantes en las mismas. 

Artículo 5°.- Los participantes en reuniones o manifestaciones públicas que causen daños a la propiedad pública o privada, responderán civil y penalmente de ellos, en conformidad a las reglas generales. Si son incapaces, responderán civilmente de los daños causados sus representantes legales, conforme a las reglas generales.

Si la pena efectivamente impuesta por el delito imputado no excede de reclusión menor en su grado mínimo, el tribunal podrá, con acuerdo del condenado, conmutarla por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad, señalando expresamente el tipo de trabajo, el lugar o institución donde deba realizarse, su duración y la persona o entidad encargada de controlar su cumplimiento. La sanción tendrá una extensión mínima de treinta horas y máxima de ciento ochenta y, en el caso de los menores de edad, no podrá exceder del límite establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.084, sobre Responsabilidad de los Adolescentes por Infracciones a la Ley Penal. Los trabajos se realizarán, de preferencia, sin afectar la jornada laboral o de estudio que tenga el infractor, con un máximo de ocho horas semanales. La no realización cabal y oportuna de los trabajos determinados por el tribunal dejará sin efecto la conmutación por el solo ministerio de la ley, deberá cumplirse íntegramente la sanción originariamente aplicada y no procederán las medidas alternativas de remisión condicional de la pena y reclusión nocturna.

No procederá la conmutación de la pena por la realización de trabajos determinados en beneficio de la comunidad si el condenado a que se refiere el inciso anterior lo hubiere sido anteriormente a una pena privativa o restrictiva de libertad que exceda de dos años o a más de una, incluyendo la que se pretende conmutar, siempre que en total excedan de dicho límite.

Artículo 6º.- Agrégase el siguiente número 9º al artículo 485 del Código Penal:

“9º En la propiedad pública o privada, si el daño es producido con ocasión de una reunión o manifestación pública. Si el autor obró a rostro cubierto o utilizando cualquier medio destinado a ocultar su identidad, la pena se aplicará en su grado máximo.”.”.

- - - - - - -

Acordado en sesiones de 2 de octubre de 2007,  9, 15 y 23 de enero, 19 de marzo, 1, 8 y 15 de julio y 5 y 12 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela (Jorge Pizarro Soto) y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.

Valparaíso, 1 de septiembre de 2008.

(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS, Secretario 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ÁVILA Y OMINAMI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE EL USO DE BOLSAS PLÁSTICAS NO BIODEGRADABLES

(6046-12)

Honorable Senado:







Fundamentos 

1.- 
En Chile anualmente se utilizan tres mil millones de bolsas plásticas, lo que equivale a unas doscientas bolsas por persona, las cuales demoran entre 2 a 4 siglos en ser absorbidas y degradadas por el medioambiente
. Este tipo de contaminación por bolsas derivadas de hidrocarburos tiene un fuerte impacto ambiental, afectando a la fauna, flora terrestre u oceánica, y al paisaje, constituyendo un elemento de contaminación visual y del suelo afectando la calidad de vida de miles de personas.


La contaminación de desechos plásticos y fibras sintéticas ha llegado a tal punto que ni siquiera los océanos o playas más remotas de nuestro planeta están a salvo de sus estragos. En efecto, el profesor y jefe de investigadores de la Universidad de Plymouth (USA), Richard Thompson, declaró a la revista Science que luego de una investigación realizada en playas y estuarios del Reino Unido, se logró determinar que la mayoría de los lugares examinados contenían partículas derivadas del petróleo como polímeros, poliéster, y acrílico.


En Junio de 2006, el Programa de Naciones Unidas para el medio ambiente estimó que, existe un promedio de 46.000 pedazos de escombros de plásticos flotando en las superficies cercanas de cada milla cuadrada de océano. Según estimaciones reportadas por BBC, alrededor de un 90 por ciento de la basura flotando en los océanos es plástico.


Por su parte, según estadísticas de Greenpeace, 6, 4 millones de toneladas de basura son arrojadas a los Océanos cada año. El 90 % de los residuos, está constituido por plásticos. Dentro de ellos destacan los plásticos blandos (bolsas plásticas), de las cuales un 70% acaba en el fondo del mar afectando gravemente al delicado ecosistema marino.


Un dato no menor está constituido por el hecho de que cada persona genera alrededor de 1 kg. de basura al día (365 kg. al año). Estos son llamados técnicamente Residuos Sólidos Urbanos, que se depositan en vertederos o son incinerados en quemadores. Buena parte de estos RSU –alrededor del 60 %- están constituidos por bolsas plásticas de un solo uso, fabricadas normalmente a partir de materias primas no renovables o que siendo renovables, se explotan a un ritmo superior al que se demoran en regenerarse y difícilmente reciclables luego de ser utilizadas. Con respecto a la eliminación de los residuos, estos pueden ser eliminados depositándolos en vertederos, con la desventaja del excesivo tiempo que demanda su degradación, o bien incinerándolos,  hecho que genera el riesgo de  la eventual producción de tóxicos contaminantes, como dioxinas y furanos.

2.- La biodegradación es un proceso fundamental de la naturaleza que consiste básicamente en la descomposición de un organismo producto de la acción de hongos y bacterias; esta acción produce la creación de sustancias básicas para otros seres vivos.


Por el contrario, una sustancia no es biodegradable cuando el tiempo que  necesita para degradarse es extremadamente largo o supera la capacidad de los organismos descomponedores  para procesarlos. Las bolsas plásticas, por su composición química, están dentro de estos elementos no  biodegradables. En efecto, las bolsas plásticas son fabricadas a base de petróleo, es decir, una fuente no renovable altamente hostil con el medio ambiente. Además, según EPA
, cuando una tonelada de bolsas se recicla, se ahorra energía equivalente a 11 barriles de petróleo, que asciende aproximadamente a la suma de 999 dólares. En nuestro país las empresas de retail reparten alrededor de 200 millones de bolsas, lo que constituyen el 60 % de la basura eliminada por los hogares chilenos.

 3.-  Actualmente la tendencia mundial apunta a la disminución y  posterior eliminación de las bolsas plásticas. La experiencia extranjera nos muestra cuatro diferentes paradigmas de control y tratamiento de las bolsas plásticas: a) El ciudadano, donde es la comunidad la que adopta medidas de prohibición  (Modbury en Inglaterra); b) tributario, en que se aplica un impuesto al uso de las bolsas plásticas (Irlanda, Dinamarca); c) de ordenanzas municipales (Canadá) y; d) de prohibiciones nacionales (Francia).

Algunos ejemplos son los siguientes:

- En el pueblo de Modbury, se adoptó una medida pionera en el Mundo; prohibió el uso de bolsas de plásticos, luego de tomar conciencia sobre los devastadores efectos que las bolsas provocan en la fauna marina. Esta medida comenzó a aplicarse en mayo de 2007.

- El modelo irlandés no apunta a la prohibición, sino que propone constituir un gravamen (impuesto). En efecto, a partir del 4 de marzo de 2002 se introdujo un impuesto de 15 centavos de euro por bolsa de plástico. En julio de 2007, las autoridades aumentaron dicho impuesto a 22 centavos de euro.

- En el Estado de California, se dictó la ordenanza “plastic bag reduction ordinance”
 de abril de 2007, que prescribe la prohibición de bolsas plásticas en los principales supermercados y farmacias de la ciudad de San Francisco, además de la promoción de bolsas reciclables. El incumplimiento de la norma supone la aplicación de una  sanción penal.

- La ley francesa nº 2006-11 de 5 de enero de 2006 prohíbe la comercialización de bolsas plásticas desde el año 2010. Esta normativa tiene una orientación de promoción de desarrollo de productos plásticos biodegradables.

- Un impuesto de 10 centavos de dólares australianos sobre cada bolsa entregada en los supermercados se aplicó en la ciudad Australiana de Victoria.

- En Canadá, específicamente en el poblado de Leaf Rapids (Manitoba) se prohibió en las tiendas comerciales el uso, venta, y distribución de  bolsas plásticas. La infracción de esta norma trae aparejada una multa.

- Finalmente, el gobierno chino decidió restringir el uso de bolsas plásticas, programando un plan en fases, donde los grandes supermercados estarán dentro de las primeras empresas que tendrán que tributar 50 centavos  de dólares de Hong Kong, lo que equivales a 6 centavos de dólar americano por cada bolsa  plástica. El dinero obtenido del impuesto puede ser usado para fines tales como infraestructura, educación, y otras actividades relacionadas con el medioambiente.

4.- En Chile, la legislación ambiental no regula el reciclaje, la distribución, ni la restricción de bolsas plásticas, constituyendo un vació legal y reglamentario respecto a este tópico. Sin perjuicio de lo anterior, la CONAMA, se encuentra impulsando la campaña denominada “Más ambiente menos bolsas”, fundada en las siguientes cifras: “el consumo promedio de bolsas plásticas alcanza más de 250 millones (200 millones de supermercados y multitiendas y 50 millones en tiendas de consumo masivo)
 . Si bien la campaña está en un período de gestación, sólo algunas empresas de retail se han adscrito a ella. Así las cosas,  se deduce la necesidad de incorporar a nuestra legislación ambiental una regulación eficaz que restrinja el uso de bolsas plásticas, pero siempre tomando en cuenta la imposibilidad de prohibirlas intempestivamente, ya que provocaría un alza de costos en los gastos de empaque. Por ello es necesario establecer una regulación gradual.

5. Por tanto, venimos a proponer a este Honorable Senado el siguiente proyecto de ley

Proyecto de ley.

Artículo 1: Se prohíbe a supermercados, multitiendas, farmacias y otros establecimientos comerciales análogos, la distribución gratuita u onerosa a los consumidores finales, de bolsas plásticas no degradables, que provoquen daño ambiental.

Artículo 2: Los costos de implementación de dispositivos de empaques degradables soportados por las multitiendas, farmacias y otros establecimientos comerciales análogos, no podrán ser traspasados al consumidor final.

Artículo 3: Un reglamento dictado por el Presidente de la República, determinará las condiciones de la prohibición que comenzará a regir el primero de enero del año 2011. Asimismo indicará los elementos de composición de las bolsas de empaque no degradables y degradables.


Dicho reglamento fijará además, mediante colores, signos, texturas, u otras características, las señales mediante las cuales se pueda identificar claramente las bolsas degradables de aquellas que no lo son, y fijará las sanciones frente a la inobservancia de la presente ley.

(Fdo.): Nelsón Ávila Contreras, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador 
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ORPIS, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE IMPIDE ACCESO A BENEFICIOS QUE INDICA A PERSONAS CONDENADAS POR CONDUCTAS TERRORISTAS O CONTRA SEGURIDAD INTERIOR DEL ESTADO

(6062-07)

Honorable Senado:

Durante los últimos días hemos visto con estupefacción, como ciertos grupos violentistas, han generados desórdenes, han quemado viviendas, han matado el ganado de propiedad de diferentes personas, han causado lesiones a ciudadanos y han atacados a Carabineros y autoridades, manifestando su total desprecio por el Estado de Derecho y por Régimen democrático de la República. Esta situación- per se - nefasta, se ve acrecentada, por el hecho que estas personas, que tienen un historial en la comisión de actos delictuales, incluso condenadas por actos  consagrados en la Ley de Seguridad Interior del Estado y por la Ley que Determina conductas Terroristas y fija su penalidad, han sido beneficiados con el otorgamiento de tierras y beneficios, cuyo costo asumimos todos los chilenos. Esto no parece aceptable, siendo que hay ciudadanos honestos que esperan largamente por tener sus viviendas. Es por ello, que no podemos tolerar, como sociedad que este tipo de actos siga ocurriendo y que los autores, además, se vean favorecidos con beneficios Fiscales, que costeamos  todos los chilenos.
.
P R O Y E C T O    D E    L E Y
ARTÍCULO UNICO.-  Aquellas personas que hayan sido condenadas por conductas consagradas en la Ley Nº 18.314,  en la Ley 12.927, o por actos que afecten la seguridad Nacional, no podrán acceder, ni ellas, ni las personas 

jurídicas que integren, a beneficios Fiscales establecidos en distintas leyes, como tierras u otras gratificaciones.

(Fdo.): Jaime Orpis Bouchón, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y OMINAMI, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE IMPLEMENTE MEDIDAS LEGALES TENDIENTES A REABRIR LA COMISIÓN DE PRISIÓN POLÍTICA Y TORTURA Y A AMPLIAR SU ÁMBITO DE COBERTURA O CREAR UNA NUEVA, PARA QUE PUEDAN SER CALIFICADOS LOS DETENIDOS DESAPARECIDOS Y EJECUTADOS POLÍTICOS QUE NO SE ENCUENTREN RECONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE VERDAD Y RECONCILIACIÓN

(S 1104-12)

Honorable Senado:

PROYECTO DE ACUERDO

Considerando:

1.-  Que el gobierno decidió retirar de tramitación el proyecto de Ley que creaba el Instituto Nacional de Derechos Humanos. 
2.- Que dentro de sus funciones se contemplaba la creación de una Comisión Asesora de Calificación de casos de detenidos desaparecidos, ejecutados  y sobrevivientes de la tortura y prisión política (ex -presos políticos).

3.- Que además se establecía que las viudas de los ex –presos políticos calificados y por calificar tendrían acceso a la pensión del causante, como asimismo que el beneficio de la beca de estudio que actualmente  tienen los ex - presos políticos podría ser traspasado a un hijo o nieto.     
4.-  Que debido a la decisión del gobierno de retirar de tramitación este proyecto,
miles de víctimas de violaciones a los Derechos Humanos que esperaban la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos para entregar su testimonio  y ser calificados han quedado en la incertidumbre.
5.-  Que se hace urgente buscar una  solución a  aquellas víctimas y sus familiares que en su oportunidad, y por diversas razones, no concurrieron a entregar su testimonio o incluso no fueron calificadas por falta de antecedentes, de tal forma que puedan acceder a la brevedad a una justa reparación; más aun cuando estas personas en su gran mayoría son de avanzada edad.  

6.-  Que una nueva iniciativa, en este sentido,  no demandaría más gastos al Estado, ya que los recursos necesarios para el funcionamiento de esta comisión asesora y para sufragar los gastos de reparación se encontraban contemplados en el presupuesto del fallido Instituto Nacional de los Derechos Humanos.

7.-  Que por los motivos anteriormente expuestos los Senadores firmantes solicitamos a este Honorable Senado que apruebe el siguiente Proyecto de  Acuerdo:

PROYECTO DE ACUERDO

“Solicitar  a Su Excelencia la Presidenta de la República señora Michelle Bachelet, si lo tiene a bien, implemente las medidas legales correspondientes con el fin de  que:

a) Se reabra la Comisión de Prisión Política y Tortura  de tal forma que puedan entregar sus testimonios todos aquellos ex - presos políticos que no concurrieron con anterioridad; que las viudas de los ex –presos políticos que fueron calificados anteriormente puedan acceder a la pensión del causante; y que  el beneficio de la beca de estudio a la cual tienen acceso los ex –presos políticos calificados pueda ser traspasado a un hijo o nieto.

b) Se cree una nueva comisión o se amplié el ámbito de cobertura de la Comisión de Prisión Política y Tortura, de tal forma que puedan ser  calificados los  detenidos desaparecidos y ejecutados políticos que no se encuentran reconocidos por la Comisión de Verdad y Reconciliación u otra instancia de tal forma que sus familiares puedan acceder a una justa reparación”.  

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y OMINAMI, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCLENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE ESTUDIE LA POSIBILIDAD DE EFECTUAR MODIFICACIONES LEGALES QUE PERMITAN QUE MUJERES CONVIVIENTES SEAN RECONOCIDAS COMO CARGAS DE UN TRABAJADOR Y PUEDAN TENER ACCESO A BENEFICIOS QUE OTORGA FONOSA

(S 1105-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.- Que  cada día en nuestro país, son más frecuentes las uniones de pareja de hecho con características de permanencia, formando al igual que aquellas unidas  legalmente  a través del matrimonio,  una familia. 
2.- Que  según los 2 últimos censos poblacionales, este tipo de uniones subió de un 10% el 1992 al 16% el 2002. Cifra que debe haber aumentado en los años recientes. 

3.- Que a pesar  de esta situación, la conviviente – que en muchas ocasiones realiza labores en el hogar y en la crianza de los hijos -  no tiene derecho a acceder plenamente al  Servicio Público de Salud a través de FONASA, quedando en consecuencia relegada a ser atendida como indigente  cuando  no tiene el dinero suficiente  para acceder a un Plan de Salud de una ISAPRE”. 

4.- Que  de  acuerdo a un Oficio que me remitió FONASA  en febrero de 2003, existen 2 cuerpos legales que establecen quienes son beneficiarios del Sistema Público de Salud por ser carga familiar.

· El Decreto con Fuerza de Ley Nº 150 de 1982 que establece en su artículo 3° “que serán acusantes de asignación familiar, la conyugue, los hijos, los nietos y bisnietos huérfanos de padre y madre, la viuda, etc.

· La Ley 18.469 que  regula  el Derecho Constitucional de Protección de la Salud y crea un Régimen de Prestaciones de Salud.

5.- Que por tanto, la mujer que ha convivido con un afiliado a FONASA no puede  ser incorporada  como beneficiaria del Sistema Público de Salud, ya que no esta incorporada como carga  en el D.F.L. 150..

6.- Que  esta situación implica  una clara injusticia y discriminación, ya que si se posee dinero es irrelevante ser conyugue o no para acceder a la salud, ya que las ISAPRES permiten incorporar a otras personas siempre que se cancele una cuota adicional por ella.

7.-  Que esta situación violenta uno de los principios fundamentales de al Reforma de la Privatización de la Salud, que es asegurar a todos los chilenos y chilenas a elegir entre el sistema público y privado. Asegurar este derecho  pasa porque las convivientes  tengan la posibilidad de incorporarse como cargas en FONASA.

8.-  Que  cientos de miles de mujeres chilenas no pueden esperar más, por lo cual hago un nuevo llamado al gobierno a modificar el Decreto con Fuerza de Ley N° 150 o la Ley 18.469, de tal forma que las  mujeres convivientes sean reconocidas como cargas de un trabajador ya sí tener pleno acceso a los beneficios que otorga FONASA.
9.- Que por los motivos anteriormente expuestos, los Senadores firmante venimos en proponer a este Honorable Senado que apruebe el siguiente Proyecto de Acuerdo.

PROYECTO DE ACUERDO

 “Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República señora Michelle Bachelet, si lo tiene a  bien, instruya a la Ministra de Salud señora  María Soledad Barría y al Ministro de Trabajo y Previsión Social señor Osvaldo Andrade, con el fin de que estudien la posibilidad de modificar  el Decreto con Fuerza de Ley N° 150 de 1982 o la Ley 18.469 de tal forma que las  mujeres convivientes sean reconocidas como cargas de un trabajador y así tener pleno acceso a los beneficios que otorga FONASA”.
(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, GIRARDI, MUÑOZ ABURTO Y PROKURICA, QUE PROHÍBE LA CAZA DE CETÁCEOS EN AGUAS SOMETIDAS A JURISDICCIÓN NACIONAL Y ESTABLECE MEDIDAS DE PROTECCIÓN QUE INDICA

(5572-12)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Horvath, Muñoz Aburto y Prokurica.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus integrantes, el Jefe de la División Pesquera de la Subsecretaría de Pesca, señor Francisco Ponce; el Coordinador Nacional del Proyecto GEF Marino de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señor Roberto de Andrade; la Jefa de Gabinete de la Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, señora Ximena Insunza; la Presidenta del Centro de Conservación Cetácea, señora Bárbara Galleti y los Asesores de ese Centro, señora Bárbara Fuenzalida y Cristián Pérez, y el Secretario General de la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile, señor Cosme Caracciolo.

I. OBJETIVOS DEL PROYECTO


Prohibir la caza de la ballena y adoptar medidas de protección para evitar colisiones con naves en aguas jurisdiccionales; establecer un registro de avistamientos, y tipificar y sancionar su caza y otras contravenciones.

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Hacemos presente que el artículo 1° de esta iniciativa, de aprobarse, debe serlo con rango de ley de quórum calificado, de conformidad con el artículo 19, N° 23 de la Constitución Política, pues establece limitaciones para la adquisición de determinados bienes.

III. ANTECEDENTES
3.1. De Derecho


- Constitución Política de la República, artículo 19, N° 23.


- Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


- Código Penal.

3.2. De Hecho


La moción con que se inició en el Senado el proyecto en informe, explica que los cetáceos se encuentran en peligro de extinción y que han sido históricamente presas de caza por países como Japón, Noruega e Islandia, invocando fines científicos, pese a los acuerdos internacionales de protección vigentes.


Agrega que las distintas poblaciones de ballenas han mermado sustancialmente, en algunos casos en porcentajes por debajo del 10% de su estimación original, como lo demuestra un cuadro que acompaña la moción.


Arguye, a continuación, que los cetáceos constituyen un atractivo turístico que genera, sustancialmente, más ingresos y actividad que su captura; que para la investigación científica no requiere de métodos letales, y que por la configuración geográfica del país, con un perímetro de costa de 80.000 kilómetros, ocupa en el cuadrante del Pacífico Sur Oriental una zona económica que permite una cantidad relevante y diversa de especies.


Finalmente, la moción expresa que este patrimonio marino, en veda por 30 años en virtud de un decreto desde el año 1995, es un símbolo de los ecosistemas que es menester proteger mediante una norma de rango legal.

IV. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO


La moción en informe está estructurada en siete disposiciones permanentes.


La primera prohíbe la caza de ballenas en las aguas jurisdiccionales y en la zona económica exclusiva de todo el territorio nacional.


Los artículos siguientes -del 2° al 4°- imponen diversas obligaciones a la navegación, como son las de adoptar los resguardos para evitar colisiones; mantener un registro de avistamientos e informar sobre ellos a la autoridad marítima, y llevar otro registro de las especies que se detecten en el Mar Presencial.


El artículo 5° prevé que la caza de ballenas será sancionada con el máximo de las multas dispuestas en la Ley General de Pesca y la pena descrita en el artículo 291 bis del Código Penal; en tanto que el artículo 6° sanciona la contravención a los artículos 2°, 3° y 4°, precedentes con la pena descrita en el artículo 113 de la Ley de Pesca.


Por último, el artículo 7° castiga la reincidencia en las infracciones de los artículos 5° y 6° con el duplo de las sanciones dispuestas en ellos.

V. IDEA DE LEGISLAR Y ACUERDO DE LA COMISIÓN


Con fecha 20 de agosto pasado, y con ocasión del análisis de este proyecto de ley, de tres mociones iniciadas en el Senado por los Honorables Senadores señores Horvath (Boletín N° 5.628-03); Navarro (Boletín N° 5.621-03), y Girardi, Horvath y Navarro (Boletín n° 5.744-03) y de otra iniciativa de la Honorable Cámara de Diputados (Boletín N° 5.936-12), esta Comisión escuchó las exposiciones de la señora Bárbara Galletti, Presidenta del Centro de Conservación Cetácea, y del señor Roberto de Andrade, Coordinador Nacional del Proyecto GEF Marino de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, instituciones ambas que apoyan el establecimiento de un estatuto jurídico de protección de las especies cetáceas que habitan en aguas jurisdiccionales y su uso económico sustentable no consuntivo en beneficio de las comunidades costeras, la observación científica y docente y la explotación turística, esta Comisión debatió acerca de la urgencia de proponer una legislación que cautele y permita desarrollar las actividades descritas en relación con los cetáceos, prestando su conformidad con la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, cuya aprobación en general somete a la consideración de la Sala.


Se pronunciaron favorablemente en la forma descrita, la unanimidad de los Honorables Senadores señores Avila, Bianchi y Horvath. El texto del proyecto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Prohíbase la caza de cetáceos en las aguas jurisdiccionales y en la Zona Económica Exclusiva de todo Chile.


Artículo 2°.- Las naves que circulen en las aguas marinas en que tenga tuición el país, deberán contemplar las precauciones necesarias para evitar colisiones con las ballenas.


Artículo 3°.- Toda nave que circule en las aguas que señala el Artículo 2° y que aviste ballenas, deberá dejar un registro de avistamientos, según lo establezca el reglamento e informar a la autoridad marítima.


Artículo 4°.- Del mismo modo que se señala en el Artículo 3°, deberán llevar un registro e informar de las ballenas que se detecten en el Mar Presencial, según lo señala la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 5° .- El que contravenga las disposiciones del Artículo 1° será sancionado con la multa máximas que establece la Ley General de Pesca y Acuicultura, y la pena contemplada en el Artículo 291 bis del Código Penal aumentada en un grado.


Artículo 6°.- El que contravenga las disposiciones de los Artículos 2, 3 y 4 será sancionado según el Art. 113° de la Ley General de Pesca y Aculcultura.


Artículo 7°.- La reiteración de las infracciones señaladas de los Artículo 5° y 6° subirá al doble las sanciones establecidas.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 20 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Nelson Avila (Presidente Accidental), Carlos Bianchi y Antonio Horvath.


Sala de la Comisión, a 1 de septiembre de 2008.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES GAZMURI Y NÚÑEZ, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN QUE EL SENADO SE SUME A LA PREOCUPACIÓN MANIFESTADA POR EL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES ANTE HECHOS DENUNCIADOS POR EL PRESIDENTE DE PARAGUAY SEÑOR FERNANDO LUGO Y HACER UN LLAMADO A LAS NACIONES DE LA REGIÓN A MANTENER SU APOYO Y SOLIDARIDAD CON LA DEMOCRACIA PARAGUAYA

(S 1106-12)

Honorable Senado:

“Considerando,

1- Que en Paraguay se celebraron elecciones presidenciales en abril del presente año y que en las mismas resultó democráticamente electo el candidato de la Alianza Patriótica para el Cambio, Fernando Lugo;

2- Que el 15 de agosto recién pasado tuvo lugar el traspaso de mando , siendo el Presidente Lugo el primer gobernante paraguayo en más de 60 años que no proviene de las filas del Partido Colorado;

3- Que en los últimos días el país ha conocido tensiones políticas internas por la incorporación al Senado Paraguayo del ex Presidente Nicanor Frutos Duarte;

4- Que la Región, tras los procesos de recuperaciín democrática , ha expresado su resuelto apoyo a ésta como forma de gobierno a través de instrumentos adoptados en el marco de la OEA y del Mercosur;

El Senado de la República Acuerda:

Sumarse a la preocupación expresada por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile ante los hechos recientemente denunciados por el Presidente Fernando Lugo y hacer un llamado a las naciones de la Región, y muy especialmente a los países del Mercosur, a mantener su comprometido apoyo y solidaridad con la democracia paraguaya.”
(Fdo.): Jaime Gazmuri Mujica, Senador.-  Ricardo Núñez Muñoz, Senador
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� Crímenes y simples delitos contra la seguridad exterior y soberanía del Estado, crímenes y simples delitos contra la seguridad interior del Estado, y atentados contra la autoridad, respectivamente.


� Delitos contra la seguridad interior del Estado.


� Ley Nº 19.806, de 31 de mayo de 2002.


� 541 días a 3 años.


� “Artículo 2.320. Toda persona es responsable no sólo de sus propias acciones, sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado.





Así el padre, y a falta de éste la madre, es responsable del hecho de los hijos menor que habiten en la misma casa.





Así el tutor o curador es responsable de la conducta del pupilo que vive bajo su dependencia y cuidado.





Así los jefes de colegios y escuelas responden del hecho de sus discípulos, mientras están bajo su cuidado; y los artesanos y empresario del hecho de sus aprendices o dependientes, en el mismo caso.





Pero cesará la obligación de esas personas si con la autoridad y el cuidado que su respectiva calidad les confiere y prescribe, no hubieren podido impedir el hecho.”.


� Artículo 487, inciso primero, Código Penal: “Los daños no comprendidos en los artículos anteriores serán penados con reclusión menor en su grado mínimo o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.”.


�Disponible en, � HYPERLINK "http://www.chilecologico.cl" ��www.chilecologico.cl�





� Ver en � HYPERLINK "http://www.atinachile.cl" ��www.atinachile.cl�





� Ver en� HYPERLINK "http://www.messageinthwaves.com" ��www.messageinthwaves.com�





� Ver en � HYPERLINK "http://www.epa.gov" ��www.epa.gov�





� Ver en � HYPERLINK "http://www.elmundo.es/suplementos/cronicas/2007/610/" ��www.elmundo.es/suplementos/cronicas/2007/610/� (octubre, 2007)





�Ver en � HYPERLINK "http://www.municode.com/content/4201/14134 (octubre" ��www.municode.com/content/4201/14134 (octubre�, 2007)





� � HYPERLINK "http://www.conama.cl" ��www.conama.cl�
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